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Resumen 

 

Esta investigación estudia la problemática de la brecha de género en el acceso a la tierra, 

entendido éste como un conjunto de derechos asociados con la tenencia, el uso y el control 

de la propiedad con fines agropecuarios. Dentro de esta temática, la tesis busca analizar la 

relación entre el acceso a la tierra y el empoderamiento en las mujeres. Para ello, se trabajó 

con dos casos de grupos de mujeres productoras, la Asociación de Mujeres Productoras 

Orgánicas de Nueva Esperanza (AMPONE) y la Asociación de Mujeres Productoras de 

Tilapia de Caño Negro (ASOPROTIL), ambas ubicadas en el distrito de Caño Negro del 

cantón de Los Chiles en Alajuela.  

El acceso a la tierra y el empoderamiento son entendidos desde diferentes escalas, por ello la 

investigación abarca las relaciones entre lo nacional y lo local, lo personal y lo colectivo, lo 

público y lo privado. Se trata de una investigación de tipo cualitativa y descriptiva, 

enmarcada dentro de los estudios de género y con una metodología participativa. A nivel 

teórico, utiliza insumos de la economía feminista y la ecología política feminista.  

Primeramente, el estudio aborda la relación entre la intervención estatal en el agro y las 

mujeres rurales, por ello realiza una revisión histórica de la inclusión de las mujeres a la 

política pública en materia agraria desde 1950 hasta la actualidad. Seguidamente, se estudian 

las formas de intervención estatal y su relación con los grupos de mujeres en el territorio de 

Caño Negro, con lo cual se concentra en la historia de la zona y sus reconfiguraciones 

territoriales. En esta línea, se estudian los procesos organizativos de las mujeres para la 

tenencia, uso y control de la tierra. Finalmente, se analizan las diferentes formas de 

empoderamiento en la vida cotidiana de las mujeres y su relación con el acceso a la tierra.  

La investigación plantea reflexiones respecto a la relación entre las mujeres rurales y el 

Estado, la importancia de la tierra colectiva en un contexto de neoliberalización de la 

agricultura y la relevancia de la organización de mujeres en cuanto a la producción y 

reproducción de la vida en el campo.  
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Introducción 

 

Doña Simona nació en Upala, pero cuando era niña vivió un tiempo en Nicaragua hasta que 

empezó la guerra civil. Desde pequeña ayudaba a su papá en la finca, cultivaban cacao; 

después cuando era adolescente trabajaba en una casa y más tarde, formó su familia. En 1995 

decidió juntar todas sus cosas e ir a tomar unas tierras en Caño Negro de Los Chiles, como 

parte de un grupo organizado de campesinos y campesinas que tenían la intención de obtener 

una adjudicación por parte del entonces Instituto de Desarrollo Agrario (IDA). Sin embargo, 

fueron desalojados del terreno, debido a que el IDA debía destinar, de emergencia, parcelas 

para familias campesinas desplazadas tras un conflicto en Jomusa, comunidad fronteriza en 

Upala. Simona no desistió de la idea de tener tierra en Caño Negro, así que luchó por ser 

parte del asentamiento campesino que formó el IDA, llamado Nueva Esperanza; fue así como 

obtuvo un lote para vivir, aunque sin tierra para trabajar.  

Para ella, la oportunidad de tener tierra llegó unos años más tarde, cuando las mujeres del 

recién conformado asentamiento se organizaron para poner a trabajar una de las parcelas 

comunales que aún no había sido adjudicada. Las mujeres se agruparon en una asociación, 

con el objetivo principal de gestionar proyectos productivos generadores de ingresos para sus 

familias. Primero incursionaron en la producción de mariposas, motivadas por algunas 

mujeres que formaban parte de otro grupo femenino en la cabecera del distrito. Más tarde, 

decidieron emprender un proyecto de producción orgánica de hortalizas.  

Doña Simona tiene una amiga que vive en el centro de Caño Negro, a unos 5 kilómetros de 

su comunidad, doña Leonor. Ella nació en Guatuso, en una finca donde tenían arroz, maíz, 

banano y también cacao. Cuando conformó su familia se fue a vivir a Caño Negro, su suegra 

era pescadora y su esposo se encargaba de llevar el pescado en lancha hasta San Carlos de 

Nicaragua, además de trabajar en la finca familiar. Ella laboraba en el comedor de la escuela 

de la comunidad hasta que se pensionó: es sobreviviente de cáncer, pero tremendamente 

activa. Tan activa que acompañaba a doña Simona a muchas de las capacitaciones y 

reuniones a las que ella la invitaba como parte del grupo de mujeres de Nueva Esperanza.  
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Alrededor del 2007, doña Leonor tuvo la idea de que las mujeres de su comunidad también 

podían conformar un grupo para la generación de ingresos. Llamó a sus amigas y conocidas 

y les propuso trabajar también con mariposas, sin embargo a ellas no les gustó esa idea, sino 

que escogieron producir tilapias. Una de ellas ofreció su terreno al grupo y así empezaron las 

gestiones para formalizarse como asociación.  

De esta forma, se conformó la Asociación de Mujeres Productoras Orgánicas de Nueva 

Esperanza (AMPONE) y la Asociación de Mujeres Productoras de Tilapia (ASOPROTIL), 

en el distrito de Caño Negro del cantón de Los Chiles, lugar que alberga el Refugio Nacional 

de Vida Silvestre Caño Negro, área de protección de humedales y hábitat de especies 

silvestres, ubicado en la parte baja de la cuenca del Río Frío, 21 kilómetros al suroeste del 

centro de Los Chiles y 36 kilómetros al sureste de Upala. Históricamente, los pobladores de 

Caño Negro se han dedicado a la agricultura, la pesca, el comercio e intercambio de productos 

con Nicaragua a través de la red fluvial proporcionada por el río, y más recientemente al 

turismo ecológico en pequeña escala.  

El objetivo de generar ingresos responde a un contexto específico de empobrecimiento de las 

familias campesinas en las comunidades rurales, producto de una política agraria enfocada 

en el desmantelamiento de la agricultura familiar, tendiente a promover los mercados de 

cultivos no tradicionales de exportación. En esta coyuntura, resulta importante estudiar el 

acceso a la tierra para las mujeres y la calidad de vida, la autonomía económica, el acceso a 

servicios e insumos y la capacidad para gestionar sus proyectos de vida.  

Precisamente, esta investigación presenta un análisis sobre la relación entre la tenencia, uso 

y control de la tierra para las mujeres y el empoderamiento en diferentes escalas de sus vidas 

cotidianas, a partir del estudio de sus procesos organizativos. Para este cometido, se recupera 

la historia de los grupos productivos de mujeres mencionados anteriormente, desde una 

perspectiva de género y una metodología participativa. 

En la primera parte del documento se presenta la justificación del estudio, la 

problematización, los objetivos de la investigación y algunos antecedentes sobre la temática 

de análisis. Posteriormente se encuentra el Capítulo I, en donde se presenta el marco teórico-

metodológico que guía el análisis de la investigación; el Capítulo II se concentra en presentar 

un panorama general sobre la política agraria y su relación con las mujeres rurales; el 
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Capítulo III se enfoca en estudiar la intervención estatal y su relación con los procesos 

organizativos de los grupos de mujeres; finalmente, el Capítulo IV presenta un análisis sobre 

la tenencia, uso y control de la tierra y el empoderamiento de las mujeres organizadas.  

Justificación 

 

La brecha de género en el acceso a la tierra es una problemática presente en las comunidades 

rurales, que hace referencia no solo a la propiedad de las mujeres sobre la tierra sino también 

al acceso a un conjunto de activos e insumos tales como semillas, ganado, trabajo, educación, 

servicios básicos, asistencia financiera y tecnológica. Las mujeres, a pesar de que realizan 

importantes aportes como agriculturas, pescadoras, trabajadoras y empresarias rurales, tienen 

mayores dificultades para acceder a los recursos productivos, los mercados y los servicios 

(FAO, 2011).  

Siguiendo a Carmen Deere y Magdalena León (2000), algunas de las causas por las que existe 

una brecha de género en el acceso a la tierra en América Latina tienen origen en los siguientes 

aspectos:  

(…) los privilegios que disfrutan los hombres en el matrimonio, la preferencia por 

los varones en las prácticas de herencia, el sesgo masculino en los programas 

estatales de distribución y titulación de tierras, y el sesgo de género en el mercado 

de tierras, en el que es menos probable que las mujeres participen exitosamente 

como compradoras (…) y el resultado es que a la mayoría de ellas se les niegan los 

derechos efectivos a la tierra (p. 405).  

Aunado a estos aspectos, las mujeres del campo realizan una gran cantidad de labores que 

usualmente no son contabilizadas en las estadísticas económicas o agropecuarias de los 

países. Ellas generalmente se dedican a la siembra y recolección de cultivos agrícolas, el 

cuido de los animales, la preparación de la comida del hogar, el trabajo asalariado en la 

agroindustria u otros sectores, la recolección de agua, la comercialización de productos 

agrícolas y además, el mantenimiento del hogar y el cuidado de niños(as), personas enfermas 

o personas adultas mayores (FAO, 2011; Korol, 2016). 

Para el caso costarricense, el Censo Nacional Agropecuario 2014 (CENAGRO) evidencia 

que, en los hogares productores, tanto para hombres como para mujeres la principal actividad 
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a la que dedican su tiempo es a las labores agropecuarias. Sin embargo, los hombres dedican 

la mayor parte de su tiempo a las tareas de producción, seguidas por las de administración. 

Por su parte, las mujeres dedican menores porcentajes que los hombres a las tareas de 

producción, debido a que también ocupan su tiempo en labores no identificadas por el Censo, 

pero de las cuales la mayoría no es remunerada (Golen & Medina, 2017). 

Estas “labores no identificadas” contempladas por el CENAGRO responden a un vacío 

cuantitativo y cualitativo que ha sido evidenciado en los censos agropecuarios de los países 

latinoamericanos. En la mayoría de los censos “la información sobre la situación de la mujer 

rural en cuanto a derechos de propiedad y condiciones de vida es fragmentada” (p. 60). Esto 

provoca una invisibilización sobre la situación de las mujeres en el agro, lo cual presenta 

también mayores desafíos para la investigación en la temática y por consecuente, en el 

desarrollo de políticas públicas que puedan atacar las problemáticas (Fuentes, 2010).  

En cuanto a la brecha de género en el acceso a la tierra en Costa Rica, el CENAGRO 2014 

registra que de 80 972 personas productoras1, solamente 12 598 son mujeres, lo que equivale 

al 15,6% del total (estas cifras corresponden a aquellas fincas cuya operación está a nombre 

de mujeres). Además, del total de títulos de propiedad con fines agropecuarios, únicamente 

el 8,1% de ellos están a nombre de mujeres (Instituto Nacional de Estadística y Censos, 

2015).  

Según Deere et al. (2011) este tipo de datos podrían resultar poco sensibles a la brecha de 

género, debido a que muchas veces a lo interno de los núcleos familiares no se reconoce la 

autoridad de las mujeres como titulares de la producción, sino tradicionalmente a los 

hombres, a pesar de que las labores sean equitativas entre ambos sexos o bien, que la mayor 

parte del trabajo sea femenino. Además, el Censo no contempla la posibilidad de que exista 

más de un agricultor principal por finca, lo cual es una tendencia en los censos agropecuarios 

latinoamericanos, según señalan las autoras: 

(…) esta pregunta censal (“¿quién conduce la finca?”) se acerca demasiado a la 

noción tradicional de ‘jefatura del hogar’ – la persona que culturalmente se reconoce 

como la cabeza, ya sea del hogar o de la unidad productiva agropecuaria–. ¿Cómo 

vamos a saber si la persona que se considera agricultor principal es quien realmente 

                                                 
1 Esta cifra se cuenta sobre la cantidad de fincas productoras inscritas a nombre de personas físicas, no personas 

jurídicas. 
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toma las decisiones sobre la producción agrícola y pecuaria, y no simplemente 

refleja lo que es socialmente apropiado en una cultura patriarcal, si no se pregunta 

específicamente sobre el rango de decisiones involucradas? Siguiendo esta misma 

lógica, ¿será la misma persona la que toma decisiones sobre los cultivos y los 

animales (…)? (Deere et al., 2011, p. 5) 

El CENAGRO 2014, al considerar la finca agropecuaria como unidad de análisis para 

estudiar la estructura del agro en el país, enfoca más su interés en obtener información sobre 

agroindustrias y agronegocios que sobre la situación de los hogares de las familias 

productoras. En la mayoría de variables, únicamente es posible conocer sobre la situación de 

las mujeres que se reconocen como productoras y no de la totalidad de mujeres del hogar que 

también tienen participación en la finca. Precisamente, las mujeres no identificadas como 

productoras, pero que trabajan también en las fincas agropecuarias, duplican la cantidad de 

mujeres registradas como productoras (Golen & Medina, 2017).  

A pesar de estos sesgos, el Censo Agropecuario 2014 contempla la posibilidad de que existan 

espacios productivos que no sean fincas (unidades más pequeñas). Esto resulta de especial 

interés, debido a que de un total de 37 858 espacios que no son fincas registrados, el 54% 

está a cargo de mujeres. La mayoría de estos espacios se ubican en la provincia de Alajuela 

y en general, se dedican mayoritariamente a la producción pecuaria (Instituto Nacional de 

Estadística y Censos, 2015). Esto concuerda con lo que plantean las autoras: las mujeres 

tienen menos posibilidades de poseer tierra y cuando poseen, tienen menos cantidad. Esto se 

traduce también a las posibilidades de reconocimiento social sobre la administración de la 

tierra. 

La situación de las mujeres rurales es usualmente invisibilizada en la legislación y en las 

políticas públicas en materia del agro en la región latinoamericana. Si bien a partir de 1980, 

en la mayoría de los países se aprobó una legislación que reconoce la igualdad de derechos 

entre hombres y mujeres en cuanto a la propiedad, las leyes agrarias profundizaron menos en 

este ámbito. Entre otros obstáculos no legales, se destaca la ausencia de un enfoque de género 

en los programas de promoción agropecuaria y desarrollo rural, los cuales han beneficiado 

mayoritariamente a los hombres productores (Deere et al., 2011).  

En términos generales, la brecha de género en el acceso a la tierra en la región 

latinoamericana se vislumbra como una problemática de suma importancia, cuyo análisis 
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debe ser multidimensional. Según Deere y León (2000), “en América Latina se ha realizado 

muy poca investigación sistemática que vincule la propiedad de bienes económicos por parte 

de la mujer con su poder de negociación en el hogar y la comunidad” (p.36). Esto está 

relacionado con las deficiencias en los censos agropecuarios latinoamericanos sobre la 

distribución de la propiedad de la tierra por sexo. 

En ese sentido, según las autoras, los estudios de caso resultan importantes esfuerzos en el 

cometido de generar conocimiento sobre la brecha de género en el acceso a la tierra y su 

relación con el logro de la equidad entre hombres y mujeres. Al respecto, también señalan 

que “la falta de atención prestada al género y a la distribución de bienes sigue siendo una de 

las más notorias deficiencias en la política pública” (p.29).   

Estas deficiencias cualitativas y cuantitativas tienen que ver con la invisibilización de los 

aportes de las mujeres campesinas en las diferentes esferas de la vida social en las zonas 

rurales y con la consecuente negación de la mujer rural como sujeta política y como objeto 

de estudio. De manera que, esta investigación tiene como propósito contribuir a visibilizar el 

trabajo de las mujeres rurales y su relevancia en el ámbito político, social y ambiental, 

concretamente para el caso de dos agrupaciones. Esto a partir del estudio de la relación entre 

el derecho a la tierra y el empoderamiento femenino, tanto a nivel personal como colectivo.  

El ámbito político es entendido como un espacio de disputa por el poder, en donde el género 

juega un papel esencial. Según León (1998), el estudio del poder se ha posicionado como un 

tema importante, desde mediados de la década de 1980, tanto en las Ciencias Sociales críticas 

como en los estudios de género y en las políticas públicas. El término “empoderamiento” se 

popularizó como parte de las políticas para el desarrollo, llegando a reemplazar conceptos 

como “bienestar”, “mejoramiento”, “participación comunitaria” y "alivio de la pobreza”. Sin 

embargo, también adquirió importancia para los movimientos sociales y el feminismo, como 

una forma de reivindicación de derechos de poblaciones que han sido históricamente 

excluidas.  

Por su parte, la Ciencia Política tradicional se ha quedado corta en estudiar las relaciones de 

poder permeadas por el género y su importancia para lo político y la política en términos de 
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Mouffe (1999) 2. Según Ritter y Mellow (2000), en comparación con otras Ciencias Sociales, 

la Ciencia Política ha sido de las más reticentes a la teoría feminista como campo de estudio 

del poder. El género ha sido conceptualizado de una forma hegemónica, concentrado 

únicamente en la participación electoral de las mujeres, es decir, en el espacio de la política 

y de lo institucionalizado.  

En ese sentido, el estudio de lo político tal como lo plantea Mouffe (1999), permite analizar 

relaciones que han sido entendidas como apolíticas, como por ejemplo aquellas entre 

hombres y mujeres en el espacio del hogar. Desde esta visión, se plantea una nueva forma de 

distinguir lo público y lo privado: históricamente, las relaciones en el hogar han sido vistas 

como espacios privados, desprovistos de conflicto, de manera que estudiar lo político permite 

vislumbrar que en dichos espacios en realidad existen disputas en torno al poder y que son 

importantes para aquello considerado como lo público.  

En general, aprehender lo político da la posibilidad de visibilizar las demandas de los grupos 

históricamente excluidos y de los nuevos movimientos sociales y su importancia para la 

política, es decir, las instituciones, la política pública, las leyes, entre otros.  

Esta investigación, a través del estudio de las relaciones que se dan en el espacio de lo 

político, busca estudiar la desigualdad en la distribución del poder entre géneros, tanto en el 

ámbito familiar y local, y su relación con la política. Esto resulta interesante debido a que 

implica voltear la mirada hacia las mujeres del campo, de manera tal que se reconoce su rol 

como sujetas políticas que actúan en espacios poco explorados por la disciplina politológica, 

como lo son el hogar y el campo.  

En resumen, esta investigación se vislumbra como un importante esfuerzo por expandir los 

objetos de estudio de la disciplina politológica, con el fin de comprender y explicar las 

relaciones de poder respecto al género, concretamente en el espacio rural. Por otro lado, 

pretende generar información valiosa que pueda contribuir al conocimiento sobre la 

                                                 
2 Mouffe (1999) es una de las autoras que ha utilizado estos conceptos en su desarrollo teórico; define lo político 

como el antagonismo y la hostilidad presente en las relaciones humanas, lo cual se manifiesta como una 

diversidad en la vida social. Por otro lado, sitúa la política como el establecimiento de un orden que pretende 

organizar las relaciones propias de la coexistencia humana, que son siempre conflictivas, al estar permeadas 

por lo que la autora define como lo político. 
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importancia de los procesos organizativos de las mujeres rurales en torno al trabajo 

productivo, lo cual tiene resonancia en la elaboración de políticas públicas con enfoque de 

género en materia de desarrollo rural. Finalmente, representa un esfuerzo por visibilizar las 

voces de las mujeres rurales, mediante un proceso participativo de aprendizaje y construcción 

en colectivo.  

Problema de investigación 
 

El problema de investigación es presentado en tres apartados que responden a las siguientes 

preguntas ¿Cuáles han sido las principales políticas públicas en materia de tenencia y uso de 

la tierra? ¿Cómo se expresa la brecha de género en el acceso a la tierra? ¿Cuál es la relación 

entre el acceso a la tierra y el empoderamiento para las mujeres? 

El viraje neoliberal en el sector agro  

 

Según Deere et al. (2011), el auge de los cultivos no tradicionales ha sido producto de un 

importante “viraje de las políticas agrarias” en América Latina: durante el período de 1950 

hasta 1980 se promulgaron en los países una serie de reformas agrarias destinadas a la 

redistribución de la tierra entre minifundistas y campesinos; no obstante, a partir de las 

décadas de 1980 y 1990, los gobiernos latinoamericanos adoptaron modelos de desarrollo 

con tendencias neoliberales que provocaron el abandono y la desmantelación de dichos 

programas redistributivos en el agro. 

En Costa Rica, este “viraje” en la política agraria se hizo sumamente notorio con el cambio 

a nivel de las instituciones estatales en materia de desarrollo rural. Desde 1940, se había 

impulsado un modelo estatal enfocado en el sector agropecuario como la base del desarrollo 

nacional, razón por la cual se realizaron varios esfuerzos con miras a la autosuficiencia 

alimentaria y la reducción en las importaciones de productos para el consumo. Para este 

cometido, se incrementó la presencia e intervención estatal a través de programas, políticas 

y articulación interinstitucional, como por ejemplo el importante papel del Instituto de Tierras 

y Colonización (ITCO) (Granados, Brenes, & Cubero, 2005).  

Según Picado (2005), a partir de la década de 1960, el ITCO puso en práctica una serie de 

políticas públicas dirigidas a atender la creciente presión por la tierra por parte de campesinos 
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en diferentes lugares del país. Concretamente, se tuvo una cobertura de más de 30 000 

hectáreas y más de 1000 familias campesinas en todo el territorio nacional. Dicha expansión 

de la frontera agrícola se dio en buena medida rumbo hacia la Región Huetar Norte.  

No obstante, dichas políticas tomaron un importante giro a partir de la creación de Programa 

de Reconversión Productiva del Sector Agropecuario a principios de los ochentas, como parte 

de los Planes de Ajuste Estructural cuyo propósito era el de “reorientar” las economías bajo 

la lógica de las ventajas comparativas. Esto significó pasar de la producción de ganadería 

tradicional y granos básicos para el consumo local y nacional, a nuevos cultivos destinados 

al mercado internacional (Granados et al., 2005).  

Este viraje institucional es producto de un proceso lleno de transformaciones que se 

suscitaron tras la adopción de los dichos programas de ajuste estructural en América Latina. 

Según Andrés León (2015), es posible argumentar que el sector agropecuario fue el más 

afectado por las medidas adoptadas por el Estado costarricense en el marco de dichos 

programas. En términos generales, el autor resume los principales ajustes en el agro en los 

siguientes puntos: 

- Eliminación de los sistemas de control y regulación de precios por parte del Estado  

- Eliminación de los subsidios a la producción nacional 

- Reducción de los programas estatales de asistencia técnica agropecuaria  

- Eliminación de ciertos beneficios diferenciales para la asignación de crédito 

- Énfasis en la titulación de nuevas tierras en detrimento de la conformación de 

asentamientos campesinos 

- Fomento de políticas de reconversión productiva orientadas a la producción para 

terceros mercados, en perjuicio de los productos para el mercado interno 

- Aumento de la asistencia técnica y financiera de la producción para la exportación, 

en detrimento de los pequeños productores  

- Énfasis en la estrategia productiva de las “ventajas comparativas” con respecto a la 

exportación y la importación 

- Orientación de un “mercado hacia afuera” 

- Aumento de los incentivos para la inversión extranjera  

 

En resumen, las principales medidas estatales en materia del agro tuvieron un impacto 

importante para la producción agropecuaria, en donde se destaca, por un lado, el detrimento 

de la producción campesina y por otro lado, el aumento de los incentivos para el gran sector 

agroexportador. Concretamente, esto se tradujo en el aumento del cultivo de productos no 

tradicionales (palmito, naranja, jengibre y piña), una contracción relativa en la exportación 
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de productos tradicionales (cacao, café, caña de azúcar, banano y ganadería) y una drástica 

disminución de granos básicos para el consumo nacional (maíz y frijoles) (A. León, 2015). 

Esto se puede ilustrar en la Tabla 1. 

Tabla 1  Cantidad de hectáreas y variación porcentual de 

principales cultivos, Costa Rica (1994-2013) 

Cultivo  1994 (ha)  2013 (ha)  Variación (%) 

1994 - 2013  

Arroz  44,783  59,298  +32.4  

Banano  52,707  42,841  - 18.7  

Cacao  12,000  4,660  -163.5  

Café  108,966  93,774  -13.9  

Caña de azúcar  39,800  63,316  +159.0  

Frijol  56,856  20,724  -63.5  

Maíz  18,109  5,978  -67.0  

Naranja  22,250  21,000  -5.6  

Palma Africana  26,652  74,512  +279.6  

Piña  7,000  45,000  +642.9  

Fuente: Elaboración propia con base en Programa Estado de la Nación (2013) 

Estos productos no tradicionales se comenzaron a cultivar de forma rápida y extendida hacia 

finales de la década de 1990, principalmente en la Región Huetar Norte (RHN)3. En ese 

sentido, en la RHN se experimentaron importantes cambios en la estructura del empleo en el 

período de 1984 al 2000, hubo una disminución del trabajo en el sector primario 

(agropecuario) y un aumento en el sector terciario (servicios). En el primero, disminuyeron 

los empleados por cuenta propia, es decir los campesinos o trabajadores no asalariados; en el 

segundo, aumentaron los empleados por cuenta propia, más que todo en el área del turismo 

(A. Rodríguez & Avendaño, 2005). 

Actualmente, entre los cantones que componen la RHN, Guatuso, Upala y Los Chiles han 

concentrado históricamente la mayor cantidad de personas ocupadas en el sector 

agropecuario. Por su parte, en el cantón de San Carlos la mayoría de las personas ocupadas 

se encuentran en el sector terciario. En general, la mayoría de los habitantes ocupados en 

todos los cantones de la RHN son asalariados y además, entre el 2000 y 2011 todos han 

experimentado una baja importante de empleados en el sector agropecuario, a pesar de que 

                                                 
3 La RHN está conformada por los cantones de San Carlos, Los Chiles, Upala, Guatuso, Río Cuarto y los 

distritos de Sarapiquí de Heredia y Peñas Blancas de San Ramón (Ministerio de Planificación Nacional y 

Política Económica, 2014). 
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ha habido un crecimiento en la agroindustria de exportación (Instituto Nacional de Estadística 

y Censos, 2011). 

Esto está relacionado con una tendencia a nivel latinoamericano, producto de las 

transformaciones en el agro. Según Cristóbal Kay (2007) “el desempeño del sector 

agropecuario en cuanto a crecimiento económico y creación de empleos ha sido inferior en 

el período neoliberal comparado con el período del desarrollo hacia adentro o de la 

[industrialización por sustitución de importaciones] ISI” (p.35) a pesar de que la promesa de 

las ventajas comparativas impulsada desde las políticas agrarias estuvo basada en la 

expectativa de diversos beneficios para el campesinado, entre ellos el aumento del empleo.  

Los mayores beneficiarios del aumento en las exportaciones de productos no tradicionales 

no han sido los campesinos sino los “conglomerados agroindustriales transnacionales” en los 

cultivos (p. 35). Esta agroindustria logra ser más competitiva a través del uso de tecnologías 

más avanzadas que requieren una serie de recursos de difícil acceso para el campesinado. 

Esta brecha entre empresas y campesinos se traduce en la “asalarización” y “pauperización” 

del campesinado. Es decir, el aumento del trabajo asalariado en la agroindustria a costa de la 

producción campesina, familiar y de autoconsumo (Kay, 2007).  

Estas consecuencias del viraje neoliberal en el sector del agro se pueden apreciar mejor al 

analizar la tenencia y uso de tierra en Costa Rica, a partir de los datos arrojados por el Censo 

Nacional Agropecuario 2014. 

La brecha de género dentro de la desigual distribución de la tierra  

 

Al realizar estudios sobre el tema agrario y de la tierra en el país, es importante tomar en 

cuenta que existe un largo período de tiempo entre los Censos Agropecuarios realizados a 

nivel nacional. Concretamente, se realizó uno en 1984 y el más reciente en 2014, lo que 

representa treinta años de carencia de información detallada sobre la situación del sector 

agropecuario. En este sentido, este último CENAGRO (2014) arroja resultados que resultan 

relevantes de analizar críticamente.  

En primer lugar, cabe resaltar que se hizo notoria una reducción de la extensión agropecuaria 

nacional, en un 21,6% menos que en 1984. Esto quiere decir que en treinta años ha habido 
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un importante cambio de uso de suelo. Además, actualmente la producción agropecuaria está 

concentrada en pocas fincas de gran extensión (más de 500 hectáreas), como reflejo de una 

creciente desigualdad en la tenencia de la tierra (Morales & Segura, 2016).   

Esta desigualdad es mucho mayor al diferenciar los datos según género, en donde un 25% de 

las mujeres productoras tiene fincas de menos 1 hectárea de extensión, mientras que tan solo 

un 5% tiene 5 hectáreas o más. Esto se refleja también en hecho de que el total de fincas 

lideradas por mujeres productoras representa tan solo un 4,4% de la extensión total de 

hectáreas de las fincas registradas en el país (Morales & Segura, 2016).  

El promedio de hectáreas por finca a cargo de mujeres productoras es de 8,5ha, lo que revela 

que las mujeres se dedican mayoritariamente a la producción de alimentos a pequeña escala. 

Además, se puede inferir que la producción de estas fincas no es masiva y que no 

necesariamente tiene altos rendimientos agrícolas como otros agronegocios de mayor 

extensión. También, se evidencia que las mujeres tienen una alta participación en la 

comercialización en el mercado local y mucho menor en el sector de la agroindustria. En 

cuanto a los cultivos destinados para este espacio local, los datos muestran que las mujeres 

hacen un menor uso de agroquímicos y consecuentemente, un mayor uso de fertilizantes 

orgánicos en comparación con los hombres4 (Golen & Medina, 2017).  

Concretamente para el cantón de Los Chiles, en donde se ubica la presente investigación, un 

12,9% de las personas productoras de fincas son mujeres, mientras que un 46% de las 

personas encargadas de espacios productivos que no son fincas representan mujeres. Esto 

quiere decir que a medida de que la extensión de tierra disminuye, se reflejan mayores 

mujeres como productoras principales (Instituto Nacional de Estadística y Censos, 2015). 

El cambio de uso de suelo se puede analizar en dos sentidos. En primer lugar, existe un 

importante porcentaje de hectáreas que anteriormente fueron utilizadas para la producción 

agropecuaria y que actualmente son usadas para otros fines. En segundo lugar, de las fincas 

que todavía se utilizan para fines agropecuarios, han experimentado cambios en lo que se 

                                                 
4 Esta diferencia se presenta únicamente en los productos de consumo locales tales como banano, plátano, maíz 

y frijol. En cuanto a los cultivos de alta comercialización y de exportación tales como el café y la palma aceitera, 

la utilización de fertilizantes es igualmente alta tanto en hombres como en mujeres (Golen & Medina, 2017). 
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siembra y la manera en que esto se hace: de productos de consumo básico en pequeña y 

mediana escala a cultivos no tradicionales de exportación a gran escala.  

La desigualdad de género dentro de la histórica distribución desigual de la tierra muestra una 

tendencia: a medida que pasa el tiempo, la extensión dedicada al sector agropecuario en el 

país tiende a disminuir y esta extensión cada vez más reducida está siendo mayoritariamente 

dedicada a cultivos no tradicionales de exportación, controlados principalmente por grandes 

empresas. En términos generales, esto quiere decir menos tierra para las familias campesinas. 

En este panorama ¿dónde quedan las mujeres, si son las que menos tierra tienen? 

Este cambio de uso de suelo ha provocado dos fenómenos que afectan directamente a las 

mujeres: la reducción de la tierra campesina para la producción agrícola familiar 

(autoconsumo o autoabastecimiento) en donde las mujeres juegan un papel fundamental y la 

feminización del trabajo agroindustrial (mayoritariamente en condiciones de precariedad 

laboral). Sin embargo, resulta importante analizar dicho cambio desde una visión crítica, 

como consecuencia directa del viraje neoliberal en el sector agropecuario.  

Siguiendo los datos del INEC (2011) en todos los cantones de la Región Huetar Norte, la 

mayoría de las mujeres ocupadas se ubica en el sector terciario de la economía. En ese 

sentido, del trabajo contabilizado en las estadísticas nacionales, es posible notar que el trabajo 

agrícola en la RHN ha sido considerablemente masculinizado, con poca participación 

(registrada) del trabajo femenino, tanto de forma remunerada como por cuenta propia.  

Este bajo registro de las mujeres ocupadas en el sector primario no necesariamente tiene que 

ver con una poca participación femenina en las labores agropecuarias. Es importante entender 

que las transformaciones neoliberales han provocado una crisis de la economía campesina 

causada por la escasez de tierra. Ante esto, las familias han tenido que buscar diferentes 

fuentes de empleo que les permitan subsistir, y en este sentido la agroindustria de cultivos de 

exportación ha absorbido una gran parte de dicha mano de obra (Kay, 2007).  

En América Latina, esta crisis ha provocado que muchos hombres tengan que emigrar para 

buscar trabajo en otras partes dentro y fuera de su país, con lo cual algunas mujeres han 

asumido la jefatura campesina. De ellas, muchas se han empleado en el sector agroindustrial, 

pero mayoritariamente bajo condiciones de empleo temporal (sin contrato) y además en otros 
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trabajos remunerados y no remunerados en otros sectores y en el hogar, de forma simultánea; 

este fenómeno es conocido como feminización del trabajo (Kay, 2007).  

Al respecto, un estudio sobre los países de la región centroamericana para el período de 1990 

al 2002 evidencia que,  

Las mujeres han asumido cada vez más el papel de proveedoras de ingreso familiar 

y/o de capital de trabajo en las pequeñas unidades campesinas. Ello se explica a una 

mayor disposición para operar bajo el nuevo marco de flexibilización laboral; a los 

resultados no esperados del impacto de las políticas de ajuste asociados a la 

distribución desigual de la riqueza, a los procesos de descapitalización y 

pauperización que han afectado a la población rural y a la persistencia del patrón de 

irresponsabilidad paterna (Aguilar & Renzi, 2004, p. 28).  

Para el caso costarricense, entre 1987 y 1995, las familias campesinas pasaron de representar 

el 20,7% del total de trabajadores del campo a 11,5%, lo que se tradujo en una desaparición 

de pequeños productores, un crecimiento del trabajo temporal por parte de agricultores que 

a pesar de que mantienen sus fincas, obtienen su principal ingreso a partir de su trabajo fuera 

de la parcela y la feminización de la fuerza de trabajo en las actividades agrícolas de 

exportación nuevas, tales como frutas y plantas ornamentales (Román, 1997). 

Según Vilma Busca y Vanesa Vázquez (2004) la feminización del trabajo en la agroindustria 

se aprecia en labores que no están relacionadas directamente con el trabajo de la tierra, sino 

con el “control de calidad del producto exportable”. Desde las transformaciones en la matriz 

productiva del agro, se ha incorporado un porcentaje importante de mano de obra femenina 

(para las tareas mencionadas), sin embargo, esto no ha redundado en mejorar las condiciones 

de vida de las mujeres asalariadas, sino que “se ha profundizado la precarización tanto de las 

condiciones de trabajo, como las de vida en general de las trabajadoras” (p.1).   

Esta precarización tiene que ver con las condiciones mismas del trabajo en la agroindustria 

de exportación: temporalidad del trabajo, bajo cumplimiento de garantías laborales, salarios 

bajos, riesgos a la salud por el excesivo uso de agroquímicos sin protección adecuada, entre 

otros (Busca & Vazquez Laba, 2004). Estas condiciones precarias son producto del factor de 

la clase, que permeada por el género se acentúa, en el contexto de las transformaciones 

neoliberales que despojan al campesinado de sus medios de producción. Según señala Kay 

(2007), 
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Los empleadores favorecen el empleo de las mujeres por su mayor disposición a 

trabajar temporalmente, su mejor rendimiento en el trabajo, manipulación más 

cuidadosa de los productos perecederos como las flores, su percibida mayor 

docilidad y menor presión por organizarse en sindicatos y porque sus salarios 

tienden a ser más bajos que los percibidos por los hombres. Las condiciones de 

empleo son muy precarias. Los contratos, si es que existen, favorecen al empleador 

y dan poca protección laboral. Los pocos empleos permanentes tienden a ser 

reservados para los hombres (p.37).  

Si bien esta fuente de empleo puede proporcionar ciertos niveles de bienestar económico para 

las mujeres, hasta el momento no se ha evidenciado que la feminización del trabajo 

agroindustrial haya repercutido en una mejora en las condiciones de vida de las mujeres 

rurales. Por el contrario, diversos estudios señalan que este fenómeno ha provocado un 

aumento en la carga de trabajo de las mujeres, quienes asumen una doble o triple jornada, ya 

que su carga de trabajo no remunerado en el hogar no necesariamente ha disminuido (Busca 

& Vazquez Laba, 2004; Deere & León, 2000; Kay, 2007).  

En Centroamérica, la feminización del trabajo en el agro se da principalmente en las 

actividades de procesamiento industrial (corte, lavado y empaque) , como segunda fuente de 

empleo, las mujeres se dedican al comercio local y al detalle. El resto de actividades y 

eslabones de la cadena de los agronegocios se presentan como espacios masculinizados, de 

manera que la participación de las mujeres en las labores agrícolas primarias ha quedado 

invisibilizada, principalmente cuando las realizan en condición de ayudante familiar no 

remunerada en fincas de producción familiar (Aguilar & Renzi, 2004). 

A manera de resumen, resulta importante estudiar el contexto del agro y la tenencia de la 

tierra con el fin de comprender mejor no solo la brecha de género en el acceso a la tierra sino 

también factores de carácter estructural, que permitan entender la posición de las mujeres 

frente a la tierra, desde una mirada crítica.  

La relación entre la tierra y empoderamiento 

 

Según Deere y León (2000), en América Latina, tras diferentes cambios en la legislación, se 

obtuvo una igualdad formal en el derecho de propiedad. Sin embargo, esto no ha resultado 

en una igualdad real en la distribución de dicha propiedad (o bienes económicos) entre 
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hombres y mujeres. Esta disparidad se hace más notoria en lo que respecta a los derechos de 

propiedad de la tierra de las mujeres rurales.  

Las autoras señalan que esta desigualdad de género en el control real sobre la tierra está 

relacionada con factores en la familia, la comunidad, el mercado económico y el Estado. A 

lo interno de estas dimensiones, existen mecanismos de exclusión e inclusión de carácter 

legal, cultural, estructural e institucional que reproducen la ideología patriarcal que sustenta 

la división sexual del trabajo. En el campo, esta división se traduce en el reconocimiento 

social tradicional de los hombres como agricultores y las mujeres como sus “ayudantes” 

(Deere & León, 2000, p. 4).  

En América Latina, las reformas agrarias, las crisis económicas y los planes de ajuste 

estructural han tenido repercusiones negativas directamente sobre los derechos a la tierra para 

las mujeres. Actualmente, a pesar de que legalmente las mujeres pueden heredar y ser 

propietarias de tierra, esto no necesariamente implica que pueden tener un control efectivo 

sobre ella.  

En muchos casos, los derechos de las mujeres sobre la tierra están atados a un control 

masculino de los maridos, parejas o familiares (Deere & León, 2000). Aunado a esto, los 

fenómenos de la pauperización del campesinado, el crecimiento de la agroindustria de 

cultivos no tradicionales y la crisis de la agricultura familiar se presentan como consecuencias 

de procesos neoliberales que afectan profundamente el acceso a la tierra y a los recursos 

productivos para las mujeres (Busca & Vazquez Laba, 2004; Kay, 2007).  

En ese sentido, las autoras plantean que el derecho independiente de la mujer a la tierra (aquel 

que no está atado al control masculino) está relacionado con un aumento de la autonomía 

económica y el poder de negociación de las mujeres. El derecho a la tierra se presenta como 

un aspecto crítico en la lucha por transformar la posición subordinada de las mujeres.  

Concretamente, Deere y León (2000) parten del siguiente criterio de ingreso: Si las mujeres 

tienen mayor derecho sobre la tierra, entonces se puede aumentar el bienestar de sus familias 

y el empoderamiento de ellas mismas, lo cual aumenta las posibilidades construir relaciones 

más equitativas en los diferentes espacios de la vida cotidiana de las mujeres. Esta 

investigación parte de dicho criterio de ingreso para explorar la relación entre el derecho de 
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las mujeres a la tierra y el empoderamiento en dos casos de estudio. De manera tal que, resulta 

importante realizar un primer esbozo sobre el planteamiento de las autoras. 

Al hablar de derechos sobre la tierra, se hace referencia a un “haz de derechos”, así 

denominado por la FAO desde el año 2003. Se definen tres tipos: (1) Derecho de uso: utilizar 

la tierra para fines productivos, vivir en ella o desarrollar otras actividades diarias; (2) 

Derecho de control: capacidad de tomar decisiones sobre los usos de la tierra, la obtención 

de ganancias económicas sobre ellas y cómo éstas se distribuyen o se gastan; (3) Derecho de 

transferencia: el poder transferir o reasignar los derechos de uso y de control de la tierra 

(Fuentes, 2010). 

No obstante, según Agarwal (1994) más que un reconocimiento legal del derecho de 

propiedad es también una legitimación social de esos derechos. En ese sentido, implica no 

solo los aspectos legales sino también el reconocimiento de la sociedad sobre estos derechos, 

así como la autonomía real de las mujeres en la toma de decisiones sobre ésta. Aunado a esto, 

un concepto más amplio de derechos sobre la tierra hace también referencia al acceso a 

programas, proyectos, insumos y recursos productivos para trabajar la tierra. Un extracto 

testimonial de la investigación de Bonilla (2010), permite brindar un ejemplo sobre la 

importancia la legitimación social sobre los derechos de uso y control: 

Mi esposo y yo tenemos problemas. La tierra me la heredó mi papá pero mi esposo 

manda, siembra y decide sobre la ganancia. Yo no puedo sembrar nada si él no está 

de acuerdo…yo le ayudo en la finca, pero cuando vende la cosecha a mí no me toca 

nada (p.14).  

Con respecto al bienestar familiar, la FAO (2011) afirma que, a partir de diversos estudios a 

nivel global, es posible concluir que cuando se aumentan los ingresos económicos de una 

mujer, esto resulta más beneficioso para la nutrición, la salud y la educación de las niñas y 

niños del núcleo familiar. No obstante, este planteamiento no busca imponer una visión de 

las mujeres dentro de un tipo de maternidad concreto, sino que pretende resaltar los aportes 

familiares de las mujeres cuando tienen un mayor control efectivo de la tierra y los ingresos. 

El riesgo de vivir en condiciones de pobreza y el bienestar físico de una mujer rural y de sus 

hijas e hijos depende significativamente del acceso directo al ingreso y bienes económicos 

tales como la tierra, en contraposición a un acceso mediado por su esposo u otros hombres 

de la familia (Deere & León, 2000). 
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En cuanto al empoderamiento femenino, para las autoras, esto está directamente relacionado 

con la distribución desigual del poder entre hombres y mujeres. El empoderamiento femenino 

busca desafiar esta distribución desbalanceada, pero desde un poder generador o productivo, 

no coercitivo (Deere & León, 2000). Según Deere (1998), el empoderamiento implica que 

“las mujeres modifiquen la imagen de sí mismas y las creencias sobre sus derechos y 

capacidades y desafíen los sentimientos de inferioridad” (p.21), en donde el control de la 

tierra juega un papel fundamental para las mujeres campesinas.  

Se entiende el poder como un proceso que puede ser individual o colectivo, dinámico o 

estático, activo o pasivo. Esta comprensión permite aceptar que existen expresiones de poder, 

no estado-céntricas, que son de especial interés para la teoría feminista. De manera que, al 

hablar de “empoderamiento” de las mujeres, se posiciona principalmente desde la noción de 

“poder para y poder con” así como “poder desde dentro”. El empoderamiento se define como 

un proceso mediante el cual “la autoridad y la habilidad se ganan, se desarrollan, se toman o 

se facilitan”. Su importancia radica en el grupo o individuo que “protagoniza su propio 

empoderamiento”, más que aquello que una entidad superior confiere o permite (Aguayo & 

Lamelas, 2012, p. 124).  

El empoderamiento debe ser entendido como una acción que permea diferentes escalas en 

las vidas de las mujeres. Según Magdalena León (1998), “una sensación de empoderamiento 

puede ser una mera ilusión si no se conecta con el contexto y se relaciona con acciones 

colectivas dentro de un proceso político”. Es por esta razón que el contexto resulta esencial 

para la presente investigación, como una serie de procesos en donde se entretejen diversas 

relaciones marcadas por diferentes expresiones de poder.  

El “poder desde dentro” es operacionalizado como “poder de negociación” de las mujeres en 

diferentes espacios tanto al interior del hogar, así como fuera de éste, en la comunidad y con 

el Estado. Por ejemplo, las autoras mencionan que a partir de estudios de caso es posible 

analizar cómo el derecho sobre la tierra tiene un papel central en aumentar las posibilidades 

de que una mujer pueda deshacer un matrimonio disfuncional o incluso, disminuir las 

probabilidades de sufrir violencia doméstica. Este poder de negociación también está 

relacionado con el aumento de la autonomía económica de las mujeres, lo cual puede 
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repercutir en el incremento de su bienestar personal y la capacidad de desarrollar sus 

proyectos de vida (Deere & León, 2000).  

Con respecto a su comunidad y con el Estado, este empoderamiento se puede traducir en 

mayores niveles de participación política en las mujeres, según afirman las autoras:   

La propiedad de la tierra por parte de la mujer puede estar ligada a otra serie de 

ventajas: acceso a crédito, a asistencia técnica, a canales de comercialización y a 

otros recursos complementarios, como el acceso al agua. Junto a ello, la propiedad 

de la tierra puede condicionar la participación de la mujer en organizaciones 

campesinas o comunales y también su identidad y reconocimiento social (p.43). 

Para las mujeres, el empoderamiento resulta esencial para lograr la autonomía individual pero 

también para potenciar la resistencia y movilización colectiva, en búsqueda de 

transformaciones que permitan revertir la posición subordinada de las mujeres, en el sistema 

patriarcal. En este sentido, no es un proceso lineal ni existen recetas para lograrlo, depende 

de cada contexto y de las condiciones e historias de vida de cada mujer.  

Por esta razón, resulta importante plantear la relevancia del estudio de lo común además de 

lo personal, concretamente, la “lógica de producción de lo común”, la cual es entendida como 

“una dinámica asociativa particular y concreta” es decir, “situada temporal, geográfica e 

históricamente que, por lo general, se propone alcanzar objetivos específicos casi siempre 

relacionados con asegurar o proteger condiciones para la reproducción colectiva, en medio 

de amenazas drásticas de despojo o agravio” (Gutiérrez, 2015, p. 127). 

En este sentido, esta investigación plantea el estudio del empoderamiento en diferentes 

escalas de la vida cotidiana de las mujeres: lo personal, lo grupal y lo colectivo y su relación 

con lo familiar, lo comunitario y lo estatal. Partiendo del criterio de ingreso de que el aumento 

de los derechos de las mujeres sobre la tierra puede tener beneficios en diferentes escalas, 

resulta relevante para esta investigación analizar como problemática la relación entre el 

derecho a la tierra y el empoderamiento para las mujeres, a partir de la siguiente pregunta de 

investigación: ¿Cuál es la relación entre el derecho a la tierra y el empoderamiento de las 

mujeres, en el caso de la Asociación de Mujeres Productoras Orgánicas de Nueva Esperanza 

y la Asociación de Mujeres Productoras de Tilapia de Caño Negro de Los Chiles? 
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Objetivos 
 

Objetivo general: Analizar la relación entre el derecho a la tierra y el empoderamiento de las 

mujeres, para el caso de AMPONE y ASOPROTIL del cantón de Los Chiles durante el 

período 2000-2016.  

Objetivos específicos:  

1. Describir el marco jurídico-institucional del Estado costarricense en materia de 

tenencia, uso y control de la tierra para las mujeres. 

 

2. Caracterizar los procesos organizativos de los grupos AMPONE y ASOPROTIL 

para la tenencia, uso y control de la tierra. 

 

3. Analizar los procesos de empoderamiento de las integrantes de los grupos de 

AMPONE y ASOPROTIL, en la dimensión personal y colectiva. 
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Antecedentes de investigación 
 

En esta sección se presenta un estado de la cuestión en cuanto a investigaciones referentes al 

objeto de estudio y su contexto, es decir, sobre el acceso de las mujeres a la tierra y las 

características agropecuarias a nivel local. En ese sentido, se mencionan algunos trabajos 

finales de graduación de la Escuela de Ciencias Políticas, algunas investigaciones nacionales 

sobre el tema y estudios a nivel de la región de América Latina.   

Trabajos finales de graduación (TFG) 

En la Escuela de Ciencias Políticas, se identificaron dos TFG sobre la política agraria desde 

un enfoque de género. El primero de ellos es el Seminario de Graduación de Chinchilla, 

Hernández y Piedra (2000) titulado La reconversión productiva del sector agropecuario en 

Costa Rica: la reforma en el contexto del desarrollo sostenible y su formulación en la 

perspectiva de género: 1996-1999. Este estudio presenta un análisis de las políticas públicas 

en materia agraria para un período concreto, con énfasis en las acciones dirigidas al sector de 

las mujeres rurales. Esta investigación realiza un análisis del proceso de institucionalización 

del enfoque de género en las políticas agrarias, lo cual resulta útil para la presente propuesta 

de tesis, en cuanto a la relación entre el Estado y las mujeres rurales. Sin embargo, el objeto 

de estudio y la metodología resultan distantes del presente estudio, debido a que se trata de 

un análisis mayoritariamente descriptivo de política pública, no se profundiza sobre el 

discurso político alrededor de la mujer campesina.  

Por su parte, la tesis de Gloriana Martínez y María Paula Morales (2012), titulada El Instituto 

de Desarrollo Agrario y los procesos organizativos de las mujeres rurales. Caso de los 

grupos de mujeres de Florida y Louisiana de Siquirres (1990-2006) es un precedente 

sumamente importante para la presente investigación. El objetivo de este estudio es analizar 

la relación entre grupos organizados de mujeres y las instituciones estatales, para dos casos 

concretos, a partir del análisis de la interacción entre el proceso histórico de organización de 

mujeres y las acciones del IDA dirigidas hacia éstas.  

Las autoras parten del criterio de que el Estado se ha constituido sobre la base de un sistema 

de acumulación capitalista y dominación patriarcal, el cual presenta condiciones particulares 

en el sector agrario: el acaparamiento de tierra en pocas manos, la proliferación de conflictos 
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agrarios y el aumento de la movilización de sectores campesinos en busca de tierra para vivir. 

Según las autoras, en dicho contexto, las mujeres rurales presentan una “triple condición de 

desigualdad: de género, sexual y de clase” (p.27).  

Martínez y Morales apuntan que, debido a estas estructuras patriarcales, las mujeres del 

campo tienen escaso control sobre sus cuerpos, sobre la tierra y sobre la producción agrícola, 

aunque son ellas quienes, históricamente, han tenido un papel fundamental en “el resguardo 

de los conocimientos campesinos, de las semillas y de los recursos para la producción” (p.28). 

En términos generales, el trabajo de las mujeres campesinas ha sido “invisibilizado y 

desvalorizado” no solo desde el campesinado, sino también desde el Estado.  

Con el fin de lograr el objetivo de analizar la relación entre las políticas estatales del IDA y 

los procesos organizativos de las mujeres, las autoras se posicionan desde una perspectiva 

crítica y participativa. Tanto a nivel teórico como metodológico, esta investigación resulta 

importante para la presente propuesta debido a que se enmarcan en la corriente marxista-

feminista y plantea técnicas basadas en los insumos de la Educación Popular. Además, los 

estudios de caso estudiados por estas autoras presentan similitudes con los casos analizados 

en esta investigación, principalmente en cuanto a los procesos organizativos de las mujeres 

y su relación con la intervención estatal.  

Entre otros TFG desde la Escuela de Ciencias Políticas, se destacan dos investigaciones 

realizadas en el área geográfica de estudio, centradas en la temática del agro. Ambas resultan 

importantes para la descripción socio-económica y agroproductiva de la región que 

comprende el cantón de estudio. La primera investigación identificada es la tesis de la  

Maestría Centroamericana en Políticas Públicas de Andrés León (2008), titulada 

Acumulación y regulación en la Región Huetar Norte, 1985-2005: destrucción creativa y 

articulación transnacional. La segunda es la tesis de Licenciatura en Ciencias Políticas de 

Alexa Obando (2017), titulada El Estado detrás de la piña: El conflicto socioambiental del 

monocultivo de piña los cantones de Upala, Guatuso y Los Chiles (2000-2015). 

El estudio de León (2008) plantea un análisis de las transformaciones económicas, políticas 

y culturales sufridas en la Región Huetar Norte (RHN) tras la implementación de los Planes 

de Ajuste Estructural a partir de la década de 1980. El autor analiza el proceso de 

construcción del Estado-nación en dicho contexto, a partir de las dinámicas regionales, 
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nacionales y globales y sus resultados geográficamente desiguales. Para este cometido, se 

posiciona desde la crítica a la tradición marxista, concretamente la teoría de Harvey (1982) 

sobre la “acumulación por desposesión” generada por el avance del capitalismo.  

Esta investigación resulta importante debido a que presenta, de manera crítica, las 

transformaciones en la política agraria y sus efectos en la RHN. Concretamente, uno de sus 

principales hallazgos es el proceso por medio del cual se dio la expansión de los monocultivos 

a costa de la producción de granos básicos para el consumo local en dicha región. Estas 

características socio-económicas resultan esenciales para comprender el uso y tenencia de la 

tierra en la zona de estudio.  

Por su parte, la tesis de Obando (2017) profundiza en el rol del Estado en el conflicto socio-

ambiental producido por la expansión del monocultivo de piña en los cantones de Upala, 

Guatuso y Los Chiles. Los hallazgos de este estudio resultan importantes para comprender la 

dimensión política de dicha disputa, en donde confluyen diferentes actores en el espacio de 

poder. Desde la perspectiva de la Ecología política, la autora analiza el desarrollo del 

conflicto y las diferentes posiciones e intereses de los actores involucrados. Concretamente, 

este estudio resulta importante debido a que presenta un análisis político sobre las 

consecuencias socio-ambientales del monocultivo de piña, en donde se destacan las grandes 

afectaciones al Refugio de Vida Silvestre Caño Negro, el cual representa un espacio 

territorial fundamental para la contextualización de esta investigación. Además, permite 

comprender el conflicto por la tierra que se ha suscitado entre el campesinado, las empresas 

y las instituciones estatales.     

Estudios en Costa Rica  

En cuanto a los estudios nacionales respecto a la temática del derecho de las mujeres a la 

tierra, se destacan algunas investigaciones en todo el país y otras regionales. Un primer 

estudio nacional identificado corresponde al realizado por la Fundación Arias para la Paz, el 

cual se titula El acceso de la mujer a la tierra en Costa Rica y fue coordinado por Liddiethe 

Madden en 1992. Es un estudio pionero debido a que presenta un acumulado de información 

cuantitativa y cualitativa, en donde se combina el uso de datos estadísticos con un proceso 

participativo con mujeres rurales. A manera de conclusión, este estudio presenta una serie de 

recomendaciones de política pública en favor del acceso de las mujeres a tierra.  
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Se destacan las siguientes: (1) la necesidad de aumentar la participación económica, social y 

política de las mujeres en el marco del proceso de “ajuste estructural con rostro humano”; (2) 

la necesidad de que el IDA y demás instituciones relacionadas con la temática cuenten con 

políticas afirmativas que puedan beneficiar a las mujeres; (3) la necesidad de desarrollar 

mayor investigación institucional sobre la temática. El primer punto es debatible, debido a 

que se plantea el contexto de PAE como una posibilidad de mejorar el acceso a la tierra para 

las mujeres. En ese sentido, resulta interesante cuestionarse la efectividad de este 

planteamiento, basado en la idea del desarrollo geográfico desigual planteado por León 

(2008), según se mencionó anteriormente. Por su parte, el segundo punto resulta relevante 

para la investigación, principalmente en cuanto al accionar del Estado costarricense en cuanto 

al acceso de las mujeres a la tierra.  

Una segunda investigación costarricense es la de Bonilla (2010), titulada Más desposeídas 

que propietarias: El acceso a la tierra, también una cuestión de género. Se trata de un estudio 

sobre el derecho de las mujeres a la tierra en los cantones de Golfito, Osa, Corredores, Buenos 

Aires y Coto Brus. Además de una exhaustiva revisión bibliográfica sobre la legislación 

nacional y los datos estadísticos, se entrevistó a 146 mujeres de diferentes espacios rurales: 

asentamientos campesinos, comunidades desarrolladas alrededor de cooperativas agrícolas, 

pueblos colindantes con plantaciones de monocultivo de piña, poblados cercanos a reservas 

forestales y territorios indígenas.  

Este estudio resulta un importante precedente de investigación, debido a que presenta un 

panorama regional agrario con perspectiva de género, cuyo resultado es la comprobación de 

la tendencia histórica: las mujeres tienen grandes dificultades para tener tierra y controlarla 

efectivamente. Además, la autora hace énfasis en el contexto de pauperización del 

campesinado, lo cual tiene repercusiones importantes para las mujeres. Según Bonilla (2010),  

El avance en la adquisición de ciertos derechos, como el acceso a la tierra, lo mismo 

que otros derechos asociados a éste, como tomar decisiones sobre actividades 

productivas, transacciones, destino de ciertos recursos al interior de las unidades de 

producción, que derivarían en el desarrollo de la autonomía personal, no llegó hasta 

la mayoría de las mujeres en estas unidades de producción, de manera que no se 

tradujo en conquista de autonomía para ellas. Esa situación se ha agravado en la 

actualidad, al revertirse el proceso de distribución como resultado del fenómeno de 

concentración de la tierra para la producción de piña en el sur del país (p.20). 
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En ese sentido, este estudio presenta importantes hallazgos en cuanto a la situación del acceso 

de las mujeres a la tierra y las diferentes limitaciones institucionales, territoriales, sociales, 

políticas y culturales que pueden afectar este derecho, para el caso concreto de la Zona Sur-

Sur del país.  

Estudios en América Latina 

Un estudio pionero en América Latina, en cuanto a la relación entre género y los derechos de 

propiedad, es el texto de Deere y León (2000), titulado Género, propiedad y 

empoderamiento: tierra, Estado y mercado en América Latina. Se trata de una investigación 

en donde se analiza, en primer lugar, la importancia de los derechos de la propiedad para las 

mujeres rurales latinoamericanas; y, en segundo lugar, se analiza comparativamente las 

políticas y reformas agrarias en la región, desde un enfoque de género.  

Este estudio es central para la presente investigación, debido a que se muestran datos 

empíricos que permiten comprender la relación que existe entre el derecho de las mujeres a 

la tierra, el aumento del bienestar familiar, el incremento del empoderamiento femenino y 

los efectos en el logro de la equidad de género. A partir del análisis comparativo entre datos 

estadísticos y políticas públicas, así como algunos casos de estudio concretos, las autoras 

presentan un panorama muy detallado sobre las condiciones de la mujer rural en materia del 

agro en América Latina.  

Las autoras se inscriben dentro de la perspectiva de la Teoría Feminista, concretamente desde 

la economía feminista, la cual busca visibilizar los aportes de las mujeres en las economías 

agrícolas, así como cuestionar las relaciones de poder patriarcales que han originado la 

desigualdad en la distribución de la tierra. Se realiza un análisis de factores como el mercado, 

las reformas agrarias, los marcos regulatorios de la propiedad, las reformas neoliberales, las 

luchas étnicas, los derechos individuales y colectivos sobre la tierra, entre otros.  

Otro texto en el que también participó la autora Carmen Deere, titulado Tierra de Mujeres: 

Reflexiones sobre el acceso de las mujeres rurales a la tierra en América Latina, presenta 

una importante contribución sobre la situación del acceso a la tierra y el empoderamiento 

económico de las mujeres rurales en la región. Este estudio se podría considerar como una 

versión actualizada de la investigación pionera recién mencionada, debido a que se plantea 
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el análisis de los avances y desafíos en cuanto a la temática. Sin embargo, un aspecto 

importante es que se hace énfasis en las tierras colectivas o comunales, concretamente en dos 

casos de estudio en Guatemala y Bolivia (Deere et al., 2011). 

El análisis de las tierras colectivas permite introducir aristas importantes que no fueron 

ampliamente estudiadas en la investigación de Deere y León (2000) como la soberanía 

alimentaria, las dinámicas territoriales, el cambio climático, las identidades, la diversidad 

biocultural y la relación de estos factores con el derecho de las mujeres a la tierra. 

Concretamente estas reflexiones pueden resultar interesantes para comprender el papel de las 

mujeres en el manejo sostenible de tierras colectivas y de los recursos naturales locales. 

Un tercer estudio se titula Mujeres rurales, tierra y producción: Propiedad, acceso y control 

de la tierra para las mujeres en el cual se analizan comparativamente los marcos legales en 

torno al acceso de las mujeres a la tierra en México, Guatemala, El Salvador, Honduras, 

Nicaragua, Costa Rica, Panamá, República Dominicana, Colombia y Venezuela. Al ser un 

estudio realizado en el 2010, se presenta un análisis más actualizado que la investigación de 

Deere y León (2000). Esta revisión de normativa puede resultar importante para el contexto 

nacional sobre la situación actual del acceso de las mujeres a la tierra.  

Estos tres estudios concluyen, en términos similares, algunos elementos esenciales para el 

estudio de las mujeres rurales en la región. Primeramente, que el aumento del acceso de las 

mujeres a la tierra puede traer diversos beneficios a nivel personal, familiar y local. En 

segundo lugar, que existe un importante vacío a nivel de información cuantitativa y 

cualitativa sobre los aportes de las mujeres en el sector agropecuario, en la mayoría de los 

países latinoamericanos. En tercer lugar, destacan la persistente brecha de género en materia 

de acceso a la tierra, como resultado de una cultura patriarcal en el contexto de las 

transformaciones en el agro latinoamericano. Como último punto, las autoras destacan la 

urgente necesidad de promover políticas afirmativas y fortalecer el enfoque de género en los 

programas institucionales en materia de desarrollo rural. 

Estudios de caso en América Latina 

El informe de investigación de International Land Coalition elaborado por Bórquez y Ardito 

(2009) se titula Experiencias activas de acceso a la tierra: estrategias de empoderamiento y 
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aseguramiento de derechos desarrolladas por organizaciones de mujeres campesinas e 

indígenas rurales. En este texto, las autoras reúnen una serie de experiencias en diferentes 

agrupaciones de mujeres rurales en varios países de América del Sur, con el fin de visibilizar 

algunos avances y desafíos en la materia.  

Este estudio resulta importante debido a que analiza la relación entre dichas experiencias y 

el empoderamiento de las mujeres, no solo desde el punto de vista individual, familiar y 

grupal sino también desde su incidencia como “agentes de cambio” en sus territorios y 

comunidades, frente a las amenazas que afectan directamente su entorno social, cultural y 

ambiental. Además, se presenta un resumen de estrategias exitosas o “buenas prácticas”, 

obstáculos y recomendaciones. A nivel metodológico, estos estudios de caso resultan útiles 

para poder abordar el estudio de dos agrupaciones de mujeres, desde una perspectiva de 

género con insumos de la Educación Popular.  

Un segundo estudio de caso es presentado por Castillo (2015), titulado Las mujeres y la tierra 

en Guatemala: entre el colonialismo y el mercado neoliberal. En este libro la autora se 

propone analizar los espacios y posiciones que han ocupado las mujeres en las dinámicas 

agrarias desde una perspectiva histórica, feminista e interseccional. Castillo propone 

visibilizar a las mujeres rurales, campesinas e indígenas como sujetas políticas de la historia 

agraria de Guatemala, develando los mecanismos institucionales, políticos, económicos, 

culturales, simbólicos e ideológicos que han sostenido un proceso extendido de desigualdad  

de género, etnia y clase. Asimismo, la autora se dedica a estudiar las respuestas organizativas 

de las mujeres ante dichos mecanismos de exclusión, como parte de procesos reivindicativos 

que se han sumado a los movimientos de mujeres y han propiciado transformaciones a lo 

interno de los movimientos populares, campesinos e indígenas. 

El estudio de Castillo plantea una mirada amplia que analiza en paralelo los procesos de 

exclusión de las mujeres en el acceso, uso, tenencia y propiedad de la tierra y la 

mercantilización de ésta. La autora propone también un abordaje para reflexionar sobre la 

historia agraria en clave feminista, conjugando el tema del poder con el género. Dicha 

propuesta de abordaje resulta importante para esta investigación ya que también se plantea 

estudiar la brecha de género en el acceso a la tierra desde los mecanismos de poder.  
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Capítulo I Marco teórico y estrategia metodológica 

 

El nodo conceptual de la presente investigación es el poder en sus diferentes expresiones y 

su relación con el derecho de las mujeres a la tierra. En este sentido, se plantean dos 

perspectivas feministas que permitan analizar las diversas relaciones de poder que existen en 

procesos familiares, locales e institucionales respecto al agro y que afectan directamente la 

vida cotidiana de las mujeres, tanto a nivel personal como a nivel de su entorno comunitario: 

la economía feminista y la ecología política feminista. 

La economía feminista permite comprender la manera en la que el sistema capitalista y 

patriarcal afecta diferenciadamente a las mujeres. Concretamente, se parte del hecho de que 

los fenómenos de neoliberalización en el agro y la pauperización del campesinado, han tenido 

repercusiones específicas sobre las vidas de las mujeres, quienes ante esto han desarollado 

diferentes sistemas de supervivencia, personales y colectivos, que no son valorizados o 

contabilizados monetariamente desde las perspectivas económicas más ortodoxas (Agarwal, 

1997; C. Rodríguez, 2015). 

Por su parte, la ecología política feminista se presenta como un insumo para profundizar 

precisamente sobre estos agravios en el sector agropecuario en los países latinoamericanos y 

los conflictos que han suscitado en las comunidades respecto a la gestión de los recursos 

comunes. Además de presentar herramientas teóricas para poder comprender estas disputas, 

es también útil para comprender las diferentes respuestas de las personas y grupos, 

concretamente de las organizaciones comunales de mujeres en torno a la defensa de recursos 

comunes o de importancia colectiva, como la tierra (Ojeda, 2011; Rocheleau, Thomas-

Slayter, & Wangari, 1996). 

A manera de puente entre ambas perspectivas, se plantea también una breve discusión en 

torno al concepto de la «política en femenino» y su importancia para la investigación. 

Finalmente, en cuanto al apartado metodológico, se indica el tipo de investigación, las 

técnicas utilizadas para la recopilación de información así como aquellas para su 

sistematización.  
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Lo colectivo también es político 
 

La tercera ola del feminismo acuñó la frase “lo personal es político” como una forma de 

entender que las relaciones más íntimas entre hombres y mujeres esconden también 

relaciones desiguales de poder, que deben ser estudiadas y atendidas. Si bien a finales del 

siglo XX se introdujeron importantes discusiones en torno a la dominación y la subordinación 

de las mujeres, no necesariamente se profundizó sobre lo colectivo, lo grupal y lo común. 

Entonces cabe preguntarse, si lo personal es político ¿lo colectivo también lo es? 

Desde la propuesta feminista para estudiar la violencia de género, se entiende que existen 

diferentes niveles en donde las relaciones de poder se manifiestan. Estas escalas se expresan 

en instituciones a nivel micro (la familia), medio (la comunidad o el trabajo) y macro (la 

sociedad) (Leiva, 1994). No obstante, para la presente investigación resulta necesario 

trascender la discusión sobre lo personal, con el fin de comprender también lo colectivo, al 

tratarse de dos agrupaciones de mujeres que comparten diferentes formas de vida. En este 

sentido, resulta necesario plantear la importancia del estudio de “lo común” desde una 

perspectiva feminista, además de “lo personal”. Para este cometido, algunas autoras como 

Federici (2013) y Gutiérrez (2015) han destacado la necesidad de comprender lo colectivo 

como parte de lo comunitario, en el entendido de que es la gestión de lo común y lo popular 

en un determinado espacio geográfico, por ejemplo un poblado o comunidad.  

Para Raquel Gutiérrez (2015), lo común se inscribe en el horizonte de lo comunitario-popular, 

el cual es entendido como las acciones de los pueblos por subvertir las relaciones de 

dominación que viven. Estas acciones son heterogéneas, multiformes y se manifiestan en lo 

cotidiano “a partir de fines centrados en la conservación y cuidado de los recursos materiales 

colectivamente disponibles, colocando como eje la garantía de condiciones materiales para 

la reproducción de la vida colectiva” (p.123).  

En otras palabras, la preocupación por estudiar lo común tiene que ver con un interés en 

profundizar la comprensión sobre las acciones cotidianas que realizan las comunidades para 

conservar y cuidar sus recursos colectivos. Esto les permite, desde la lógica planteada por la 

autora, tener garantías sobre la reproducción de la vida en comunidad y además, subvertir 

ciertas relaciones de opresión que son producto de diferentes procesos estructurales.  
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Lo común es entonces entendido como “una alternativa lógica e histórica al binomio Estado 

y propiedad privada, Estado y mercado, permitiéndonos rechazar la ficción de que son 

ámbitos mutuamente excluyentes y de que solo podemos elegir entre ellos, en relación con 

nuestras posibilidades políticas” (Federici, 2013a, p. 245).  

Es precisamente este horizonte de lo comunitario-popular lo que permite comprender que en 

muchas partes del mundo, el derecho de las mujeres a la tierra se ha convertido más bien en 

una lucha por la tierra. Según Silvia Federici (2013a), fenómenos como la creciente 

privatización de tierras, la extensión de cultivos comerciales de exportación, el aumento de 

los precios de los alimentos, la destrucción de la agricultura de subsistencia y la defensa del 

territorio frente a megaproyectos de “desarrollo” forman parte del aumento en la desigualdad 

en el acceso a la tierra, en donde las mujeres son mayormente afectadas.  

En dichas condiciones, el estudio de lo común resulta sumamente importante para entender 

que el derecho de las mujeres a la tierra no solo presenta beneficios materiales individuales 

para las mujeres, sino que presenta beneficios colectivos que pueden repercutir en mejores 

formas de gestionar los recursos comunes disponibles en una localidad. Para lograr esto, 

necesariamente hay que introducirse en el campo de lo comunitario-popular, es decir, 

comprender las acciones cotidianas de los grupos que defienden lo colectivo en una localidad. 

Precisamente, tanto AMPONE como ASOPROTIL manejan la tierra como un espacio 

colectivo, así como los insumos alrededor de ésta, en un espacio marcado por las 

transformaciones neoliberales en el sector agropecuario. 

Por estas razones, estudiar lo colectivo además de lo personal resulta esencial para la presente 

investigación. Esto debido a que se parte del hecho de que el derecho a la tierra para las 

mujeres es también una lucha por la tierra y una defensa de los recursos colectivos en una 

comunidad concreta, lo cual también está directamente relacionado con el empoderamiento 

de las mujeres. 

La economía feminista como alternativa al modelo androcéntrico 
 

Según Rodríguez (2015), “la economía feminista es una corriente de pensamiento heterodoxo 

preocupada por visibilizar las dimensiones de género de la dinámica económica y sus 

implicancias para la vida de las mujeres” (p. 30). Es decir, es una mirada alternativa a la 
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corriente económica hegemónica que se concentra en explicar el funcionamiento del mercado 

y la asignación óptima de los recursos, despreocupado de las desigualdades, concretamente 

las de género.  

En ese sentido, la economía feminista se presenta como una corriente que se enfoca en la 

necesidad de incorporar el análisis de las relaciones de género desiguales, como variables 

fundamentales en el estudio del funcionamiento económico, así como de la diferente posición 

que tienen hombres y mujeres “como agentes económicos y sujetos de las políticas 

económicas” (C. Rodríguez, 2015, p. 31).  

Este enfoque se presenta como una crítica a los paradigmas económicos tradicionales, los 

cuales tienen un sesgo androcéntrico en la forma en la que se entienden los conceptos, las 

categorías y los marcos de análisis.  

Críticas anti-patriarcales sobre la economía 

Los economistas neoclásicos impusieron modelos que se basan en la idea de la “familia” 

como una unidad que es central y neutral, en donde las decisiones son tomadas de forma 

armónica, desprovistas de conflicto (Benería, 1999). Por su parte, los economistas liberales 

degradan completamente el trabajo de subsistencia al nivel de actividad “antieconómica” o 

“improductiva”, de la misma forma que no consideran al trabajo doméstico no remunerado 

como un trabajo. De esta manera, han propuesto que las mujeres deben emanciparse a través 

de “proyectos generadores de ingresos”, que no son más que acciones para incorporar a las 

mujeres en la lógica del mercado, sin importar sus intereses y necesidades (Federici, 2013a).  

Por otro lado, asumen que la división sexual del trabajo es una acción racional producto de 

la necesidad de “maximizar” los ingresos familiares por medio de la “especialización” (roles) 

(Benería, 1999). La economía feminista les debate su forma de racionalizar los roles de 

género, lo cual ha servido para justificar y profundizar la desigualdad genérica, tal como 

señala Cristina Carrasco (2006),  

Cuando los economistas mostraron interés por el estudio de la familia y la 

distribución del trabajo entre sus miembros, utilizaron para el análisis de la 

producción doméstica y las actividades de cuidados, las mismas herramientas 

conceptuales y epistemológicas desarrolladas para el análisis del comportamiento 

en el mercado; sin tener en cuenta que se trata de actividades con objetivos 
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absolutamente diferentes que no responden al mismo aparato conceptual y 

epistemológico (p.2).  

Según Benería (1999), dentro de la corriente marxista, si bien se profundiza sobre los 

términos de dominación y subordinación, esto no implicó cuestionar críticamente las 

relaciones de poder desiguales provocadas por la especialización en la división del trabajo; 

tampoco implicó cuestionar los roles de género ni valorizar el trabajo doméstico. Carrasco 

(2006) señala que bajo la perspectiva marxista, el análisis de los fenómenos referentes a 

grupos en conflicto se hace “sin referencia a las intenciones o percepciones de los individuos 

particulares, [lo que] conduce a que los comportamientos aparezcan más bien rígidamente 

determinados por la estructura social con poca capacidad de opción personal” (p. 13).  

En dicho contexto, surgió la economía feminista como un esfuerzo por cuestionar los 

modelos convencionales que se basan en supuestos androcéntricos, para introducir variables 

concernientes al género y de esta manera, profundizar sobre el mercado de trabajo, la familia 

y el desarrollo económico. Algunos de los supuestos más cuestionados han sido el del 

“hombre económico” y aquellos ligados al funcionamiento del mercado (Benería, 1999).  

Más allá de estos aspectos, según Rodríguez (2015) esta perspectiva no solo tiene un carácter 

descriptivo de la realidad, sino que tiene un importante potencial transformador: 

(…) la economía feminista tiene como una preocupación central la cuestión 

distributiva. Y en particular se concentra en reconocer, identificar, analizar y 

proponer cómo modificar la desigualdad de género como elemento necesario para 

lograr la equidad socioeconómica. En este sentido, la economía feminista es un 

programa académico pero también político (p.32). 

Dicha construcción de premisas económicas ha permitido el desarrollo de dos marcos 

conceptuales que resultan de especial importancia para la presente investigación. El primero 

de ellos es el modelo de negociación, el segundo es la economía de los cuidados. 

Modelos de negociación 

Bina Agarwal (1997), pionera de los estudios sobre el acceso de las mujeres a la tierra en el 

Sureste de Asia, ha incursionado profundamente en la perspectiva de la economía feminista. 

La autora plantea que las relaciones de poder entre géneros se constituyen a partir de 

elementos no solo materiales sino también ideológicos. En ese sentido, no solo se expresan 

en la división sexual del trabajo sino también en las ideas y representaciones en cuanto a las 
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habilidades, actitudes, deseos, personalidad y comportamiento entre hombres y mujeres. 

Estas relaciones de género se ven además atravesadas por otras estructuras de la jerarquía 

social como la clase o la raza. 

La autora explica que, a lo interno de la disciplina de la Economía, se ha criticado el modelo 

unitario de familia, en donde se asume que todas las decisiones son tomadas en total acuerdo, 

por un jefe de hogar altruista, con el fin de maximizar las utilidades en el hogar. Ante estas 

críticas, la Teoría de Juegos ha tenido un papel fundamental como teoría alternativa a dicho 

modelo, en donde se toman en cuenta las diferencias entre las preferencias individuales y la 

complejidad alrededor de la toma de decisión en los hogares. Si bien esta teoría no fue creada 

desde la perspectiva de género, resulta un insumo importante para el desarrollo de la 

economía feminista (Agarwal, 1997).  

A pesar de esto, los modelos de la Teoría de Juegos se quedan cortos al explicar las dinámicas 

dentro del hogar, desde el enfoque feminista. Asumen las interacciones como una forma de 

“regatear” (bargaining) y no toman en cuenta otros factores como la desigualdad de género. 

Al mismo tiempo, no se toma en cuenta factores fuera del hogar, como las políticas públicas 

e instituciones, las cuales pueden afectar directamente lo que se discute en las familias 

(Agarwal, 1997).  

En ese sentido, una primera propuesta desde la economía feminista sirve para re-interpretar 

los modelos económicos utilizados para el estudio de la toma de decisión a lo interno de los 

hogares. Concretamente, Deere y León (2000) parten de las premisas de Agarwal (1997) para 

explicar la importancia de la tenencia y control efectivo de la tierra para las mujeres. Según 

estas autoras, siguiendo a Agarwal (1994) la “posición de resguardo” (fall-back position) de 

una mujer en el ámbito rural está mayoritariamente relacionada con los siguientes elementos: 

(1) la propiedad y el control de los bienes económicos, principalmente la tierra; (2) el acceso 

al empleo o bien otras formas de generación de ingresos; (3) el acceso a los recursos 

comunales (por ejemplo los bosques o las tierras dedicadas a la ganadería); (4) el acceso al 

apoyo social externo (contar con redes de apoyo); (5) el acceso a apoyo estatal o de programas 

no gubernamentales.  

En ese sentido, las autoras parten de la premisa de que el poder de negociación está 

relacionado directamente con la capacidad de una mujer de satisfacer sus necesidades de 
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subsistencia fuera del hogar. No obstante, estos factores pueden variar según el contexto y 

las condiciones concretas de cada situación.  

Es decir, el modelo propuesto por la economía feminista permite comprender que el poder 

de negociación (“regateo” o bargaining) está determinado por cuestiones de género, en donde 

el acceso a los recursos de subsistencia resulta esencial. Este poder de negociación se puede 

estudiar no solo a lo interno de las decisiones en los hogares, sino también en las comunidades 

y con el Estado. En otras palabras, este poder se manifiesta en diferentes escalas, según 

Agarwal citada por Deere y León (2000), 

Las luchas de las mujeres individuales para adquirir una parte de la tierra familiar 

requerirían también luchas interrelacionadas por fuera del hogar, como las luchas 

por legitimar la necesidad de la mujer de tener un derecho independiente a la tierra 

y de movilizar apoyo económico, social y político para su causa [de manera tal que] 

las diferencias de género en el poder de negociación en el interior del hogar están, 

por consiguiente, ligadas al poder de negociación por fuera del hogar, con la 

comunidad y el Estado (p. 33-34).   

 

La economía de los cuidados 

Una segunda propuesta central para la economía feminista es la visibilización del trabajo de 

las mujeres (doméstico, de cuidados y asalariado). Para esto, esta perspectiva realiza una 

crítica a la economía como una esfera “autónoma” que ha definido los límites de aquello que 

se puede contabilizar, relegándolo únicamente al empleo. Estas fronteras han dejado por 

fuera al trabajo que se realiza en el hogar, como el cuido de las personas, los oficios del hogar 

y la preparación de los alimentos, tareas fundamentales para la reproducción de la vida y el 

bienestar familiar. El estudio del “trabajo de los cuidados” permite ver relaciones que no se 

expresan únicamente en términos de “competencia” o “cooperación” sino que deben ser 

analizados desde otras ópticas (Carrasco, 2006).  

A partir de la expansión de las fronteras de lo que puede ser considerado como parte de la 

economía, es posible estudiar otros fenómenos que afectan desigualmente a las mujeres: el 

uso del tiempo, el trabajo parcial (temporal), la precarización del trabajo, las recesiones 

económicas, la segregación ocupacional, la subcontratación, la brecha salarial, la 

feminización de la pobreza, entre otros. Tal como se mencionó en la contextualización, estos 

son precisamente algunas de las características del empleo en el sector agroindustrial.  
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Según señala Rodríguez (2015), esta perspectiva 

(…) ha venido dando cuenta de los determinantes de la menor y peor participación 

laboral de las mujeres, de la existencia de brechas de género en los ingresos 

laborales, de procesos de segregación de género horizontal (por rama de actividad) 

y vertical (por jerarquía de las ocupaciones), de concentración de las mujeres en 

diferentes espacios de precariedad laboral y desprotección social (p.34).  

En ese sentido, la economía feminista plantea un análisis que contempla diferentes espacios 

que son importantes al estudiar la situación de las mujeres. Bajo este enfoque, se entiende 

que no es posible conocer los problemas en el mercado de trabajo si no se toman en cuenta 

las “restricciones y condiciones familiares y la actuación de las políticas sociales”. Es por 

esto que se hace imperante analizar la “esfera familiar”, la “esfera mercantil” y la “esfera 

pública” (Carrasco, 2006, p. 17).   

Estos estudios también han permitido conceptualizar el valor del trabajo doméstico, por 

medio de la introducción del concepto “economía de cuidados”. Este ha sido un aporte 

polémico, debido a que pone sobre la mesa el hecho de que mientras el trabajo femenino no 

remunerado no esté incluido en el Producto Interno Bruto (PIB) de un país, éste no será 

valorado (Carrasco, 2006). Como respuestas, se han propuesto iniciativas para “contabilizar 

el trabajo de las mujeres” por medio de la incorporación de estas labores a las cuentas 

nacionales, así como el surgimiento de las encuestas del uso del tiempo en América Latina 

(Esquivel, 2011).  

La “economía de los cuidados” es entendida como aquellas “actividades y prácticas 

necesarias para la supervivencia cotidiana de las personas en la sociedad en que viven” (p.36) 

en donde se encuentra el autocuidado, el cuido directo de otras personas, la provisión de 

condiciones que permitan realizar dicho cuido (labores domésticas, por ejemplo) y la gestión 

del cuidado. A partir de esta conceptualización, se busca visibilizar la importancia de este 

trabajo en el marco de una sociedad capitalista, así como las implicaciones directas que tiene 

sobre las mujeres (C. Rodríguez, 2015). 

Los modelos de negociación y la economía de los cuidados resultan premisas esenciales al 

proponer la necesaria visibilización de las mujeres campesinas como sujetas políticas, cuyo 

trabajo en el hogar y en el campo ha sido desvalorizado en la esfera familiar, mercantil y 

estatal. Según han señalado diversas autoras mencionadas, uno de los principales problemas 



43 

 

que enfrentan las mujeres en cuanto al control efectivo sobre la tierra es que en muchas 

ocasiones su poder de decisión sobre dicha propiedad está atado a un control masculino, 

ejercido por alguno de los hombres de su familia o de su comunidad.  

Los postulados del modelo de negociación permiten entender que este tipo de situaciones son 

juegos de poder que se dan en las esferas más íntimas, en donde no todos los actores tienen 

iguales condiciones de poder para decidir y actuar.  

Según CENAGRO (2015), para el caso de Costa Rica, son las mujeres productoras quienes 

controlan la mayoría de espacios productivos que no son fincas. Es decir, están 

mayoritariamente a cargo de unidades muy pequeñas como uno o dos animales o bien huertas 

en el hogar. Precisamente, estas pequeñas unidades forman parte de la economía de los 

cuidados, debido a que representan un insumo importante para la supervivencia y el 

autoconsumo de las familias. Sin embargo, tal como lo plantea la economía feminista, estas 

labores muchas veces no son contabilizadas de manera que sea visible el aporte femenino. 

Cuidar lo común: «política en femenino» 
 

Los insumos de la economía feminista permiten analizar los fenómenos de la economía desde 

una perspectiva que toma en cuenta el género. Para lograr este cometido, se comprende que 

el análisis de los fenómenos económicos ha sido históricamente construido desde una visión 

androcéntrica que ha omitido las relaciones de poder como una categoría analítica. 

Precisamente, esta forma de producir conocimiento, ha ignorado el valor de las acciones 

cotidianas de las comunidades en la organización de estrategias para garantizar la 

reproducción de la vida frente a diversos procesos de despojo.  

Retomando a Federici (2013) y Gutiérrez (2015), se plantea que el capitalismo y el 

patriarcado, como fenómenos que actúan de manera conjunta, se han concentrado 

exclusivamente en generar procesos de acumulación de capital por medio de la destrucción 

de diferentes formas de vida. Por ejemplo, esto es notorio en las transformaciones sufridas 

en el sector agropecuario en América Latina, en donde las desigualdades en el acceso a la 

tierra han repercutido en el despojo de los medios de subsistencia de la agricultura campesina, 

lo que afecta mayoritariamente a las mujeres. Composto y Navarro (2014) explican esto de 

la siguiente manera: 
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Desde la perspectiva de Silvia Federici (2010), los regímenes de propiedad comunal 

han dotado a las mujeres de márgenes mayores de acción, porque ante el escaso o 

nulo reconocimiento de sus derechos sobre la tierra, lo común ha resultado 

fundamental como espacio de producción y de sociabilidad. De ahí que lo común, 

históricamente, haya estado relacionado con las economías de cuidado o de sustento 

en las que el papel de la mujer ha sido central (Shiva, 2006: 25). Es entonces que, el 

cercenamiento de lo común, implica necesariamente el debilitamiento de lo 

femenino y su capacidad de proporcionar apoyo y sustento a las actividades 

comunitarias. En cierto modo, los conflictos socio-ambientales y la recreación de 

una política comunitaria antagónica al capital van revelando la capacidad productiva 

de las mujeres más allá de lo reproductivo, incluso con intervenciones inéditas y 

claramente en espacios que tradicionalmente habían sido dominados por los 

hombres (p.67) 

 

Ante dichos procesos, las autoras explican que las comunidades y concretamente las mujeres 

han organizado diversas estrategias para subvertir las relaciones de dominación que viven, 

así como defender los recursos comunes disponibles. Estas acciones cotidianas, entendidas 

en el horizonte de lo comunitario-popular, tienen por objetivo la garantía de la reproducción 

de la vida, que no necesariamente tiene como fin la acumulación de capital que además es 

patriarcal.  

En este sentido, Gutiérrez (2015) habla de «política en femenino» para refererise a una forma 

específica de lo político que no es estado-céntrica ya que no busca necesariamente ocupar el 

Estado y tampoco se dedica a la acumulación del capital. Por el contrario, la política en 

femenino es un término que logra visibilizar el compromiso con la defensa de lo común, 

desde las esferas de la reproducción de la vida, espacio que ha sido entendido como “no 

productivo” desde la perspectiva androcéntrica capitalista.  Esta forma está relacionada con 

la “producción, defensa y ampliación de condiciones para la reproducción de la vida en su 

conjunto” (Gutiérrez, 2015, p. 126).  

La política en femenino es entendida como un lenguaje y no como un modelo, es decir, se 

comprende como “un conjunto articulado de deseos y anhelos compartidos, de compromisos 

y prácticas colectivas” (p. 127). En este sentido, en la presente investigación resulta 

interesante leer los procesos organizativos de las mujeres en dicho lenguaje, con el objetivo 

de develar expresiones de la política en femenino.  
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Además, con el fin de comprender mejor estas discusiones sobre las lógicas de producción 

de lo común frente a la acumulación de capital en el espacio rural, se presenta la ecología 

política feminista como una perspectiva que permite entretejer varios de los puntos que se 

han mencionado hasta ahora.  

Entender las relaciones de poder desde la ecología política feminista 
  

La ecología política es una propuesta teórico-práctica que busca analizar los procesos de 

“significación, valoración y apropiación de la naturaleza” que no son resueltos por “la 

valoración económica de la naturaleza ni por la asignación de normas ecológicas a la 

economía”. En este sentido, se estudian los “conflictos socio-ambientales” generados por los 

diferentes significados e intereses de los actores en cuanto a la naturaleza (Leff, 2003, p. 19).  

Estos conflictos hacen referencia a disputas ecológico-distributivas en donde existen 

diferentes “lenguajes de valoración” con respecto al “acceso a los beneficios” que 

proporcionan los recursos naturales. Esto tiene relación con el ejercicio del poder, las lógicas 

de acumulación y el papel de los saberes populares en cuanto a la naturaleza (Alimonda, 

2012).  

Según Obando (2017), esta perspectiva resulta importante desde un punto de vista 

politológico, debido a que permite entender “las estructuras de poder del Estado 

costarricense, en tanto éste condiciona la apropiación y producción del espacio pero también 

la constitución de contrapoderes sociales” (p. 42). Es decir, permite analizar cuál es el papel 

del Estado en cuanto a la regulación y distribución de los costos y beneficios del espacio 

natural, así como las resistencias que los grupos sociales pueden oponer a dichas acciones, 

generalmente en el estudio de los conflictos y disputas en este sentido.  

Por su parte, Rocheleau, Thomas-Slayter y Wangari (1996) realizan una interesante 

propuesta conceptual que toma aportes de diversas perspectivas que se han concentrado en 

el tema de género, ambiente y desarrollo, para concebir una ecología política feminista desde 

un enfoque interdisciplinario. A grandes rasgos, adopta y critica postulados del 

ecofeminismo, el ambientalismo feminista, el feminismo socialista, feminismo 

posestructuralista y ambientalista. También, se inscribe dentro de los aportes de los estudios 
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de la ecología política, la ecología cultural feminista, la geografía feminista y la economía 

política feminista.  

Concretamente, este marco conceptual se concentra en las preocupaciones desde la ecología 

política, en donde se les da énfasis a los procesos de toma de decisiones, así como el contexto 

económico, político y social en el que se desarrollan las políticas ambientales. En ese sentido, 

se destaca un interés por la distribución desigual del acceso a los recursos y los factores que 

permean el control de éstos, como la clase o la etnia (Rocheleau et al., 1996).  

Desde la ecología política feminista, a estas consideraciones se introduce la variable de 

género, con el fin de analizar críticamente el acceso y control de los recursos ecológicos. Se 

considera que la variable de género interactúa también con la clase, la cultura y la raza. En 

este sentido, se pretende incorporar una perspectiva feminista a la ecología política. Según 

Diana Ojeda (2011):  

El estudio de sujetos marcados por género – que, como se ha dicho, opera 

conjuntamente con ejes de diferenciación y dominación como raza, etnicidad y clase 

– apunta a una mejor comprensión de la manera en la que los procesos hegemónicos 

de producción de la naturaleza son implementados, negociados y contestados (p.70).  

Esto está relacionado con el interés de desafiar la producción hegemónica de la ciencia en la 

naturaleza y el conocimiento situado sobre el “desarrollo” y lo “sostenible”, que segmenta el 

conocimiento en dominios separados: el hogar, el hábitat y el trabajo, en donde se normaliza 

que las mujeres se queden en la casa mientras que los hombres se encargan del trabajo 

productivo y el hábitat que lo rodea (Rocheleau, 1995).  

La ecología política feminista adopta del ecofeminismo, la idea de que existe un paralelismo 

en las relaciones de dominación y explotación que se entretejen entre sociedad/naturaleza y 

hombre/mujer, en donde las degradaciones ambientales afectan mayoritariamente a las 

mujeres, al haber sido excluidas del conocimiento y el trabajo con la naturaleza. Los procesos 

de “modernización” en miras del “desarrollo” y el “progreso” en los países, han provocado 

desastres y deterioros ambientales que tienen efectos diferenciados para las mujeres, quienes 

también han comenzado a ser las protagonistas de las protestas ambientalistas (Shiva & Mies, 

1993).  
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Sin embargo, se distancia de aproximaciones más filosóficas como las que plantea el 

ecofeminismo, debido a sus sesgos esencialistas (asignar ciertas características concretas 

ligadas al sexo, tanto a hombres como a mujeres, en su relación con la naturaleza). Al 

contrario, la ecología política feminista plantea discusiones más profundas en torno al poder. 

Es decir,  se parte de la idea de que existen diferencias de género “reales y no imaginadas, en 

las experiencias de la naturaleza, en las responsabilidades y los intereses relacionados a ella 

(…) pero [se entiende] que esas diferencias no tienen sus raíces per se en la biología” (p.343) 

sino que son producto de interacciones históricas, sociales, culturales y políticas (Rocheleau 

et al., 1996).  

En este sentido, desde la crítica feminista ecologista se han planteado preguntas como ¿quién 

controla y determina el manejo de los recursos, la calidad del ambiente y la definición de un 

ambiente sano? En donde las respuestas necesariamente pasan por el cuestionamiento 

factores como género, poder, recursos y desarrollo económico. Se parte del hecho de que 

existen mandatos y términos de control permeados por el género, sobre los elementos, los 

procesos, la dirección y el impacto de los cambios en el ambiente, y sobre la distribución de 

los impactos producto de dichos cambios (Rocheleau et al., 1996).  

Desde la ecología política feminista, es posible cuestionar los modelos androcéntricos que 

han controlado el conocimiento, el manejo y las formas de relacionarse con el ambiente y los 

recursos naturales. De esta manera, se plantea que la tenencia de la tierra, su control y su uso 

es también una cuestión de relaciones desiguales de poder, en donde los factores como el 

género, la etnia y la raza son cruciales. La tierra encierra otra serie de elementos que también 

son permeados por el poder, como la distribución de impactos, derechos y responsabilidades 

(Rocheleau et al., 1996).  

Otras preguntas que se plantea esta corriente permiten también estudiar fenómenos más 

estructurales que también afectan la relación entre las mujeres y la tierra, por ejemplo “¿cómo 

es que las decisiones y acciones sobre el uso de los recursos naturales en ámbitos locales se 

relacionan con las fuerzas y procesos estructurales e institucionales que operan a niveles 

nacionales, regionales y globales?” (p.50). Como la pobreza, el impacto de las políticas de 

ajuste estructural, las crisis económicas, los virajes en el modelo del agro, entre otros. 

Asimismo, permite explorar las respuestas ante estos eventos, como los movimientos 
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ecologistas de mujeres o el aumento de la participación política de mujeres desde 

organizaciones locales o de base (Poats, Sánchez, & Tzonkowa, 2007).   

A manera de amarre  

La economía feminista y la ecología política feminista resultan dos perspectivas teóricas 

complementarias para poder estudiar los procesos organizativos de las mujeres rurales en 

torno al acceso, uso y control de la tierra y su relación con el empoderamiento. Ambas 

propuestas permiten comprender procesos estructurales como la acumulación de capital, el 

despojo, las dinámicas territoriales, los mecanismos de exclusión y las relaciones de poder al 

mismo tiempo que permite estudiar su relación con dinámicas más locales en escalas más 

pequeñas, desde una mirada interseccional que comprende conjuntamente el género, la etnia 

y la clase.  

En este sentido, desde la economía feminista y la ecología política feminista, se pretende 

profundizar sobre la intervención del Estado capitalista y patriarcal respecto a las mujeres 

rurales en la política agraria y por lo tanto, su acción u omisión ante la brecha de género en 

el acceso a la tierra. Asimismo, permite registrar y comprender las respuestas organizativas 

de las mujeres ante dichas formas de intervención, entendidas como expresiones de formas 

de lo político más autónomas y que no están mediadas necesariamente por la acumulación 

capitalista. Esto con el fin de profundizar sobre la relación entre la tenencia, uso y control de 

la tierra y el empoderamiento para los casos concretos de estudio. 

La puesta en práctica de los planteamientos teóricos expuestos implica necesariamente un 

marco metodológico que permita explorar los diferentes espacios de vida cotidiana de las 

mujeres, entendiendo que no son solamente objetos de estudio sino esencialmente sujetas. 

Es decir, demanda un proceso participativo en donde la investigadora no se dedique a extraer 

información de las mujeres, sino que se enfoque en construir los datos de manera conjunta.   

Aspectos metodológicos 
 

En esta sección se presenta el tipo de investigación y las técnicas de recolección y 

sistematización de la información utilizadas en el marco de este estudio. 

 



49 

 

Enfoque y metodología 

 

Se trata de una investigación de tipo cualitativa, la cual es definida como un esfuerzo por 

encontrar “descripciones muy detalladas sobre personas, situaciones, eventos, interacciones 

y comportamientos que son observables, respetando e incorporando lo que las o los 

participantes de la investigación dicen, piensan y sienten así como sus experiencias, actitudes, 

creencias y reflexiones” (Delgado, 2012, p. 199). 

Asimismo, es una investigación de tipo descriptiva, debido a que se busca mostrar, 

caracterizar y especificar las propiedades importantes de determinadas personas, grupos y 

fenómenos. En este caso concreto, se pretende estudiar el fenómeno del empoderamiento 

femenino y su relación con el derecho a la tierra, por medio de la caracterización de los 

grupos de mujeres y sus procesos organizativos. Para esto, el estudio busca registrar, medir 

y evaluar un conjunto de aspectos relevantes en diferentes dimensiones o escalas de análisis 

(V. Fernández, 2006). 

A nivel epistémico, se encuentra dentro de la corriente fenomenológica, debido a que se 

concentra en recuperar experiencias personales y colectivas sobre las percepciones que tienen 

diferentes actores acerca de la realidad. Precisamente, este enfoque epistemológico es 

paraguas de diversos estudios feministas, debido a que permite reflexionar y comprender los 

fenómenos alrededor de las relaciones de poder, la subordinación y la opresión de las mujeres 

(Ríos, 2012). Además, la fenomenología aporta algunas técnicas de investigación que 

resultaron útiles para aproximarse al objeto de estudio, las cuales se mencionan más adelante.  

Más concretamente, esta propuesta se enmarca en lo que a nivel de investigación académica 

se conoce como estudios de género debido a que la perspectiva de género es un elemento 

central que permea todos los aspectos de la labor investigativa. Según Maribel Ríos (2012), 

estos estudios implican tener una visión que reconoce la existencia de un conjunto de ideas, 

representaciones y creencias socialmente asignadas entre hombres y mujeres. Es decir, se 

trata de entender que dicha distinción de roles provoca una “participación diferenciada, 

jerárquica y desigual dentro de las instituciones sociales, políticas y económicas” (p. 189). 

Tal como señala la autora,  
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Los estudios de género se centran, entonces, en los y las sujetos, y en la manera en 

que la cultura capitalista patriarcal expresa las diferencias entre ellos; es decir, en la 

construcción de condiciones culturales simbólicas y subjetivas responsables de la 

reproducción de ciertas ideologías de poder y opresión, generalmente de los 

hombres hacia las mujeres (…) [además] develan que las instituciones sociales —

transmisoras de la educación, cultura, valores, normas— así como la ciencia y las 

humanidades —productoras de conocimiento— comportan un sesgo de género 

(p.189).  

Como se ha mencionado, la presente investigación es de carácter participativa, ya que 

involucra directamente a las mujeres que forman parte del objeto de estudio, de manera que 

se consideran también como protagonistas de la producción de conocimiento. Se trata de una 

investigación que, como otros estudios feministas, plantea la necesidad de generar 

transformaciones. Estos planteamientos tienen el objetivo de propiciar ciertos niveles de 

conciencia sobre las situaciones de dominación, tanto en la investigadora como en las 

participantes. Es un proceso de introspección colectiva en donde es posible “conocer, 

comprender y mejorar” algunas de las condiciones que afectan concretamente a las mujeres 

(Delgado, 2012, p. 207).  

Según Delgado (2012), la investigación participativa parte de tres métodos centrales:  

a) En primer lugar, una de las formas más importantes de recolectar información es por 

medio de la oralidad, lo cual permite registrar la “voz propia” de sujetos que han sido 

excluidos o marginados, como es precisamente el caso histórico de las mujeres. Para 

esto, se realizaron entrevistas semiestructuradas grupales, entrevistas individuales a 

profundidad y talleres participativos con las mujeres integrantes de las agrupaciones 

de estudio.  

b) Otro método esencial es la observación sistemática, la cual permite comprender el 

contexto en el que se llevan a cabo las relaciones de poder entre los diferentes actores 

en un determinado espacio, en este caso se trata de las dinámicas territoriales locales. 

Para ello, se realizaron entrevistas con actores locales y con funcionarios(as) de 

instituciones estatales encargados del área de género.  

c) Un tercer método es la búsqueda, revisión y análisis de documentos, que permitan 

comparar y contrastar la información recogida desde la oralidad y la observación, así 

como profundizar sobre las discusiones más estructurales sobre el objeto de estudio. 
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Para este cometido, se analizaron investigaciones sobre la temática, se consultaron 

noticias de prensa, documentos oficiales y otras fuentes documentales.  

Finalmente, una característica central para la aplicación de dichos métodos es la empatía en 

la convivencia entre investigadora y personas participantes. Es decir, es fundamental que 

quien investiga sea consciente de su propia condición de género y posición de poder en la 

sociedad (Delgado, 2012, p. 208).  

Técnicas de investigación 

 

Cabe resaltar que la realización del trabajo de campo de esta investigación fue financiada por 

la Vicerrectoría de Investigación y el Programa Kioscos Socio-ambientales para la 

Organización Comunitaria de la Vicerrectoría de Acción Social de la Universidad de Costa 

Rica. Gracias a su aporte económico se cubrieron los viáticos de la investigadora, los 

materiales para los talleres y la impresión de los folletos de devolución de la información. 

 

a) Revisión documental 

Según Ander-Egg (1995), la revisión documental es un instrumento que tiene el propósito de 

obtener datos e información que puedan ser relevantes para un objeto de estudio. Implica 

recopilar, examinar críticamente y comparar fuentes. Para esta investigación, se tomaron en 

cuenta documentos escritos (fuentes históricas, informes y estudios, archivos oficiales, 

prensa y documentos estadísticos).  

Un resultado derivado de la revisión documental es la herramienta de “análisis de entorno” 

el cual se constituye como los factores y fuerzas que tienen una influencia en la toma de 

decisiones, capacidad de respuesta y alternativas de acción. Por ejemplo, se revisan aspectos 

como la normativa vigente, los actores locales presentes, la presencia de las instituciones 

estatales y demás factores que pueden afectar directamente el objeto de estudio (Abarca, 

Alpízar, Sibaja, & Rojas, 2013, p. 280).  
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b) Entrevistas 

• Entrevista a profundidad 

La entrevista a profundidad es una técnica muy común en los enfoques fenomenológicos y 

también en los estudios de género, como parte de la importancia que se le otorga a la narrativa 

oral. Concretamente, resulta útil para conocer aspectos que pueden develar la presencia de 

relaciones de dominación vividas por las mujeres a lo largo de sus vidas. Por ejemplo, según 

Ríos (2012), la pregunta “¿cómo se maneja el dinero en tu casa?” puede mostrar relaciones 

de poder desiguales a lo interno de los núcleos familiares, al analizar la forma en la que se 

decide sobre la distribución de los gastos e ingresos del hogar.  

Para esta investigación, se hizo uso del empathetic interviwing que según Abarca et al. (2013) 

se conoce como el rapport o se traduce como “entrevista empática”. Este tipo de 

acercamiento “favorece la ubicación histórica y contextual de la persona que es entrevistada” 

(p. 109-110) y se distancia de criterios de neutralidad, debido a que remite a una forma que 

vínculo y complicidad que se puede desarrollar entre investigadora y persona entrevistada, 

de manera que exista mayor entusiasmo en la interacción.  

Algunos de los temas tratados en las entrevistas a profundidad con las mujeres integrantes de 

las agrupaciones de estudio fueron su trayectoria de vida, su familia, su acceso a empleo y 

recursos comunales, redes de apoyo, su participación en el grupo y sus percepciones, 

aspiraciones y opiniones sobre asuntos grupales y personales. Para ampliar más sobre la guía 

de preguntas utilizada, consultar Anexo N° 2.  

Cuadro 1 Matriz de mujeres entrevistadas a profundidad 

Agrupación  Integrante  Fecha y lugar 

Asociación de Mujeres 

Productoras de Tilapia 

de Caño Negro 

Denis García 5 de octubre de 2018 

Caño Negro, Caño 

Negro, Los Chiles, 

Alajuela 

Celina Espinoza 

Leonor Ocón 

Esmeralda Rodríguez 

Asociación de Mujeres 

Productoras Orgánicas 

de Nueva Esperanza  

Simona Mairena 6 de octubre de 2018 

Nueva Esperanza, 

Caño Negro, Los 

Chiles, Alajuela 

Hilda Borge 

Evelia Pineda 

Fuente: Elaboración propia 
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• Entrevista semiestructurada  

Se trata de una técnica en donde se realizan preguntas abiertas a la persona entrevistada, en 

ausencia de estándares formales. Concretamente, se realizaron entrevistas semiestructuradas 

focalizadas, las cuales se definen como una interacción social concentrada en una lista de 

tópicos que son relevantes para el problema de investigación (Abarca et al., 2013).  

En cuanto a la selección de las personas a entrevistar para el uso de dicha técnica, según 

Olivé et al. (2002) en el marco de la investigación de carácter participativo, resulta esencial 

realizar entrevistas con actores que estén involucrados en los procesos políticos que afectan 

directamente a la población de estudio, debido a que puede facilitar la realización de un 

diagnóstico sobre el tema. Algunos de los objetivos de aplicar dicha técnica con estos actores 

tienen que ver con la posibilidad de (1) obtener información sobre el territorio o la 

problemática de estudio (2) conocer las percepciones que se tienen sobre el poder local y los 

grupos organizados.  

En este sentido, se realizaron entrevistas con las y los funcionarios encargados de la temática 

de género en las instituciones estatales pertinentes para la investigación, de cara al estudio de 

la intervención estatal en la inclusión de las mujeres en la política agraria a nivel nacional. 

Asimismo, se realizaron entrevistas a nivel local, con actores comunitarios clave para 

comprender la historia y dinámicas de poder en Caño Negro y su relación con los grupos de 

estudio. Para ampliar más sobre la guía de preguntas utilizada para las entrevistas con 

instituciones estatales, consultar Anexo N° 3, para las entrevistas con actores locales, 

consultar Anexo N° 4.  

Cuadro 2 Matriz de actores institucionales y locales entrevistados 

Tipo de actor Puesto o actividad a la que se dedica  Fecha y lugar 

Nacional-

Estatal 

Encargada de Género del Ministerio de 

Agricultura y Ganadería 

23 de abril de 2018, Oficinas 

Centrales MAG Sabana Sur, 

San José 

Encargada de Género del Instituto de 

Desarrollo Rural  

14 de mayo de 2018, Oficina 

Nacional de Semillas, San 

José [Entrevista grupal] Consultora para investigación con 

enfoque de género del Instituto de 

Desarrollo Rural 
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Encargado de Género de la Secretaría 

Ejecutiva de Planificación Sectorial 

Agropecuaria  

Director de la Fundación Nacional de 

Clubes 4-S 

23 de abril de 2018, Oficinas 

Centrales de Consejo 

Nacional de Clubes 4S, San 

José 

Local-

Comunitario 

Marlene Sequeira, Presidenta de la 

Asociación de Desarrollo de Caño 

Negro y fundadora de la Asociación de 

Mujeres de San Antonio de Caño Negro 

31 de agosto de 2018, Caño 

Negro, Caño Negro, Los 

Chiles, Alajuela 

Clarys Reyes, fundadora de la 

Asociación de Mujeres de Caño Negro 

5 de octubre de 2018, Caño 

Negro, Caño Negro, Los 

Chiles, Alajuela 

Hugo Quesada y Xenia Solís, socios de 

la Asociación de Pequeños Productores 

de Nueva Esperanza, Caño Negro

  

21 de julio de 2018, Nueva 

Esperanza, Caño Negro, Los 

Chiles, Alajuela 

Zobeidi Avilés, expobladora de Jomusa 

y exsocia de la Asociación de Mujeres 

Productoras Orgánicas de Nueva 

Esperanza 

21 de julio de 2018, Nueva 

Esperanza, Caño Negro, Los 

Chiles, Alajuela 

Rebeca Bustos expobladora de Jomusa 

y exsocia de la Asociación de Mujeres 

Productoras Orgánicas de Nueva 

Esperanza 

21 de julio de 2018, Nueva 

Esperanza, Caño Negro, Los 

Chiles, Alajuela 

Fuente: Elaboración propia  

 

• Entrevista grupal 

Siguiendo a Olivé et al. (2002), el principal objetivo de una entrevista grupal o de un grupo 

de discusión es generar procesos de auto-reflexión y movilización en torno a las identidades, 

representaciones y relaciones en su entorno, desde una interacción colectiva. Para el 

desarrollo de esta técnica, se requirió de un espacio que pudiese fomentar el diálogo 

horizontal; además, la investigadora tomó un rol de moderadora, de manera que pudiese guiar 

las conversaciones en torno a ciertos temas claves para el estudio.  

Se realizaron dos entrevistas grupales con cada organización de mujeres, en las cuales se 

trabajó mediante una técnica semi-estructurada. En la primera de ellas se aplicó la técnica de 

“línea de tiempo” en donde se ilustró mediante papelógrafos los principales hitos en los 

procesos organizativos de las mujeres, a partir de preguntas generadoras contestadas de forma 
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grupal. En la segunda entrevista se exploró sobre la tenencia, uso y control de la tierra en 

relación con sus procesos organizativos mediante preguntas generadoras. Para ampliar la 

información sobre el uso de estas técnicas en las entrevistas grupales, consultar Anexo N° 5. 

Cuadro 3 Matriz de participantes de las entrevistas grupales 

Agrupación  Integrantes5  Fecha y lugar Técnicas  

Asociación de 

Mujeres Productoras 

Orgánicas de Nueva 

Esperanza  

Simona Mairena 27 de enero de 

2018 y 30 de 

agosto de 2018, 

Nueva Esperanza, 

Caño Negro, Los 

Chiles, Alajuela 

 

 

- Línea del tiempo 

- Discusión a partir de 

noticias impresas 

sobre la historia de 

Jomusa y la 

conformación del 

asentamiento 

campesino 

Hilda Borge 

Evelia Pineda 

Marjory 

Rodríguez 

Melisa Palma 

Asociación de 

Mujeres Productoras 

de Tilapia de Caño 

Negro 

Denis García 28 de enero de 

2018 y 22 de julio 

de 2018, Caño 

Negro, Caño 

Negro, Los 

Chiles, Alajuela 

- Línea del tiempo 

- Discusiones a partir 

de preguntas 

generadoras 

Celina Espinoza 

Leonor Ocón 

Esmeralda Calero 

Dunia Robles 

Sandra Cruz 

Leticia Chamorro 

Fuente: Elaboración propia   

 

c) Talleres participativos 

Según Cano (2012) el taller en los procesos de educación popular hace referencia a “la 

integración del trabajo manual con el trabajo intelectual, la reunión de personas trabajando 

en torno a una tarea común, la transformación colectiva de una situación, y la creación 

colectiva de una nueva forma o producto” (p. 33). Un taller concebido desde esta perspectiva 

implica entonces un dispositivo de trabajo con grupos y además una metodología que busca 

alcanzar objetivos previamente establecidos mediante técnicas muy variadas que permitan la 

construcción colectiva para la transformación.  

En el marco de esta investigación se desarrollaron dos talleres, uno diferenciado para cada 

grupo de mujeres y un segundo diseñado para trabajar con ambos grupos. El primer taller se 

realizó a mitad del período de trabajo de campo, consistió en planificar una actividad manual 

                                                 
5 Las mismas integrantes se repiten en la aplicación de los talleres participativos. 
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escogida por las participantes, que permitiera establecer un espacio seguro y de confianza 

para conversar mientras se practica la manualidad.  

Para el primero, AMPONE escogió producir abono y sembrar hortalizas en su parcela, 

mientras que ASOPROTIL decidió hacer colgantes tejidos para plantas. Como investigadora, 

asumí el rol de facilitar el espacio del taller, pero durante su desarrollo realicé una 

observación participante, de manera que fue posible generar conversaciones sobre las 

temáticas relevantes al tiempo que entre todas las mujeres practicamos la actividad manual. 

Además, esta modalidad de taller fue apreciada por las participantes, debido a que les 

permitió tener un espacio para compartir más allá de sus reuniones usuales, practicando 

actividades cercanas a su cotidianeidad, sus gustos e intereses. El segundo taller se realizó en 

la etapa final del trabajo de campo y consistió en un “Encuentro de Mujeres de Caño Negro” 

en donde las mujeres de ambas agrupaciones participaron de varias actividades de reflexión 

y construcción colectiva sobre género y empoderamiento en los diferentes espacios de sus 

vidas cotidianas. Para ampliar más información sobre estos talleres, consultar Anexo N° 6. 

Cuadro 4 Matriz de talleres participativos 

Agrupación Taller Fecha y lugar Descripción 

Asociación de 

Mujeres 

Productoras 

Orgánicas de 

Nueva Esperanza 

Taller de 

siembra de 

hortalizas 

21 de julio de 2018, 

parcela de las 

mujeres, Nueva 

Esperanza, Caño 

Negro, Los Chiles 

Se hizo abono orgánico y se 

sembraron semillas de 

hortalizas en almácigos  

Asociación de 

Mujeres 

Productoras de 

Tilapia de Caño 

Negro 

Taller de 

tejido de 

colgantes 

para plantas  

30 de agosto de 2018, 

salón de la Iglesia 

Evangélica, Caño 

Negro, Los Chiles 

Se aprendió sobre la técnica 

de tejido en macramé y se 

puso en práctica para la 

creación de colgantes para 

plantas. 

Ambas 

Encuentro de 

Mujeres de 

Caño Negro 

17 de noviembre de 

2018, Rancho 

Poponjoche, Caño 

Negro, Los Chiles 

Se realizaron actividades dos 

de reflexión sobre la 

perspectiva de género y los 

procesos organizativos y se 

presentó la devolución del 

material generado a partir de 

la investigación. 

Fuente: Elaboración propia 
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Cabe destacar que un factor importante de la planificación de los talleres participativos es 

que, al plantear una estructura más flexible, permite incorporar aspectos como el cuido de las 

y los niños que están a cargo de las mujeres, de manera que esta labor de cuido no sea un 

impedimento para que las mujeres puedan participar plenamente en el taller. En este sentido, 

en ambos talleres se procuró generar estrategias para incluir a las y los niños sin que esto 

pudiese afectar las discusiones desarrolladas entre las mujeres y la investigadora. 

d) Análisis de los datos del trabajo de campo  

Posterior al trabajo de campo, se realizó un exhaustivo análisis e interpretación de los datos 

obtenidos. Para este cometido, se realizaron dos actividades descritas por Dabenigno (2017, 

pp. 24-30). En primer lugar, la transcripción de las entrevistas: se trata de registrar de forma 

escrita los intercambios, preguntas, respuestas e información general contextual obtenido por 

medio de una conversación de tipo entrevista. De dicha transcripción, se seleccionaron citas 

claves de los relatos y entrevistas con las personas participantes, que permitiesen ahondar en 

las explicaciones.  En segundo lugar, los informes de giras: se realizaron informes por cada 

gira de trabajo de campo realizado, de manera que se pudiese registrar, de forma resumida, 

los principales detalles (lugar, fecha, participantes) así como líneas generales de 

observaciones, hallazgos y preguntas generadoras para próximas giras.  

e) Devolución de la información  

Ortiz y Borjas (2008) en su estudio sobre el aporte del autor Fals Borda a la educación 

popular, mencionan que es esencial la “devolución sistemática a los participantes de lo que 

se va avanzando en el conocimiento de la situación en la que están involucrados los 

educadores-investigadores” porque de esta forma, la investigación puede adquirir también 

una función pedagógica. Aquello que es aprendido debe ser expresado mediante una 

devolución que puede utilizar diferentes lenguajes tales como cómics, audiovisuales, 

documentos descriptivos y explicativos, dependiendo del nivel de desarrollo político y 

necesidades de los grupos participantes (p. 618).  
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En este sentido, asumiendo este compromiso que plantea la puesta en práctica de ejercicios 

de educación popular, se diseñó e imprimió un juego de folletos ilustrativos6 sobre cada 

grupo, según la información recolectada en el proceso de investigación. Este folleto puede 

ser utilizado por las mujeres como carta de presentación a la hora de concursar por proyectos 

o bien a nivel personal, como recuerdos sobre los aprendizajes y momentos vividos en la 

organización.  

                                                 
6 Varios folletos fueron entregados a las agrupaciones de mujeres durante el “Encuentro de Mujeres de Caño 

Negro” para su lectura conjunta. Es un material impreso de 5,5x8,5 pulg. que contiene una descripción de cada 

agrupación, información sobre sus respectivas comunidades, datos sobre sus proyectos productivos, una línea 

de tiempo organizativa y una mención sobre las fortalezas y desafíos que actualmente enfrentan; además 

contiene fotografías y citas de las entrevistas.  
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Imagen 1.1., 1.2., 1.3. y 1.4. Talleres participativos con ASOPROTIL y AMPONE 
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Capítulo II La inclusión subordinada de las mujeres rurales en la 

política agraria  

 

El presente capítulo plantea una reflexión de la historia agraria costarricense en clave 

feminista, con el fin de develar algunos de los mecanismos institucionales de exclusión, 

inclusión y control de las mujeres en los diferentes espacios de la vida rural y su relación con 

los procesos de acumulación de capital en el campo. En una primera parte, se presentan 

algunas de las tendencias de políticas públicas en esta materia en América Latina. 

Posteriormente, se hace un análisis de la forma en la que estas tendencias se han expresado 

para el caso de Costa Rica.  

La delimitación temporal de este capítulo inicia en 1949 hasta la actualidad; la escogencia 

del punto de inicio del período responde al hecho de que la década de los cincuentas y los 

sesentas representan un momento clave en materia de regulación de la propiedad con fines 

agropecuarios en América Latina y concretamente para Costa Rica7. Se identificaron seis 

períodos, marcados por los diferentes enfoques en la intervención estatal en materia de 

política agraria y políticas dirigidas hacia las mujeres.  

El principal hallazgo de este capítulo es que la política agraria devela una inclusión 

subordinada8 de las mujeres, que ha respondido al interés de transformar la tierra en una 

mercancía. Esta inclusión subordinada ha tenido poco impacto en el mejoramiento de las 

                                                 
7 En 1942 se creó el Ministerio de Agricultura y Ganadería y a lo interno de éste se abrió la Oficina de 

Colonización y de Distribución de la Tierra. En 1949 se creó una comisión legislativa con representantes del 

Ministerio de Agricultura y otros, como primer intento de implementar una reforma agraria. En 1961 se llevó a 

cabo la Conferencia de Punta del Este, en donde se establecieron las bases para la creación de la Alianza para 

el Progreso, cuyo objetivo principal era la promoción de reformas agrarias en los países latinoamericanos con 

el apoyo del Gobierno de Estados Unidos. En dicho contexto, se creó en Costa Rica el Partido Agrario, el cual 

aglutinó a diferentes grupos de campesinos que comenzaron una invasión de tierras, lo cual generó presión en 

las instituciones para regularizar la situación, por parte de los terratenientes; en 1961 se promulgó la Ley de 

Reforma Agraria y se creó el Instituto de Tierras y Colonización (ITCO) (Seligson, 1979). 
8 “Inclusión subordinada” es un término que utiliza Ana Patricia Huertas (2015) al estudiar el acceso de las 

mujeres a los programas de distribución de tierra en Guatemala. La autora afirma que dicho acceso ha estado 

históricamente condicionado por factores como el estado civil, la conyugalidad y la maternidad, de manera que 

no se reconocen los derechos de las mujeres a la tierra sino prioritariamente el de las figuras masculinas en sus 

núcleos familiares.  
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condiciones de vida de las mujeres rurales, debido a que, entre otras razones, las instituciones 

han instrumentalizado el lenguaje de género, reduciendo su potencial transformador.  

Tendencias de política pública en el agro y su relación con las mujeres en 

América Latina 
 

En América Latina, mientras que algunas políticas en materia agropecuaria fueron neutrales 

en cuanto al género, otras presentaron diferencias explícitas mediante la división sexual de 

los beneficios asociados a la distribución de la tierra. Sin embargo, tanto las políticas 

neutrales como aquellas con distinción fueron sistemáticamente discriminatorias hacia las 

mujeres (M. León, 1993).  

Esto ocurrió principalmente porque la distribución de la tierra fue asumida por las 

instituciones estatales como patrimonio familiar, de manera que la participación de las 

mujeres en los procesos agrarios no estuvo relacionada necesariamente con su condición de 

productoras o campesinas, sino a partir de la ausencia o presencia de una figura masculina: 

se les incluyó según su posición como madres solteras, viudas, esposas o convivientes (A. 

Castillo, 2015). 

Esta posición subordinada responde al enfoque predominante de política pública dirigida 

hacia las mujeres en América Latina desde los cincuentas hasta los setentas, el trickle down 

o “teoría del goteo”. Según este paradigma, las mujeres eran vistas como sujetos pasivos del 

desarrollo, es decir, se sostenía que las mujeres podían ser beneficiadas a lo interno de las 

estructuras familiares, de forma casi automática, mediante la implementación de políticas 

dirigidas al beneficio de los hombres (M. León, 1993; Moser, 1999). 

Por su parte, las reformas agrarias latinoamericanas fueron impulsadas en gran medida por 

los intereses geoestratégicos de Estados Unidos mediante la Alianza del Progreso. La 

asistencia estadounidense para que los países incursionaran en programas de distribución de 

la tierra estaba ligado a la idea de que los movimientos revolucionarios se podrían 

desmovilizar si el problema de la desigualdad y la pobreza rural eran atendidos. Asimismo, 
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la reforma pretendía aumentar la productividad de la tierra9 y de forma paulatina modernizar 

la agricultura, mediante el fortalecimiento de la clase campesina con tierra (Deere, 1987). 

Estos objetivos fueron alcanzados mediante la puesta en práctica de una serie de instrumentos 

disciplinares tendientes a controlar a la clase campesina, en donde la subordinación de las 

mujeres jugó un papel importante para este cometido. La intervención estatal en el campo no 

solo se concentró en la asignación de parcelas sino también en el desarrollo de programas de 

asesoramiento productivo, planes de vivienda y planes sociales. Dentro de estos, los 

proyectos de “mejoramiento del hogar” buscaban establecer una división sexual del trabajo 

a lo interno de la familia campesina, en donde las mujeres debían transformar sus prácticas 

de cocina, higiene y administración del hogar. En este sentido, la reforma agraria funcionó 

como una “policía de la familia”10, es decir, como un conjunto de tecnologías políticas 

dirigidas sobre el cuerpo, la salud, las formas de alimentación, de vivienda y las condiciones 

de vida de las familias, inscritas dentro de lo que Foucault (1979) ha denominado como la 

“biopolítica11” (Yie Garzón, 2015).  

Estas formas de hacer política se pueden leer en la idea predominante de que la población 

campesina e indígena debía ser incorporada a la sociedad moderna mediante la aplicación de 

una reforma agraria y a la vez social. Las reformas no se orientaron únicamente a cambiar el 

esquema de distribución de la tierra, sino que además implicaron una transformación 

ideológica del campesinado, que pasaba por transformar los cuerpos y las subjetividades (Yie 

Garzón, 2015).  

La “policía de la familia” en las reformas agrarias latinoamericanas denota “una relación 

bastante estrecha entre las formas de disciplinar el cuerpo individual, de controlar el cuerpo 

social y la forma como la modernidad se estableció” (Pedraza Gómez, 2004, p. 9), en donde 

                                                 
9 Las políticas de reforma agraria en América Latina se enfocaron en la sustitución del sistema de haciendas en 

la agricultura, ya que había probado ser ineficiente, principalmente porque los latifundios tendían a infrautilizar 

la tierra en comparación con la productividad de los minifundios (Kay, 1995).  
10 Donzelot (1979) acuñó este término al estudiar una serie de estrategias estatales desplegadas en Francia 

durante el siglo XVIII orientadas a la transformación de los comportamientos educativos a lo interno de los 

hogares. 
11 Biopolítica hace referencia al conjunto de formas de gobierno enfocadas en la educación disciplinaria del 

cuerpo individual y su relación con el control y regulación de la población (Pedraza Gómez, 2004). 
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los roles y responsabilidades asociados a las mujeres rurales fueron esenciales para la 

reproducción de dicha transformación cultural y disciplinamiento social.  

Tras esta primera parte de la reforma agraria en América Latina, nació durante los setentas 

el enfoque denominado Desarrollo Rural Integrado. Este nuevo acercamiento institucional se 

concentró en el desarrollo de planes de crédito, asistencia técnica e infraestructura en los 

asentamientos, colonias y comunidades formadas a partir de los programas de distribución 

de tierra, con el fin de aumentar la productividad en la producción. Dicho enfoque se enmarcó 

en el contexto de la “Revolución Verde” y funcionó como el “sustituto de una verdadera 

reforma agraria”, ya que se sostenía sobre la posibilidad de que el desarrollo agrario 

capitalista y la modernización de la agricultura campesina pudiesen ser dos procesos 

compatibles y además viables (Deere & León, 1987, p. 86). 

En este período, la inclusión subordinada de las mujeres en la política agraria se adaptó al 

enfoque de Mujer en el Desarrollo (MED), una tendencia que asumieron los gobiernos 

latinoamericanos para aumentar la productividad de las mujeres pobres y reconocer su rol en 

la producción mediante la puesta en práctica de pequeños proyectos productivos (Moser, 

1999). 

Este enfoque tenía una intención “antipobreza”, en donde las mujeres fueron incluidas bajo 

la premisa de que a través su participación productiva se podría lograr la reducción de la 

pobreza en los asentamientos rurales. De esta manera, se reconoce su rol productivo, pero 

únicamente en la medida en la que aportan a la escala doméstica. Por ejemplo, durante este 

período se reforzaron las intervenciones estatales en las huertas familiares para la producción 

de alimentos para el hogar, espacios en donde históricamente las mujeres ya han tenido gran 

participación aunque no reconocida anteriormente (Chaney, 1987). 

La profundización del enfoque “antipobreza” ocurrió durante los ochentas, en el contexto de 

la crisis económica en América Latina. Las mujeres fueron incorporadas a la economía 

principalmente como “colchón de la crisis” y esto se hizo visible con la entrada de las mujeres 

al sector informal de la economía. La institucionalidad impulsó la inclusión de las mujeres a 

la dinámica económica mediante proyectos de generación de ingresos destinados a atender 

las necesidades de subsistencia familiar o bien, la promoción de estrategias para el cuidado 

de los niños y el mejoramiento de la salud. La entrada femenina a la fuerza de trabajo fue 
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vista como una forma de compensación ante la carencia de servicios sociales provocados por 

los recortes en los gastos sociales, en el marco del ajuste estructural (M. León, 1993, p. 42).  

El ajuste estructural en el campo implicó también un proceso de cambios a lo interno de las 

familias rurales, quienes han tenido que sortear diferentes formas de subsistencia a través de 

la “pluriactividad” o el “multiempleo”12 (Ver Figura 1).  

Esto ocurre debido a que en los hogares conviven distintas formas de producción y 

reproducción de la vida que no necesariamente están mediadas por relaciones capitalistas, de 

las cuales se nutre el capitalismo agrario. Es decir, la producción de alimentos de 

subsistencia, las labores de cuido en manos de las mujeres y la proletarización del 

campesinado son procesos mediante los cuales se hace posible la “extracción del excedente 

de modos de producción no capitalistas” y consecuentemente, de la acumulación de capital 

(Deere, 1982, p. 12). 

Es mediante la división sexual del trabajo que el capital permite pagar al sector asalariado 

una tasa salarial insuficiente para la reproducción de la vida familiar, labor que las mujeres 

han realizado históricamente de forma no remunerada y que permite sostener esa fuerza de 

trabajo (Deere, 1982). De manera tal que, la inclusión subordinada de las mujeres a la política 

agraria y a las dinámicas económicas ha respondido mayoritariamente a los intereses del 

mercado y no a las necesidades e intereses de género.  

La crisis de la deuda externa durante los años ochenta y la adopción de los programas de 

ajuste estructural implicó un cambio de enfoque hacia la exportación de productos primarios, 

de manera que las economías latinoamericanas pudiesen incorporarse a la economía mundial. 

En este proceso de internacionalización, las agroindustrias han sido actores clave en la 

reconfiguración de la agricultura, al introducir cultivos de exportación en detrimento de la 

producción de cultivos dedicados a la alimentación de las familias campesinas. Estas 

                                                 
12 Según Kay (2007), la pluriactividad y el multiempleo hacen referencia a aquellos “hogares campesinos que 

están involucrándose cada vez más en una variedad de actividades no agrícolas productivas y de servicios en el 

ámbito rural, tales como artesanías, pequeños talleres y microempresas manufactureras, comercio y turismo.” 

Asimismo, “algunos miembros de los hogares familiares trabajan también como jornaleros en empresas 

agroindustriales, obras de construcción de caminos y viviendas, granjas capitalistas y otras actividades. Cada 

vez más mujeres participan en el mercado de trabajo asalariado, especialmente en las nuevas exportaciones de 

productos agrícolas no tradicionales frutihortícolas y florícolas, aunque muy a menudo en forma precaria y con 

salarios mínimos” (p. 33).  
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transformaciones son producto de un proceso de modernización y liberalización de la 

agricultura que se inició a partir de las reformas redistributivas de tierra en América Latina 

(Kay, 1995).  

Figura 1 Estructuras agrarias familiares y trabajo femenino 

 

Fuente: Elaboración propia con base en Arizpe (1986, p. 56). 

En este sentido, las familias rurales han tenido diferentes respuestas en su organización 

interna ante las reconfiguraciones institucionales en el agro. En términos generalizados, la 

participación de las mujeres en las actividades agrícolas se ha profundizado, sin embargo en 

cada hogar las vinculaciones con el mercado son diferentes. En el caso de las “unidades 

familiares campesinas”, la división sexual del trabajo en la agricultura familiar es 

prácticamente imperceptible, ya que las mujeres están asumiendo tareas que usualmente eran 

realizadas mayoritariamente por los hombres. Sin embargo, esto no ha redundado en una 

mayor participación de los hombres en las labores tradicionalmente asignadas a las mujeres 

(Lastarria-Cornhiel, 2006).  

Por su parte, las “unidades familiares dependientes” son aquellas en las que las mujeres han 

salido de sus hogares para trabajar de forma remunerada, usualmente en las grandes empresas 

de productos no tradicionales de exportación. En este espacio, la división sexual del trabajo 

está estrictamente marcada: las mujeres participan mayoritariamente en labores de 

procesamiento y empaque, usualmente de forma temporal y en condiciones de precariedad 

laboral e incumplimiento de derechos (Lastarria-Cornhiel, 2006). 

Unidad familiar campesina

•Vinculada a una
comunidad corporativa o
no- corporativa.

•Las mujeres hacen trabajo
reproductivo, productivo y
comunitario no
remunerado

•La división sexual del
trabajo se rige por criterios
de equilibrio interno de la
mano de obra.

Unidad familiar de 
producción agropecuaria

•Depende del mercado o de
una empresa externa para
cubrir la mayor parte de
sus necesidades

•El trabajo reproductivo y
productivo de las mujeres
se rige por las
fluctuaciones en el
régimen de intercambio de
bienes y recursos con
dichos actores externos a
la unidad familiar.

Unidad familiar 
dependiente

•Su supervivencia se
sostiene enteramente en el
mercado de trabajo

•Las mujeres no solo hacen
trabajo reproductivo en el
hogar sino también de
forma asalariada afuera

•Su actividad laboral está
delimitada por las
condiciones del mercado
laboral
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Durante la década de los ochentas, si bien el surgimiento del movimiento de mujeres en 

América Latina tuvo una importante incidencia en la hechura de políticas públicas para 

promover la equidad, esta ampliación de derechos ocurre en un momento en donde la función 

social del Estado es reestructurada y reducida, tal como afirma León (1993): 

La presencia de un Estado benefactor, que de por sí ha sido muy limitada en la 

región, y cuyo desarrollo incipiente se dio solo en algunos países (especialmente en 

el Cono Sur), es prácticamente inexistente en los modelos neoliberales capitalistas 

que operan actualmente en el conjunto de naciones. La política social que ha tenido 

carácter residual y marginal frente a los planes macro-económicos, agudiza cada vez 

más este carácter, como efecto de la crisis de la deuda que ha azotado a la región en 

la última década. Las restricciones impuestas por las políticas de ajuste traen como 

consecuencia la reducción del gasto social, hipertrofiando su papel residual, con 

limitados beneficios para todos los grupos sociales y con especiales consecuencias 

para las mujeres (p. 41).  

 

Dichas reconfiguraciones en la política agraria vinieron acompañadas de una serie de 

discursos y conceptos asociados al desarrollo, implementados por los gobiernos 

latinoamericanos. Desde los noventas, se han incorporado lenguajes que pretenden renovar 

las estrategias institucionales dirigidas a las zonas rurales, tales como el de género, derechos 

humanos, equidad social, territorialidad, desarrollo sostenible, emprendedurismo y 

competitividad (Martínez & Morales, 2012).  

El enfoque de Mujer en el Desarrollo (MED) fue sustituido por el de Género en el Desarrollo 

(GED). Este último, más que proponer incluir a la mujer en el desarrollo mediante actividades 

productivas (contabilizadas en la economía), enfatiza en las relaciones de género que viven 

las mujeres en los diferentes espacios y su consecuente posición de subordinación frente a 

los hombres (Moser, 1998). Tal como indican Deere y León (2000), 

El análisis de género fue admitido sin mayores problemas por casi todos los 

gobiernos de América Latina, porque era más aceptable desde el punto de vista 

político tratar con el género (definido como mujeres más hombres) que con los 

temas solo de mujeres (…). Pocos gobiernos latinoamericanos tomaron la iniciativa 

con respecto a las necesidades estratégicas de género, y estas inquietudes siguieron 

siendo, en gran parte, dominio del movimiento de mujeres, las ONG y las 

organizaciones internacionales de asistencia para el desarrollo más progresistas. A 

medida que los gobiernos adoptaron el lenguaje de género, también le quitaron gran 

parte de su potencial transformador (pp. 145-146).  
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La adopción del lenguaje de género en la política agraria en los países latinoamericanos se 

hizo visible en la implementación del enfoque de la nueva ruralidad13. Este paradigma toma 

en cuenta la creciente importancia de la pluriactividad de las familias tradicionalmente 

campesinas (diversificación del empleo y de las estrategias de supervivencia), de la 

multifuncionalidad del territorio rural (la economía no es únicamente agrícola) y de los 

nuevos actores sociales presentes (relaciones entre la sociedad, las empresas y las 

instituciones). En la práctica, se trata de un discurso reformista que carece de un análisis de 

clase y de las fuerzas políticas que han dado lugar a dichas transformaciones en los territorios 

rurales, según señala Kay (2009): 

A medida que el enfoque reformista de la nueva ruralidad se fue generalizando, su 

programa se amplió para incluir casi cualquier objetivo de desarrollo imaginable 

perdiendo, así, su enfoque original en los objetivos de desarrollo rural estratégicos. 

Por consiguiente, era de esperarse que las políticas para una nueva ruralidad 

promovieran la descentralización, el desarrollo local, la participación social, la 

igualdad, el empoderamiento de las mujeres, el empleo de los jóvenes, la agricultura 

orgánica, el desarrollo sustentable, la industrialización rural, las cadenas de 

productos agrícolas, las asociaciones agroindustriales, la competitividad y otros 

(p.622).  

De manera que, al prescindir de un análisis de las relaciones de poder que generan las 

políticas públicas, el enfoque de la nueva ruralidad no permite apreciar las limitaciones y 

restricciones impuestas por la globalización capitalista sobre las posibilidades de desarrollo 

de las familias campesinas y la fuerza laboral agrícola. Asimismo, al funcionar como un 

enfoque “paraguas” de objetivos muy diversos, se incluyen el lenguaje de género de forma 

subordinada.  

Finalmente, el breve repaso de las tendencias en América Latina en materia del agro vistas 

en clave feminista permite develar algunas de las formas en las que, a través de los enfoques 

de políticas públicas, las instituciones han incorporado a las mujeres en el proceso de 

                                                 
13 Existe actualmente una comunidad epistémica en torno al estudio de la “nueva ruralidad”, compuesta por 

académicos(as) de diferentes ramas de las Ciencias Sociales, organismos internacionales y organizaciones no 

gubernamentales. Precisamente, el término se popularizó entre las políticas públicas de los gobiernos 

latinoamericanos, bajo la intención de recibir apoyo financiero de la comunidad internacional. Este enfoque se 

dedica a estudiar la reestructuración económica, política y social en el campo, como consecuencia de las 

transformaciones de la globalización neoliberal (Kay, 2009). 
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distribución de la tierra y modernización de la agricultura. En la siguiente sección se analizan 

estos grandes enfoques para el caso concreto de las reformas redistributivas en Costa Rica.  

La inclusión subordinada de las mujeres al agro en Costa Rica 
 

En esta sección se hace un cambio de la escala regional a la nacional. Se presentan algunas 

de las principales acciones institucionales en materia de las mujeres en el agro, las cuales son 

analizadas como mecanismos de inclusión subordinada de las mujeres en la política agraria 

desde la década de los cincuentas. A grandes rasgos, se identifican seis períodos en los cuales 

se han puesto en marcha cuatro grandes enfoques de política pública. La Figura 2 ilustra la 

coincidencia temporal entre las transformaciones en el enfoque de política pública en materia 

agropecuaria, el énfasis puesto sobre las mujeres y la firma de los planes de ajuste estructural; 

cada uno de estos períodos es analizado en los siguientes apartados.  

Figura 2 Evolución de enfoques de política pública en materia de mujeres en el agro 

 

Fuente: Elaboración propia 

 

1949-1969 Control y disciplina de la familia campesina 

 

Mediante la creación del Instituto de Tierras y Colonización (ITCO) en 1961, el incipiente 

Estado Desarrollista buscó institucionalizar el proceso de colonización de tierras como forma 

de atender los conflictos ocasionados por la presión generada a causa de la expansión de la 

frontera agrícola.  La ley de reforma agraria no fue neutral al género, ya que en su articulado 
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presenta una distinción de género explícita sobre ciertos beneficios de la distribución de la 

tierra.  

Esta diferenciación es más notoria en el Artículo 68, que indica la posibilidad de adjudicación 

de una parcela a “la esposa” del parcelero, en caso del abandono injustificado de éste. Sin 

embargo, esto solo bajo la condición de que la mujer cumpliese con una serie de criterios 

asociados a la capacidad técnica y experiencia previa en trabajos agrarios (Art. 62) 

(Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 1961).  El sistema de puntaje para 

seleccionar a los potenciales beneficiarios resultó ser más favorable para los jefes de hogar, 

padres de más de un hijo y con experiencia agrícola, en detrimento de las mujeres (Deere & 

León, 2000).  

En la práctica institucional, la aplicación de esta normativa se tradujo en una discriminación 

sistemática de las mujeres a las parcelas otorgadas por el entonces ITCO. Esto se evidencia 

en el hecho de que entre 1963 y 1988, de las personas beneficiadas por la asignación de tierras 

en asentamientos campesinos tan solo un 13,39% fueron mujeres, lo que representa un 

19,55% del total de hectáreas adjudicadas (Madden, 1992). 

En la dinámica familiar, la ley abonó a la construcción del ideario de la familia campesina 

tradicional, entendida como un modelo biparental en donde la posición del jefe de hogar 

estaba asociada de forma casi indiscutible al hombre, quien es considerado como el 

representante de los intereses de toda la familia y la persona encargada del manejo de los 

recursos familiares (Blanco, 1997).  

Mediante la adjudicación de la tierra al jefe de familia y la división sexual del trabajo a lo 

interno del hogar, la reforma agraria se aseguró no solo de poner a trabajar la tierra ociosa, 

sino también de moldear la vida privada de los hogares del campesinado. Además de la 

distribución de tierras, las instituciones encargadas del agro pusieron en marcha una serie de 

programas dirigidos a cambiar social y culturalmente las prácticas campesinas, tal como se 

mencionó en el apartado anterior, una especie de “policía de la familia” aplicada con el fin 

de modernizar el agro, pasando por los cuerpos y costumbres de las mujeres.  

Uno de los programas institucionales que más llama la atención en este sentido para el caso 

costarricense es “Clubes 4S y Amas de Casa” un proyecto que nació en 1949 en el área de 
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Extensión Agropecuaria del entonces Ministerio de Agricultura e Industria. Su propósito fue 

“elevar el nivel de vida de la familia rural mediante la participación activa de los jóvenes y 

amas de casa, en un programa integral, que favorezca el desarrollo de la finca, el hogar y la 

comunidad rural” (Baldizán & Cruz, 1987, p. 88).  

Mediante este programa, mientras que los hombres recibían capacitación y recursos técnico-

financieros para el trabajo de la tierra, las mujeres recibían talleres en manualidades (costura, 

tejido y bordado), mejoramiento del hogar y nutrición aplicada (Ver Imagen 2). Cabe destacar 

que estos clubes de mujeres tenían menos apoyo financiero, menos estructuración y menos 

capacidad operativa en el seno de la institución, en comparación con otros proyectos 

(Baldizán & Cruz, 1987). 

Tal como señala un documento de memoria de los Clubes 4S, “se les indicó a las señoras el 

valor del huerto casero, la importancia de un régimen alimenticio balanceado utilizando las 

hortalizas producidas por ellas mismas (…) se establecieron proyectos de limpieza y arreglo 

de desagües, patios, solares, baños y lavaderos; estableciéndose así una buena relación entre 

limpieza y salud”. Estas capacitaciones las ejecutaban funcionarias llamadas “asistentes del 

hogar” (Chavarría, 2015).  

Imagen 2 Socia de “Amas de Casa” participando en una práctica de cocina 

 

Fuente: Recuperada de “Reseña Histórica Clubes 4S 1949-1980” de Chavarría (2015) 
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Incluso, desde la década de los cincuentas el MAG contaba con una revista institucional 

llamada “La Carreta” en donde se publicaban periódicamente recetas de cocina, indicaciones 

útiles para la economía doméstica, administración del hogar, y cultivos para la huerta 

familiar, todos dirigidos hacia las mujeres del campo (IICA, 1980). 

De manera que, el período inicial de la reforma agraria en Costa Rica estuvo marcado por 

una política de control y disciplina, enfocada no solamente en evitar levantamientos 

revolucionarios ante los conflictos por la tierra, sino también en transformar y modernizar 

las prácticas campesinas. Para este último aspecto, el control sobre los cuerpos y costumbres 

de las mujeres asociadas a sus labores de reproducción de la vida en los hogares campesinos 

resultó sumamente importante. Mientras que, en una segunda etapa de la reforma, la inclusión 

subordinada de las mujeres está determinada por su vinculación a la economía según los 

intereses desarrollistas.  

1970-1981 El desarrollo rural integrado 

 

En Costa Rica, a finales de los años sesenta entró en crisis el modelo de “colonización” para 

dar paso al enfoque de “desarrollo rural integrado”. El ITCO había ofrecido soluciones 

coyunturales para resolver conflictos por la tierra, sin atacar los problemas estructurales que 

afectaban a las familias campesinas, a pesar de que hubo “intentos marginales de que la 

fundación de colonias estuviese acompañada por la presencia de un soporte técnico y 

crediticio” para dichas familias. Ante esto, el ITCO replanteó su estrategia y estableció el 

programa Asentamientos Campesinos a partir de 1970, como una iniciativa para, no solo 

solucionar problemas de invasiones, sino también para fomentar la agrupación de los 

productores “para obtener algunos servicios o penetrar en mejores condiciones de mercado” 

(Picado, 2005, pp. 166-167).  

En este sentido, la creación de la Federación de Cooperativas Agropecuarias y Servicios 

Múltiples (FEDEAGRO) funcionó como una instancia para brindar apoyo y asesoramiento 

en mercadeo, lo cual en la práctica se tradujo en la formación de “empresas comunitarias de 

autogestión” aglutinadas y controladas desde el Estado (Martínez & Morales, 2012; Picado, 

2005, p. 167).   
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En 1975 se introdujo un concepto a este nuevo enfoque en el seno del ITCO, mediante el 

programa “Regiones de Desarrollo” que inició durante la administración de Daniel Oduber 

y se mantuvo hasta finales de los noventas. Bajo este programa, se crearon doce regiones de 

desarrollo en donde se invirtió en infraestructura, salud, educación, compra de cosechas, 

asistencia técnica, vivienda y crédito. Si bien el objetivo primordial de la intervención estatal 

fue beneficiar a los pequeños propietarios mediante cooperativas, programas de salud, 

asignaciones familiares, crédito, entre otras, en la práctica institucional se desplegaron 

mecanismos que fomentaron el “desarrollo del capitalismo en el campo costarricense, cuyo 

efecto directo es la proletarización de ese pequeño campesino” (Martínez & Morales, 2012, 

p. 106).   

El cambio en el enfoque no presentó avances sustantivos para los derechos de las mujeres en 

cuanto al acceso, uso y control de la tierra. El Desarrollo Rural Integrado incorporó de forma 

subordinada a las mujeres desde su rol de madres-esposas, a pesar de que a nivel internacional 

las discusiones sobre los derechos de las mujeres en otros ámbitos caminaban muy de prisa14.  

Durante los setentas, no solo fue posible notar un aumento en la asalarización masculina sino 

también femenina: la tasa de participación de las mujeres en la mano de obra rural pasó del 

8% en 1963 al 20% en 1979. Sin embargo, la mayoría del empleo femenino se concentró en 

actividades no agropecuarias relacionadas con el sector servicios. En 1973 solo el 2% del 

empleo femenino se observa en el sector primario, con un aumento al 6% en 1981. Estos 

porcentajes resultan bajos en comparación con el resto de países de la región, como por 

ejemplo Perú, país que en 1981 contaba con un 24,9% de PEA femenina laborando en 

agricultura (Ramírez, 1985). 

                                                 
14 En 1975 la ONU declaró la “Década de la Mujer” (1975-1985), que fue la antesala de la Convención sobre 

la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), firmada en 1979. Estos 

esfuerzos fueron fruto de la presión generada por diferentes sectores de mujeres alrededor del mundo14. En 

nuestro país, esto se tradujo en la apertura de la Oficina de Programas para la Mujer y la Familia, adscrita al 

Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes y sin capacidades operativas. Además, destaca el surgimiento de 

tres movimientos feministas durante este período, el Movimiento de Liberación de la Mujer, quien puso en la 

discusión el tema del aborto; el grupo Ventana, que publicó la primera revista feminista costarricense; y 

finalmente fue fundado el Centro Feminista de Información y Acción (CEFEMINA), quien también publicó 

una revista y se dedicada al apoyo de organización de mujeres (Johnny Mora, 2013). 
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En cuanto al sector cooperativista, según Mora (2013), la mujer jugó un papel importante, 

sobre todo aquellas con experiencia en organizaciones sociales, como una forma de encarar 

el impacto de la crisis económica que inicia a finales de los setentas. Sin embargo, cabe 

señalar dos aspectos sobre la participación de las mujeres en las cooperativas. En primer 

lugar, si bien las mujeres formaron parte de las cooperativas desde su creación, entre 1979 y 

1998 no representaron más del 30% de los cargos del plenario del Consejo Nacional de 

Cooperativas y es hasta 1999 que alcanzaron el 37,9%. En segundo lugar, la participación de 

mujeres cooperativistas en las zonas rurales se registró mayoritariamente en aquellas 

cooperativas de crédito y ahorro o ligadas al sector de servicios, no en cooperativas de 

actividades agropecuarias.   

Según el autor, en las pocas cooperativas agrícolas en donde se identifica la participación de 

la mujer durante la década de los ochentas, ésta tenía que ver con la resolución de necesidades 

básicas asociadas a la inminente crisis económica, y no a un cambio en la cultura campesina 

respecto al género. Por ejemplo, para el caso de las cooperativas cafetaleras, las instituciones 

impulsaron acceso al crédito para pequeñas empresas cooperativas y ante esto, de forma 

estratégica, las familias dividían las grandes fincas, de manera que las mujeres estaban 

encargadas de administrar un pedazo de esa finca, eran asociadas a la cooperativa y recibían 

el crédito. Sin embargo, según señala Mora (2013),  

(…) efectivamente, la mujer recibía los adelantos correspondientes como 

productora, pero ese dinero iba a parar a los bolsillos de su esposo, por lo que muy 

pocas mujeres optaron por participar en los organismos de dirección de estas 

cooperativas (…) en este caso, claramente, la participación productiva de la mujer 

no representó un salto cualitativo en su posición dentro del sector cooperativo (p. 

60). 

En este sentido, el desarrollo rural integrado logró ampliar la oferta de servicios 

agropecuarios ofrecidos a las familias campesinas, sin embargo la incorporación de las 

mujeres a dichos servicios fue desde una posición subordinada, que no implicó 

necesariamente una ampliación de sus derechos. La extensión de los servicios está asociado 

a las condiciones de empobrecimiento en los asentamientos campesinos, las cuales se 

profundizan durante el período de crisis económica.  

 



74 

 

1982-1989 Las mujeres como el colchón de la crisis económica 

 

Dos acontecimientos históricos marcan este período, el cambio del Instituto de Tierras y 

Colonización al Instituto de Desarrollo Agrario (IDA) y la crisis de la deuda latinoamericana. 

El 29 de marzo de 1982 se creó el IDA con el fin de consolidar el proceso de “reordenamiento 

agrario”, para así atender las problemáticas en los asentamientos campesinos y brindar mayor 

estabilidad económica a la institución (Inder, 2018). Este “reordenamiento” corresponde a 

una restructuración estatal profunda, en donde se pretendía estimular la producción 

agroindustrial no tradicional de exportación, así como la reconversión productiva de unidades 

campesinas.  

Según Mora (1989) A nivel del sector agropecuario, la Administración Monge Álvarez 

(1982-1986) introdujo el programa “Volvamos a la Tierra” cuyo objetivo principal tenía que 

ver con la industrialización del agro con miras a la exportación, mediante el aumento de la 

productividad del campesinado con tierra. Siguiendo el enfoque de Desarrollo Rural 

Integrado introducido durante los setentas, el IDA se encargaría no solo de asignar tierras y 

formar asentamientos campesinos sino también de brindar infraestructura, apoyo en gestión 

empresarial, crédito rural, conservación de los recursos naturales y seguridad alimentaria. La 

continuación de este programa se presentó con otro nombre durante la administración, 

también liberacionista, Arias Sánchez (1986-1990): “Agricultura para el Cambio”. Este 

proyecto planteaba profundizar el proceso de modernización del agro, mediante la inyección 

de recursos provenientes de organismos internacionales.   

En este período se visualiza una mayor expansión de la política pública en materia del agro 

a nivel regional. Precisamente, la Región Huetar Norte fue paulatinamente incluida a la lógica 

nacional de desarrollo mediante la promoción institucional del proceso de colonización de 

tierras, la dotación de servicios públicos y el impulso a la actividad agro-ganadera a través 

de la formación de cooperativas. Sin embargo, esta regionalización se caracterizó por operar 

mediante una lógica periférico-dependiente, al funcionar como “válvula de escape” (p. 35) a 

la creciente conflictividad por el acceso a la tierra en el país, es decir la expansión de la 

frontera agrícola. De esta forma, la RHN se convirtió en un espacio desigualmente 

distribuido, entre la fragmentación minifundiaria de familias parceleras y la expansión de 
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grandes extensiones de tierra dedicadas a monocultivos no tradicionales de exportación, 

primeramente la naranja y más tarde la piña (A. León, 2015). 

En este contexto de reorientación del agro, las mujeres en la política pública jugaron un rol 

importante. Sin embargo, esto no ocurrió necesariamente por una inclusión de la 

preocupación de género en el quehacer político, sino precisamente a causa de la crisis 

económica y la modernización agraria enfocada hacia la exportación. Las mujeres fueron 

incorporadas a la economía principalmente como “colchón de la crisis”. En términos de León 

(1993), en este período las mujeres en América Latina cumplieron una “función de 

amortiguamiento que con la extensión del trabajo productivo y reproductivo responde a las 

restricciones fiscales del modelo económico. El papel que la mujer cumple en la 

sobrevivencia, se define como un componente fundamental en la deuda social” (p. 42).  

Según Martínez y Morales (2012), en esta etapa el enfoque de desarrollo rural tenía por 

objetivo “explotar económicamente las zonas rurales del país mediante la promoción de 

actividades desligadas de la reproducción de unidades campesinas. Por ejemplo, se planteaba 

la instalación de centros de maquilas regionales, la explotación de recursos forestales, el 

aumento de la inversión en actividades turísticas, entre otras” (p. 121).  

Por ejemplo, en 1984 la Fundación Nacional de Clubes 4S estableció una alianza con el INA 

y el MEP para crear el Programa de Maquila “Mujeres en Acción”. Este programa promovió 

la incorporación de los clubes rurales femeninos a la confección de uniformes escolares para 

los estudiantes de primaria de todo el país, como un trabajo remunerado. Se registraron 

aproximadamente 65 grupos de mujeres con una producción de 40 000 uniformes al año. Sin 

embargo, las mujeres no contaban con un salario fijo, sino que recibían una baja paga por 

cada pieza terminada y además, sus contratos eran “intermitentes” o temporales (Baldizán & 

Cruz, 1987).  

La entrada de las mujeres al mercado laboral es lo que se conoce como el fenómeno de 

“feminización del trabajo”, caracterizado por funcionar en condiciones de incumplimiento 

de derechos laborales, tanto en el sector agrícola, como el de industria y servicios. Cabe 

destacar que para 1984 el 60% de las mujeres asalariadas recibían menos que el salario 

mínimo (Madden, 1992). 
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Una segunda forma de intervención estatal que devela una inclusión subordinada de las 

mujeres en la vida económica es a partir de la promoción de grupos femeninos con el objetivo 

de generar ingresos alternativos para las familias empobrecidas. Precisamente las primeras 

organizaciones de mujeres en el distrito de Caño Negro se formaron con dicho propósito, 

impulsadas por instituciones estatales como el MAG, el MINAE y el IDA. Sobre esto se 

amplía en el siguiente capítulo.  

La feminización del trabajo agrícola y el surgimiento de grupos de mujeres con proyectos 

productivos generadores de ingresos tiene relación con las diferentes estrategias de 

supervivencia de las familias campesinas ante un escenario de ajuste estructural, tal como se 

mencionó en el apartado anterior. Esta reestructuración del agro estuvo contradictoriamente 

acompañada por un discurso de “desarrollo sostenible” en donde las instituciones han 

incorporado el lenguaje de género y equidad, sin cuestionar las condiciones estructurales que 

afectan la vida de las mujeres rurales. Tras el ajuste estructural, la función social del Estado 

se ha venido reduciendo, lo cual tiene implicaciones directas sobre la posibilidad de 

implementar políticas públicas que busquen ampliar los derechos de las mujeres.  

1990-1998 Las contradicciones del desarrollo sostenible  

 

Durante la década de los noventas, destacan dos grandes enfoques de desarrollo, el Desarrollo 

Sostenible y Género en Desarrollo. La Administración Figueres Olsen (1994-1998) adoptó 

el enfoque de “Género, Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible”, impulsado por diferentes 

reuniones y conferencias internacionales que se llevaron a cabo durante este período. En esta 

misma administración se promulgó la Ley de Reconversión Productiva, la cual vino a 

concretar un proceso de transformación profunda del agro ya iniciado durante la 

Administración Calderón Fournier (1990-1994) (Chinchilla et al., 2000).  

Según señalan Morales y Martínez (2012), en este período “se consolida el estilo de 

desarrollo neoliberal; en un primer momento, con la firma de los PAE y posteriormente, con 

la negociación y entrada en vigencia de los primeros Tratados de Libre Comercio bilaterales 

y multilaterales” (pp. 123-124), lo cual se tradujo en la reestructuración y modernización 

institucional. En el agro, estuvo dirigida a mejorar la competitividad, para así lograr su 

inserción en el mercado internacional. Concretamente, para el IDA esto significó un recorte 
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y reacomodo de sus funciones, que llevó a priorizar sus acciones en una lista de 230 

Asentamientos Prioritarios.  

En este contexto de transformación neoliberal y consecuentemente, de reestructuración de 

las instituciones agropecuarias, se abrieron nuevos espacios para la promoción de los 

derechos de las mujeres rurales. Sin embargo, esto ocurre en un momento donde la función 

social del Estado ya es limitada. Precisamente, la ampliación del acceso de las mujeres a la 

tierra ocurre en un momento político en donde cada vez es más difícil acceder a la tierra para 

uso campesino, esta es una de las principales contradicciones del modelo político-económico 

de este período. Tal como afirma León (1993) sobre América Latina, “la política pública para 

la mujer en el conjunto de países de transición o de profundización de la democracia, se da 

dentro de una coyuntura contradictoria: al tiempo que se abren espacios, se limita y restringe 

su contenido” (p. 40).  

En 1984, funcionarias del IDA y del MIDEPLAN llevaron a cabo un primer espacio de 

discusión institucional sobre la situación de la mujer rural, titulado “Taller Nacional sobre 

la participación de la mujer campesina en actividades productivas del sector primario” en 

donde se debatió sobre la discriminación legal y la reproducción de los patrones culturales 

que han limitado el acceso de las mujeres a la tierra (Madden, 1992).  

En este mismo período, las “asistentes del hogar” encargadas de coordinar los Clubes 4S de 

mujeres, comenzaron a generar discusiones en el seno del MAG, respecto a la necesidad de 

mayor presupuesto, para que todos los clubes pudiesen desarrollar proyectos productivos y 

que las manualidades pudiesen ser comercializadas por las mujeres. Sin embargo, estas 

demandas no fueron acogidas por los funcionarios en la directiva de la institución y el 

programa no obtuvo mayor apoyo financiero ni operativo (Baldizán & Cruz, 1987).  

En 1994 se crearon las Oficinas Ministeriales y Sectoriales de la Mujer, como parte del 

Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y la Familia. En el Instituto de Desarrollo 

Agrario, se formalizó el Programa Mujer y Familia, con el objetivo de brindar apoyo a las 

mujeres rurales en el acceso a la tierra (Ver Imagen 3).  
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Imagen 3 Revista institucional del IDA “Mi Parcela” Ano N°1, 1995 

 

Fuente: material fotocopiado de la sección de Archivo de INDER, San José  
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Las discusiones promovidas por funcionarias de instituciones y movimientos feministas se 

tradujeron en la promulgación de una ley histórica en materia de acceso de las mujeres a la 

tierra: la Ley de Promoción de Igualdad Social de la Mujer, promulgada en marzo de 1990. 

Se trata de la primera vez que en América Latina una legislación estipula una medida 

proactiva para atacar la discriminación. Esta normativa estableció la obligación de que toda 

propiedad inmueble (tierra y vivienda) otorgada mediante programas de desarrollo social, 

debía inscribirse a nombre de ambos cónyuges en caso de matrimonio, y a nombre de las 

mujeres en caso de unión de hecho (Deere & León, 2000). 

Dicha ley planteó la posibilidad de la co-propiedad de parejas casadas y un modelo de 

discriminación positiva en caso de uniones de hecho, en donde la propiedad debía ser titulada 

exclusivamente a nombre de la mujer conviviente. Según explican Deere y León (2000), esta 

última medida se defendió con base en “la desprotección que tradicionalmente han sufrido 

las mujeres en uniones de hecho, y en la importancia de dotar al núcleo familiar de 

continuidad, estabilidad y cohesión” ante la posibilidad del abandono del marido (p. 249). 

Sin embargo, esta ley no tardó en presentar problemas en el campo, que pueden ser 

explicados desde diferentes factores. En general, la ley fue pensada principalmente desde el 

Valle Central y las mujeres campesinas no fueron consultadas ampliamente, a pesar de que 

sí se llevaron a cabo procesos de investigación y discusión a lo interno de las instituciones.  

En primer lugar, la ley no fue acompañada de un proceso integral de acceso a herramientas 

educativas que permitieran a las mujeres conocer sobre sus derechos y en muchas ocasiones, 

se les adjudicó tierra sin ni siquiera haberla solicitado ante el IDA. Esto generó conflictos en 

los núcleos familiares y representó nuevas cargas de trabajo a las mujeres que no 

necesariamente habían recibido el adecuado acompañamiento institucional para afrontarlo. 

Para los campesinos la ley tampoco resultó agradable y esto quedó plasmado en una demanda 

presentada por un grupo de hombres del asentamiento campesino Huetares, ubicado en Río 

Frío15, quienes adujeron que el articulado mencionado era inconstitucional pues les 

discriminaba. El caso llegó hasta la Corte Suprema de Justicia, la cual falló a favor de los 

                                                 
15 Resulta interesante que precisamente en la Región Huetar Norte, donde se ubica el asentamiento al que 

pertenecen los querellantes, fue donde se registró un mayor número de mujeres beneficiarias de tierra de todo 

el país en 1990 (Madden, 1992).  



80 

 

campesinos y declaró que también en las uniones de hecho las adjudicaciones de tierra deben 

titularse a nombre de ambos conyugues (Deere & León, 2000). 

Durante los años en que estuvo vigente la ley sin modificación (1990-1993)16, el porcentaje 

de mujeres beneficiarias de la adjudicación de tierras del IDA aumentó significativamente 

respecto a las décadas anteriores (ver Gráfico 1). Sin embargo, encontramos dos 

contradicciones más en esta coyuntura: la primera es que no todas las demandas de tierra por 

parte de las mujeres fueron acogidas, lo que significa que una buena parte de las 

adjudicaciones se realizaron a mujeres que no necesariamente solicitaron tierra: del total de 

mujeres solicitantes de tierra en 1991, solamente al 28% se le adjudicaron parcelas, mientras 

que del total de hombres solicitantes, a un 68% se les adjudicó (Chinchilla et al. 2000; Deere 

& León, 2000).  

Gráfico 1 Adjudicaciones de tierra por el IDA según sexo, 1986-1992 

 

Fuente: Elaboración propia con base en Deere y León (2000). 

La segunda contradicción es que el número total de mujeres beneficiarias fue mayor entre 

1986 y 1989 en comparación al período entre 1990 y 1992, debido a que en general, el 

número de adjudicaciones otorgadas por el IDA comenzó a disminuir a partir de los noventas 

(Deere & León, 2000). En este sentido, si bien se redujo la brecha de género para el período 

                                                 
16 Como resultado de la resolución de la Corte Suprema de Justicia sobre la querella presentada, la adjudicación 

conjunta de las uniones de hecho inició hasta 1994 (Deere & León, 2000). 
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de 1990 a 1992, esto ocurrió en un contexto político de ajuste estructural, dirigido en limitar 

la dotación de tierras para el campesinado y en cambio, promover la producción para la 

exportación.  

En este contexto, se promovió el enfoque de desarrollo sostenible en tono con el proceso de 

reconversión productiva del agro. Chinchilla, Hernández y Piedra (2000), tras estudiar la 

inclusión de la perspectiva de género durante este proceso en ambas administraciones 

mencionadas, concluyen que ésta se incorporó principalmente en los elementos discursivos, 

ya que en la puesta en práctica de las políticas públicas no se generaron grandes 

transformaciones en la situación de las mujeres rurales. Destacan que muchas de las acciones 

emprendidas en la Administración Figueres Olsen no fueron continuadas en el siguiente 

período gubernamental, como por ejemplo los indicadores del Addendum (Ver Cuadro 5).  

Cuadro 5 Políticas Públicas respecto a las mujeres en el sector agropecuario 1994-1997 

Año Acción Descripción 

1994 Programa de 

Coordinación de las 

Oficinas 

Ministeriales y 

Sectoriales de la 

Mujer 

Se crean oficinas de la mujer en todas las instituciones, 

concretamente interesa las creadas en MAG, CNP, IDA y 

MINAE con el propósito de incorporar la perspectiva de 

género en el quehacer institucional 

1995 Eje Mujeres del 

Plan Nacional de 

Combate a la 

Pobreza  

Se plantea coordinar con el IDA para la incorporación de las 

mujeres rurales, mediante cuotas, al programa de 

Adjudicación de Tierras, en los paquetes integrales de apoyo, 

los Proyectos de Desarrollo Integral y el Programa de 

Crédito no convencional. 

1994 Programa Mujer y 

Familia del 

Instituto de 

Desarrollo Agrario 

La Sección Mujer y Familia existía desde 1979, sin embargo 

su trabajo no estaba formalizado. Tuvo el propósito de 

implementar formas de acceso y control de la tierra 

equitativos, implementar sistemas de titulación que 

posibiliten el acceso a la tierra a las mujeres jefas de familia 

y a campesinas bajo la línea de pobreza, incentivar y 

fortalecer las organizaciones de productoras y grupos mixtos 

con fines autogestionarios en los asentamientos campesinos, 

promover sistemas de administración racional de las tierras 

en los asentamientos campesinos.  

1996 Creación de la 

Asociación 

Nacional de 

Mujeres 

Campesinas 

Nació como resultado de la primera reunión de Mujeres 

Campesinas en la Agricultura Orgánica, fue impulsada por 

la Oficina de la Primera Dama y la FAO para promover la 

concientización sobre el derecho de las mujeres a la tierra. 
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Participó en la Elaboración del Addedum de Ambiente al 

PIOMH. 

1997 Addendum de los 

Sectores 

Agropecuarios y 

del Ambiente al 

Plan Nacional para 

la Igualdad de 

Oportunidades 

entre Mujeres y 

Hombres (PIOMH) 

Planteó mejorar mecanismos institucionales para la igualdad 

de oportunidades, reconocimiento del aporte femenino en el 

campo, fortalecer su competitividad, favorecer inserción de 

mujeres campesinas en actividades de seguridad alimentaria 

y generación de valor agregado, coadyuvar al 

empoderamiento de las mujeres como “agentes 

dinamizadoras del desarrollo”, incorporar la visión de género 

en los lineamientos y metodologías de trabajo para la 

transferencia tecnológica e investigación, promover mayor 

participación de las mujeres en los sistemas de producción 

en fincas e incorporar enfoque de género en Sector 

Ambiente.  
Fuente: Elaboración propia con base en Chinchilla, Hernández y Piedra (2000) y Deere y León (2000). 

El discurso del desarrollo sostenible se mostró versátil para incluir el tema de género y de 

forma paralela, para hacerlo compatible con el proceso de la reconversión productiva. Según 

las autoras, desde el discurso de la Administración 1994-1998, “las mujeres han visto 

incrementadas sus posibilidades de trabajo agrícola asalariado gracias al proceso de apertura 

comercial para productos no tradicionales, debido a que son contratadas para labores de 

injerto, cosecha, empaque y procesamiento” (p. 267) y en general, se destacó que la 

reconversión productiva sería sumamente beneficiosa para las mujeres rurales (Chinchilla et 

al., 2000).  

Sin embargo, los datos muestran que entre 1996 y el 2002 se registró que de 130 proyectos 

de reconversión productiva, únicamente un 5,1% estuvieron en manos de mujeres (SEPSA, 

2003). Es decir, no necesariamente el discurso de equidad de derechos se tradujo en una 

ampliación de la participación de mujeres en los proyectos estatales.  

Además, diferentes investigaciones muestran que, a partir de los años siguientes a la 

aplicación del programa, el proceso de asalarización de las mujeres en labores agrícolas se 

hace en condiciones de extrema flexibilidad y explotación laboral en toda América Latina. 

Concretamente, estudios en Costa Rica, México, Ecuador y Perú evidencian que, 

(…) las mujeres, aunque trabajen por un salario, continúan atadas a las labores 

domésticas y de cuidado (…) La modernización e internacionalización de la 

agricultura genera un tipo de empleo que convoca masivamente a la asalarización 

femenina pero la familia y la comunidad permanecen irreductibles a los cambios 
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producidos por la modernización y la globalización en la esfera de la economía    

(Subercaseaux, 2015, p. 50).  

En otras palabras, el proceso de asalarización de las mujeres, lejos de mejorar sus condiciones 

de vida, ha aumentado su carga de trabajo, debido a que las dinámicas familiares no han 

cambiado y las mujeres continúan sosteniendo mayoritariamente las tareas de la 

reproducción. Finalmente, lo que muestra este período es que, aunque la promulgación de la 

ley implicó cambios históricos en el acceso de las mujeres a la tierra, su inclusión al 

desarrollo rural siempre ha estado subordinado al de una figura masculina a lo interno de las 

familias. Además, el cambio de “mujer a género” no implicó mayores transformaciones en 

la realidad de las mujeres rurales más allá de los elementos discursivos de la política pública. 

1999-2011 De mujer a “género” 

 

Durante la Administración Rodríguez Echeverría, el planteamiento de “Mujer, Desarrollo y 

Medio Ambiente” implementado por su antecesor, fue absorbido por el enfoque de 

“Desarrollo Humano”. Dentro de este discurso, se incorporó el término de “género” en lugar 

de “mujer”, en tono con otros conceptos como derechos humanos, emprendedurismo, y 

competitividad (Martínez & Morales, 2012). 

Desde 1999 y hasta la actualidad, se destacan tres políticas públicas en materia de género en 

el sector agropecuario. Dos de ellas (1999-2002 y 2011-2021) son planes sectoriales y solo 

una (2002-2010) es una política, esto se puede apreciar en el Cuadro 6. Según León (1993), 

los planes sectoriales de género, como tendencia en América Latina, son el reflejo de 

arreglos institucionales ante la ausencia de una política macro para atender las problemáticas 

de las mujeres.  

Cabe destacar que desde 1999, si bien el discurso institucional reconoce la existencia de una 

“ideología patriarcal”, tiene una preferencia por inclinarse hacia el “bienestar del ser 

humano” y de esta manera, asocia el tema de género con otras poblaciones excluidas como 

la juventud rural (Zumbado, 2003). En términos generales el Estado promueve la equidad de 

género, pero no asume una postura dura para enfrentar el tema estructural de discriminación 

de las mujeres, ya que no plantea acciones afirmativas.  
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Cuadro 6 Políticas Públicas respecto a las mujeres en el sector agropecuario 1999-2011 

Año Acción Descripción 

1999 Plan de Acción 

Sectorial de Género 

1999-2002 

Forma parte de las Políticas Públicas para el Sector 

Agropecuario 1999-2002. Plantea la coordinación 

sectorial de género a cargo de las Oficinas de Género y 

Desarrollo (MAG, IDA, CNP, PIMA, SENARA, 

INCOPESCA) que se encargan de coordinar, monitorear 

y evaluar las acciones sectoriales de incorporación del 

enfoque de género en relación con el Programa de 

Desarrollo Rural. Nace ante la necesidad de impulsar 

acciones estratégicas encaminadas a la reducción de 

brechas de género, principalmente relacionadas con 

aspectos productivos y económicos en el sector rural 

costarricense. 

2003 Política de Género 

para el Sector 

Agropecuario 

Costarricense 2002-

2010 

 

Plantea el fortalecimiento de unidades de género en el 

sector; transversalización de la perspectiva de género en 

competitividad, capacidades humanas, agricultura 

sostenible, seguridad alimentaria y modernización 

institucional; Capacitación al personal de las 

instituciones.  

2011 Plan Sectorial de 

Género y Juventud 

Rural 2010-2021 

 

Nace en el marco de la Política de Estado para el Sector 

Agroalimentario y el Desarrollo Rural Costarricense 

2010-2021. Plantea desarrollar cuatro componentes: 

Desarrollo de capacidades a las mujeres, personas jóvenes 

rurales y personas técnicas del sector agropecuario; 

Adecuación de servicios institucionales; Articulación y 

Fomento de la Asociatividad; y Gestión del conocimiento 

con enfoques de género y juventud; componentes que se 

detallan a continuación. 
Fuente: Elaboración propia con base en SEPSA (2003, 2012) y Zumbado (2003) 

Por ejemplo, la Política de Género Para el Sector Agropecuario 2002-2010 hace una breve 

contextualización sobre las brechas de género en el sector agropecuario, sin embargo no 

contempla acciones concretas en cuanto a la brecha en el acceso a la tierra. Esta omisión se 

encuentra justificada en el documento al indicar que el IDA ha cumplido a cabalidad la Ley 

de Promoción de Igualdad Social de la Mujer, tomando como único dato las adjudicaciones 

entre 1998 y 2001, las cuales señalan que un 26% fueron entregadas a hombres, un 25,4% a 

mujeres y un 48,6% a parejas (SEPSA, 2003). Es decir, hace uso de datos aislados sin 

perspectiva histórica de la brecha de género, lo que puede evidenciar una investigación poco 

sistemática en la hechura de políticas públicas. 
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A partir del 2011, el tema de género es tratado de forma totalmente paralela a la planificación 

en juventud rural. Desde el Programa Clubes 4S, si bien ya no se brinda capacitación en 

industria del hogar y manualidades para las mujeres, la lógica de trabajar de forma 

diferenciada con mujeres y jóvenes sigue presente. Según el Funcionario A17, estudios han 

demostrado que existe una relación entre las mujeres, la integración generacional y la 

seguridad alimentaria. Este enfoque parte de la premisa de que, al dotar a las mujeres de 

recursos productivos, éstas incorporan a las personas jóvenes a las dinámicas de la agricultura 

familiar con mayor facilidad que los hombres, debido a que tienden a compartir más el poder, 

según afirma: 

Logramos integración generacional vía mujer. Hay estudios que dicen que cuando 

la mujer es dueña de la tierra, es más fácil que los jóvenes participen (…) Las 

mujeres tienen mayor capacidad de distribución del poder, por el tema del 

patriarcalismo [sic], ellas pueden ver a sus hijos como socios, en cambio el padre 

ve competencia del poder.  

De manera tal que, existe una idea casi esencialista sobre la capacidad de la mujer de 

incorporar a sus hijos e hijas en las labores de la huerta familiar u otros proyectos de 

subsistencia. Así, se asocia la posibilidad de acceso a los recursos productivos con su rol de 

madres-esposas y no necesariamente con sus intereses estratégicos de género, es decir, la 

subordinación y discriminación que viven en el campo.  

En este sentido, la incorporación del lenguaje de género por parte de las instituciones, tal 

como mencionan Deere y León (2000), implica en muchas ocasiones quitarle gran parte de 

su potencial transformador. Esto ocurre especialmente cuando se planifica el género al lado 

de la juventud, ya que se incluye a las mujeres de forma subordinada según otras figuras del 

núcleo familiar y no por sus contribuciones como productora. Esta tendencia sigue vigente 

en el siguiente período, en donde además de la planificación de género al lado de la juventud 

rural, la política agraria funciona como un paraguas para incluir a otras poblaciones 

vulnerables, sin generar acciones concretas para cada una de ellas según sus condiciones y 

necesidades. 

                                                 
17 Entrevista con la Dirección de la Fundación Nacional de Clubes 4S (FUNAC), realizada el 23 de abril de 

2018 en las instalaciones de la FUNAC, San José, Costa Rica.  
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2012 a la actualidad: ¿la nueva ruralidad? 

 

El Instituto de Desarrollo Agrario se transformó al Instituto de Desarrollo Rural (INDER) en 

el 2012. Este cambio marcó el rumbo de las nuevas formas de intervención estatal en el 

campo, cuya estrategia se venía construyendo desde inicios del nuevo siglo. Según señala el 

INDER (2018), el modelo de política pública implementado anteriormente “estaba llegando 

a su agotamiento” debido a una serie de factores18 que le llevaron a una crisis. Además, 

destaca la influencia de diferentes organismos internacionales para “avanzar hacia la 

generación de nuevas actividades productivas”. El cambio se tradujo en la puesta en práctica 

del enfoque de la “nueva ruralidad”, mediante una estrategia de “desarrollo rural territorial” 

(p. 18).  

Bajo este nuevo enfoque, se establece “el territorio rural19 como base de la planificación y 

operación de políticas públicas” (p. 19), desde una visión amplia de la ruralidad, con el fin 

de lograr la gobernanza territorial. Un aspecto importante de este enfoque es que resalta la 

necesidad de garantizar el acceso de las mujeres a los activos productivos (tierra, recursos 

naturales y acceso al crédito), así como el fortalecimiento de la participación de las mujeres 

en el diseño y ejecución de planes de desarrollo a nivel local (Inder, 2018). 

Esta preocupación por la situación de las mujeres, en el marco de los convenios de derechos 

humanos firmados por Costa Rica, se tradujo en la creación de un eje estratégico dedicado a 

atender la “equidad e inclusión de la población” en la Política de Estado para el Desarrollo 

Rural Territorial Costarricense (PEDRT) 2015-2030. En esta sección, la situación de las 

mujeres se ve aglutinada con la de personas con discapacidad, adultos mayores, diversidad 

cultural y juventud (Inder, 2018). A pesar de que en la práctica institucional el tema de las 

                                                 
18 El INDER (2018) destaca entre estos factores, la carencia de mecanismos de coordinación entre el sector 

agropecuario y el sector privado, así como entre gobiernos locales y sociedad civil; un esquema de ordenamiento 

agrario inconsistente que generó prácticas inapropiadas como la venta de terrenos por parte de los parceleros; 

un enfoque exclusivamente agrario que ignora las nuevas tendencias sociales, económicas y culturales de la 

ruralidad. Aunado a esto, durante el 2007 se presentaron diversas denuncias irregularidades en tierras otorgadas 

por el IDA así como por falta de fiscalización agraria, lo cual tuvo alta repercusión en la opinión pública del 

momento.  
19 El territorio es entendido como “un espacio geográfico integrado donde convergen diversidad de actores, que 

comparten formas de producción y organización, recursos naturales, identidad cultural, condiciones a partir de 

las cuales se delimita. Además, como una instancia que se desarrolla mediante sus propios recursos (incluye 

actores, redes, actividades) (Inder, 2018). 
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mujeres sí se trabaja de manera diferenciada, esto no se ha visto reflejado en las políticas 

públicas, en materia del agro, debido a que en todos los casos el tema es homologado a otras 

formas de exclusión en los territorios.  

Entre algunas de las acciones en el seno del INDER, destaca la inclusión de un puesto 

representativo del “sector mujer” en la conformación de los Consejos Territoriales de 

Desarrollo Rural (CTDR)20, así como la creación de una Red de Mujeres Rurales y diferentes 

espacios de capacitación para las mujeres participantes de los procesos de esta institución 

(Inder, 2018)21. Muchas de estas acciones se han ejecutado desde la Red Sectorial de Género 

del Sector Agropecuario, conformada desde el 2010. Esta instancia se ocupa de “promover 

la incorporación del enfoque de igualdad y equidad de género en los servicios que brindan 

las instituciones que conforman el sector agropecuario mediante la asesoría y asistencia 

técnica a las diferentes dependencias de las instituciones”. Trabaja de forma interinstitucional 

y además intersectorial, con INAMU, FAO y CONACOOP (INTA, 2017). 

La contradicción que nos presenta este período actual es que si bien la mujer rural ha 

comenzado a ser relativamente visibilizada en la hechura de las políticas públicas 

agropecuarias, esto no ha redundado en un fortalecimiento de las capacidades operativas y 

financieras de las instituciones estatales en esta materia. Según el Funcionario B22 de SEPSA, 

de las 11 instituciones que constituyen el Sector Agropecuario en el país, ninguna cuenta con 

una oficina de género, ni si quiera con cargos cuya función principal sea atender el tema de 

género. Las instituciones han nombrado “enlaces” encargados del tema de género, que en 

muchas ocasiones lo hacen por recargo23. Según señala la Funcionaria C24 del MAG, 

                                                 
20 En el 2014 el Inder culminó con la delimitación de nueve Consejos Territoriales de Desarrollo Rural, los 

cuales son una instancia de coordinación conformada por diferentes actores institucionales y de la sociedad 

civil con el fin de incidir sobre la organización del territorio rural como unidad de planificación (Inder, 2018). 
21 Hasta el momento de esta investigación, no se encontraron estudios que permitan analizar el impacto de 

dichas acciones desde una perspectiva crítica.  
22 Entrevista con funcionario encargado del Enlace de Género de Secretaría de Planificación Sectorial 

Agropecuaria (SEPSA), realizada el 14 de mayo de 2018 en las instalaciones de la Oficina Nacional de Semilla, 

San José, Costa Rica. 
23 Tanto en el MAG como en el INDER ha habido funcionarias que han generado presión para crear oficinas 

que tengan mayor importancia en el organigrama, sin embargo esto no se había logrado hasta la fecha de la 

entrevista (abril-mayo 2018). 
24 Entrevista a la Encargada de Género del Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), realizada el 23 de 

abril de 2018 en las instalaciones del MAG, San José, Costa Rica.  
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Esta institución, de más está decir, que es una institución masculinizada. Es un 

sector de gente muy tradicional, gente muy dura. Ellos dicen ‘ay esas viejas’25 (…) 

El relevo generacional es muy lento. El paradigma es muy viejo, si fuera por ellos 

las mujeres todavía estarían haciendo colchas, flores de papel y adornitos del baño. 

A pesar de que se han hecho esfuerzos por capacitar al personal en temas de género, existe 

una fuerte resistencia política para otorgarle mayor capacidad operativa y financiera al sector. 

Además, otra problemática es que no necesariamente las oficinas regionales cuentan con 

funcionarios con sensibilidad de género, y muchos de los proyectos productivos con mujeres 

se desarrollan desde ahí. Según indica la investigadora Backtori Golen26:  

Aunque existe esta Red Sectorial de Género y existan políticas de género que 

establecen directrices, la sensibilización de género es otra cosa. Por ejemplo, 

muchas veces [las mujeres campesinas] denunciaban que personas a cargo de 

oficinas territoriales, toman decisiones desde un sesgo de género. Las y los 

funcionarios tienen un papel fundamental en ese acceso y beneficio del derecho [a 

la tierra].  

Según la Funcionaria D, uno de los principales agravantes de la situación a nivel institucional 

es que no existen datos sistemáticos que permitan profundizar sobre el acceso, uso y control 

de la tierra por parte de las mujeres. Esta ausencia repercute en la capacidad de generar 

política pública para atacar la brecha de género. Además, según señala Golen, el nuevo 

enfoque de desarrollo rural territorial presenta nuevos desafíos para el acceso a la tierra, en 

un contexto de expansión neoliberal.  

Precisamente, uno de los principales cambios del modelo de distribución de tierra en el país 

es que el INDER ya no conforma asentamientos campesinos como salida a conflictos por la 

tierra, sino que trabaja mediante el concepto de “proyectos productivos” que pueden ser 

grupales o individuales. Según indica la ley, las personas o grupos solicitantes de tierra deben 

presentar una propuesta de proyecto productivo, es decir, lo que desean hacer con dicho 

terreno. Puede ser desde un proyecto de agricultura hasta un proyecto de infraestructura, pero 

                                                 
25 Según las entrevistas realizadas en SEPSA, INDER y MAG, las funcionarias encargadas de ser el “enlace” 

en el tema de género, afirman sufrir de acoso laboral en sus trabajos, ya que sus labores son invisibilizadas y 

menospreciadas por compañeros de otras áreas.  
26 Backtori Golen es una investigadora en Ciencias Sociales de la UNED que se encuentra realizando un estudio 

para el Inder sobre la brecha de género en el acceso a la tierra (2018-2019). Entrevista realizada el 14 de mayo 

de 2018 en las instalaciones de la Oficina Nacional de Semilla, San José, Costa Rica. 
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debe cumplir con una serie de estándares que garanticen su viabilidad económica y operativa 

(Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2012).  

Para la investigadora Golen, este cambio sustantivo en la forma de acceder a la tierra tiene 

que ver con su mercantilización, lo cual afecta la soberanía alimentaria de las familias, con 

repercusiones particulares para las mujeres: 

Antes uno tenía la tierra y luego decidía qué hacer con ella. Ahora es al revés. Esto 

puede amenazar la soberanía alimentaria y la autonomía campesina. Ahora si es 

un proyecto de cacao por ejemplo, solo se puede sembrar eso (…) Bajo este enfoque, 

aunque sin duda trata de analizar e interpretar el contexto no solo productivo sino 

económico del país, da la sensación de que la tierra es menos vista como un 

derecho. El que yo tenga que decidir qué producto voy a sembrar en un proyecto, 

que se me apruebe o no, es como una mercantilización del proceso. Hay una 

imposición de lógica de desarrollo a comunidades. Las comunidades tal vez no 

tienen esa lógica y se ven obligadas a insertarse en lógica para acceder a un 

servicio o un derecho, no sé si es un derecho. Ese es el debate.  

Además, según señala la Funcionaria C, la ausencia de un enfoque de género integral 

imposibilita a las y los funcionarios de entender que los grupos productivos de mujeres tienen 

condiciones diferentes a los grupos masculinos. Debido a que no existe una repartición justa 

de las tareas del hogar, las mujeres asumen dobles jornadas que se convierten en triples 

cuando participan de un grupo productivo, de manera que su capacidad de cumplir con ciertos 

estándares de competitividad y eficiencia están condicionados por el género, y esto puede 

afectar su derecho a acceder a la tierra y a los recursos productivos27. En palabras de la 

Funcionaria C, 

Las mujeres están desarrollando sus proyectos pero, por ejemplo, a las 10 a.m. 

tienen que estar en carreras a recoger al chiquito o estar en carreras para dejarle 

el almuerzo al esposo. Las mujeres participan más en las organizaciones cuando ya 

sus niños están grandes, entonces le pueden dedicar más tiempo, de lo contrario 

participan a ratos. Por eso los proyectos de mujeres siempre van a ir más 

rezagados, los hombres le dedican todo su tiempo, ocho horas si quieren, a los 

proyectos. Trabajar con enfoque de género es saber que las mujeres tienen todas 

estas limitaciones. (…) Sí se necesita trabajar diferente, porque es necesario saber 

que las mujeres tienen un montón de cosas detrás, por ejemplo algunas los maridos 

ni siquiera las quieren dejar ir a trabajar en grupos. La gente tiene el sesgo de creer 

                                                 
27 Según Lastarria-Cornhiel (2006), en toda América Latina, mientras que las mujeres han incrementado su 

tiempo de trabajo en la producción agrícola, no se evidencian mayores cambios en la división sexual del trabajo 

dentro del hogar respecto al trabajo reproductivo. Los hombres no están asumiendo las tareas domésticas y de 

cuido a pesar de que las mujeres sí han aumentado su participación en las actividades productivas dentro y fuera 

de la granja.  
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que por el simple hecho de incluir a mujeres en un proyecto ya eso es trabajar con 

género, sin hacer la diferencia. 

En este sentido, lo que el período actual muestra es que el enfoque de la nueva ruralidad ha 

permitido a las instituciones interpretar los territorios rurales de acuerdo con sus intereses de 

mercantilización de la tierra. Tal como menciona Kay (2009), la nueva ruralidad “se ha 

convertido en un concepto paraguas utilizado para referirse a cualquier nuevo desarrollo en 

las áreas rurales, o cualquier problema relegado al que no se le prestara suficiente atención 

en esquemas de trabajo anteriores” (p. 610). Precisamente, este concepto ha permitido a la 

política agraria visibilizar a las poblaciones vulnerables como sujetas políticas pero sin 

necesariamente actuar sobre su posición subordinada con acciones concretas.   

Lo que los nuevos ruralistas reformistas aspiran, en términos de Kay, es a “impulsar 

sociedades público-privadas, promover las cadenas agroproductivas y las asociaciones de 

ciertos productos agrícolas para aumentar la productividad, avanzar en la cadena de valor 

mediante el procesamiento agroindustrial y fomentar las innovaciones tecnológicas y la 

competitividad” (p. 622). En otras palabras, un desarrollo neoliberal del agro en donde la 

agricultura campesina de subsistencia tiene cada vez menos importancia. De manera tal que, 

el enfoque analiza el territorio como un espacio desprovisto de contradicciones y conflictos 

que surgen entre los capitalistas, los trabajadores y el campesinado. Según señala el autor,   

Aunque hay que dar crédito a los nuevos ruralistas por resaltar la importancia de las 

actividades rurales fuera de la granja, no interpretan bien su origen y, sobre todo, 

exageran las oportunidades que ofrecen para el bienestar de los campesinos y de los 

trabajadores del campo. A la mayoría de la gente del campo el neoliberalismo sólo le 

ha otorgado menos oportunidades de acceder a los recursos productivos, y en 

ocasiones incluso ha provocado que pierdan sus propios recursos, como sus tierras, 

debido al cerco neoliberal y a la acumulación mediante el despojo (Akram-Lodhi y 

Kay, 2008). Es esta crisis en la economía de los campesinos lo que ha forzado a 

muchos a dedicarse a múltiples actividades para subsistir. La disminución de las 

posibilidades de acceso a los recursos productivos ha dado lugar a su desagrarización 

y los ha forzado a ocuparse en actividades no agrícolas. Los miembros de las familias 

de campesinos se han visto gradualmente forzados a buscar empleos asalariados muy 

precarios, dando lugar a la flexibilización y feminización del trabajo en el campo (p. 

623).  

 

Entender las relaciones de clase y su intersección con las relaciones de género es fundamental 

para avanzar sobre el acceso, uso y control de la tierra para las mujeres. No es casual que el 

nuevo enfoque del desarrollo rural haga caso omiso a estos factores. Investigaciones como la 
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de Lastarria-Cornhiel (2006) señalan las contradicciones de la feminización de la agricultura, 

desde una perspectiva que conjuga clase y género en América Latina. La autora señala que 

conforme el acceso a la tierra para la agricultura campesina se ha vuelto escasa, las demandas 

de las mujeres se ven mayormente constreñidas. Factores como el encarecimiento de los 

recursos productivos, la baja en los precios de productos de autoconsumo, recortes en el 

acceso a créditos y servicios de extensión, incremento de la concentración de tierras y el 

riesgo a la seguridad alimentaria afectan de manera diferenciada a las mujeres y han 

cambiado las dinámicas de la familia campesina, tal como se ha mencionado anteriormente. 

Consideraciones sobre el capítulo  
 

Revisar los enfoques de política pública en materia del agro de forma histórica, pero además 

en clave feminista, brinda insumos para comprender las condiciones actuales que viven las 

mujeres rurales. La brecha de género en el acceso a la tierra está causada por lo que ocurre 

en los espacios del Estado, el mercado, la familia y la comunidad, los cuales están 

interrelacionados porque constituyen el espacio de lo instituido (la política) y lo instituyente 

(lo político).  

Durante una primera fase de las reformas distributivas de tierra mediante el ITCO, entre 1949 

y 1981, la institucionalidad en materia del agro puso en práctica una estrategia para incluir al 

campesinado a la modernidad, mediante la transformación de sus prácticas culturales. En este 

período, las mujeres fueron incluidas en su rol de madres-esposas, el cual fue esencial para 

llevar a cabo un ejercicio de control y disciplinamiento.  

En los ochentas, la feminización de la fuerza laboral es la primera salida masiva de las 

mujeres de sus hogares. Sin embargo, esta feminización estuvo impulsada por las 

instituciones estatales como mecanismo para aliviar la pobreza causada por la crisis 

económica y no necesariamente como consecuencia de una liberación femenina, aunque los 

movimientos de mujeres tomaban cada vez más fuerza.  

A partir de los noventas se evidencian grandes contradicciones en cuanto a la posición de las 

mujeres en la política pública en materia del agro. Si bien se propician acciones para 

disminuir la brecha de género en el acceso a la tierra, tales como la promoción de la Ley de 
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Igualdad Social de la Mujer, al mismo tiempo se disminuye el contenido de estos espacios, 

debido a la reducción de la función social del Estado en el marco del ajuste estructural. 

Finalmente, un último período que va desde el inicio del nuevo siglo a la actualidad inaugura 

un panorama en donde las mujeres han sido mayormente visibilizadas en la política pública 

dirigida hacia las zonas rurales. Sin embargo, esta visibilización no se ha traducido en un 

aumento de las capacidades operativas de las unidades de género en las instituciones ni en 

proyectos concretos dirigidos hacia mejorar las condiciones de acceso a la tierra para las 

mujeres rurales.  

En este sentido, cabe destacar tres grandes puntos: 

1. Las acciones, discursos y mecanismos promovidos desde el Estado en la política 

agraria para el período que va desde 1949 hasta la actualidad, relevan una inclusión 

subordinada de las mujeres. Esto debido a que en muchas ocasiones, su entendimiento 

como sujetas ha estado subordinado a las figuras familiares masculinas. Por lo tanto, 

el reconocimiento de las mujeres como productoras ha estado constreñido y esto 

afecta el acceso, uso y control que pueden tener sobre la tierra.   

2. Dicha inclusión subordinada de las mujeres a la política agraria ha respondido al 

interés de mercantilización de la tierra. Las diferentes posiciones que han ocupado las 

mujeres rurales en dicha política tienen un carácter funcional para la expansión del 

capitalismo en el campo.  

3. A medida que las instituciones han adoptado el lenguaje de género, le han quitado 

buena parte de su potencial transformador. La visibilización de la condición de las 

mujeres en la política pública no ha redundado en una ampliación de los derechos de 

las mujeres. El lenguaje de género es utilizado en muchos casos como una 

herramienta discursiva, ya que su inclusión no ha resultado en la dotación de mayores 

capacidades operativas para estos temas en las instituciones encargadas de ejecutar la 

política agraria.  

Este capítulo presenta algunos hallazgos que permiten comprender cuál es el rol del Estado 

en la inclusión de las mujeres a la política agraria y sus repercusiones sobre la tenencia, uso 

y control de la tierra. En este sentido, la histórica brecha de género en el acceso a la tierra 

puede ser explicada desde factores estructurales, pero también desde acciones estatales 
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concretas que limitan la participación de las mujeres en la vida rural a partir del control y la 

subordinación.  

Para Korol (2016), el aparato estatal sostiene una sistemática opresión de las mujeres rurales 

principalmente porque en América Latina son ellas las responsables del 90% de la producción 

de alimentos, mediante sistemas productivos que no son grandes generadores de riquezas 

para el capital y que no necesariamente están vinculados a cadenas agroindustriales. Es decir, 

en su vida cotidiana las mujeres del campo tienen respuestas organizativas que finalmente 

son formas de resistencia ante la imposición de lógicas, discursos y prácticas del “desarrollo”. 

El tercer capítulo pretende analizar la intervención estatal en Caño Negro como formas 

localizadas de inclusión subordinada de las mujeres y su relación con los procesos 

organizativos de los grupos de estudio. El cuarto capítulo se centra en las respuestas 

organizativas, precisamente como formas de resistencia e insubordinación. 
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Capítulo III La intervención estatal y los procesos organizativos 

de las mujeres en Caño Negro 

 

El segundo capítulo presentó una reflexión sobre la historia agraria reciente en América 

Latina y concretamente en Costa Rica. Desde este posicionamiento, se plantea que el aparato 

estatal costarricense ha propiciado una inclusión subordinada de las mujeres rurales a la 

política agraria según los intereses de mercantilización de la tierra.  

El objetivo principal de este capítulo es identificar la intervención estatal en el territorio de 

Caño Negro y su relación con los procesos organizativos de AMPONE y ASOPROTIL. 

Dicha intervención se visualiza principalmente en tres aspectos, la apertura de la red vial 

entre este distrito y Los Chiles, la creación del Refugio de Vida Silvestre Caño Negro, la 

creación de asentamientos campesinos e impulso a la instalación de empresas 

agroindustriales. Estas acciones generaron una serie de reconfiguraciones que tienen 

impactos concretos para las mujeres, quienes fueron particularmente incluidas a la política 

pública, de forma subordinada, principalmente en tres vías: a través de la promoción de los 

proyectos para la generación de ingresos, mediante la institucionalización de las formas 

organizativas de las mujeres y a través de la canalización de proyectos ambientales con 

fondos de cooperación internacional. 

Concretamente para el caso de las comunidades de Caño Negro, se identifican cuatro grupos 

de mujeres impulsados por instituciones estatales para la generación de ingresos. Entre ellos 

se encuentran los dos grupos de estudio, la Asociación de Mujeres Productoras Orgánicas de 

Nueva Esperanza (AMPONE) y la Asociación de Mujeres Productoras de Tilapias 

(ASOPROTIL) (ver Cuadro 6), así como la Asociación de Mujeres de Caño Negro 

(ASOMUCAN) y la Asociación de Mujeres de San Antonio (AMSA). En este sentido, si 

bien el foco central del estudio recae sobre AMPONE y ASOPROTIL, resulta necesario 

estudiar los grupos de mujeres en su conjunto, debido a que permiten comprender la 

intervención estatal y las respuestas organizativas.  

En la primera parte se presentan los antecedentes de la intervención estatal vistas desde el 

territorio de Caño Negro. Seguidamente, se analiza el caso concreto de los procesos 
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organizativos de las agrupaciones de mujeres. En el siguiente capítulo, se pretende 

profundizar sobre los procesos organizativos de las mujeres como formas de autogestión para 

el acceso a la tierra y su relación con el empoderamiento. 

Cuadro 7 Aspectos generales de las agrupaciones de mujeres 

Las reconfiguraciones territoriales en Caño Negro a partir de la llegada del 

Estado 
 

Este capítulo pretende estudiar la relación entre la intervención estatal y los grupos de 

mujeres desde un enfoque territorial, que permite comprender de manera amplia las 

relaciones presentes en el espacio. Desde las Ciencias Políticas, el territorio es usualmente 

definido a partir de la construcción de relaciones de poder, en su mayoría vinculadas a la 

concepción sobre el Estado. Es decir, el territorio es comprendido como un espacio 

“delimitado y controlado, a través del cual se ejerce un determinado poder” generalmente 

asociado con lo institucionalizado (Haesbaert, 2011, p. 35). Desde esta visión, se realizan 

“abordajes territoriales” en donde los órganos gubernamentales y agencias multilaterales son 

quienes definen el territorio como un espacio de gobernanza, ignorando que existen distintos 

tipos de territorios, entendiendo su multidimensionalidad y multiescalaridad. En este caso, el 

concepto de territorio es instrumentalizado según los intereses institucionales desde una 

perspectiva reduccionista, como un espacio desprovisto de conflictos (Mançano, 2009, p. 6). 

 Asociación de Mujeres 

Productoras Orgánicas de 

Nueva Esperanza (AMPONE) 

Asociación de Mujeres 

Productoras de Tilapia de 

Caño Negro (ASOPROTIL) 

Año de fundación 2003 2007 

Tipo de producción Producción de hortalizas 

orgánicas 

Producción de peces 

comestibles 

Otras actividades Venta de comidas Venta de comidas y artesanías 

Cantidad de socias 

actualmente (2018) 

8  8  

Tipo de tenencia de 

tierra 

Parcela en asentamiento 

campesino del INDER pendiente 

de adjudicación 

Terreno privado prestado con 

opción de compra 

Extensión de la tierra 3.9 ha 3065 mts  

Ubicación de la 

tierra 

Nueva Esperanza, Caño Negro Caño Negro, Caño Negro 

Fuente: Elaboración propia 
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En este sentido, si bien en el marco de este capítulo se aborda el territorio desde la llegada 

del Estado, es decir, desde la institucionalización territorial, se pretende entender el espacio 

desde una definición más amplia, que tome en cuenta otros tipos de territorios. Se parte de la 

premisa de que las políticas territoriales que no comprenden la multiterritorialidad 

“promueven el fortalecimiento de las relaciones capitalistas en detrimento de las relaciones 

no capitalistas, familiares y comunitarias”, lo cual deriva en una disputa entre el capital y el 

campesinado, debido a que plantean diferentes visiones de desarrollo sobre el espacio 

(Mançano, 2009, p. 6). Entender el territorio desde este planteamiento, implica también 

comprender que constituye un espacio donde se generan identidades, relaciones afectivas, 

connotaciones culturales y sentidos de pertenencia entre los diferentes actores presentes 

(Haesbaert, 2011).  

El territorio de Caño Negro ha estado marcado por grandes procesos como la colonización, 

la regionalización estatal, la reconversión productiva y las dinámicas migratorias 

transfronterizas. Su historia más reciente muestra un período de reconfiguración territorial 

que inicia en 1980, en donde se conjugan dinámicas locales con procesos estructurales 

globales. Es precisamente durante este período que surgen los grupos de mujeres para la 

generación de ingresos, de manera que resulta importante leer dichas reconfiguraciones en 

clave feminista. Entre ellas destacan la creación del Refugio de Vida Silvestre Caño Negro, 

la apertura de redes viales y la creación de asentamientos campesinos del entonces IDA y la 

instalación de empresas agroindustriales en las comunidades cercanas. Estas 

reconfiguraciones son entendidas como la llegada del Estado. 

El Mapa 1 muestra la delimitación político-administrativa del distrito de Caño Negro en el 

cantón de Los Chiles. Cabe destacar que el mapa ilustra la cercanía con la frontera con 

Nicaragua y la red fluvial que conecta Caño Negro con dicho país. Además, se puede apreciar 

los límites que marcan el Refugio de Vida Silvestre y la carretera que conecta a Caño Negro 

con Upala y Los Chiles. Finalmente, se señalan los poblados de este distrito y particularmente 

se indica la ubicación de los dos grupos de mujeres de estudio: AMPONE en el Asentamiento 

Campesino de Nueva Esperanza y ASOPROTIL en el centro de Caño Negro, comunidad que 

lleva el mismo nombre del distrito.  
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Mapa 1 Ubicación de los grupos de mujeres en Caño Negro 

 

 



98 

 

Caño Negro en la segunda mitad del S. XX: las mujeres en la red de comercio fluvial 

 

Caño Negro es el segundo distrito del cantón de Los Chiles, su extensión es de 298,52 km² y 

cuenta con una población estimada de 1808 habitantes (INEC, 2011). La cuenca del Río Frío, 

la cual alberga a las comunidades de Caño Negro, fue originalmente habitada por la etnia 

indígena Maleku, para quienes ciertas lagunas tenían gran importancia a nivel espiritual y 

para la reproducción de la vida cotidiana. Es a partir del siglo XVI que el territorio se vio 

amenazado por los colonizadores españoles quienes buscaban rutas de comercio fluvial por 

el Río San Juan y el Lago de Nicaragua. Sin embargo, la disputa que implicó el 

desplazamiento definitivo de la población Maleku fue la entrada de recolectores de hule 

silvestre28 provenientes de Nicaragua, quienes iniciaron un proceso de extracción desde 1868 

hasta aproximadamente 1900 (R. Castillo, 2005) [Ver Recuadro 1]. Tal como relata Marlene 

Duarte29, Presidenta de la Asociación de Desarrollo de Caño Negro: 

Todos vinieron de Nicaragua, no habían ticos en ese tiempo aquí. Todo era por 

agua, el transporte era por río. La comunidad se mantenía de la venta de hule, mi 

abuelo me contaba que ellos, los huleros, iban al monte, sacaban y lo vendían. 

También vivían de la pesca, de la caza y sembraban maíz, arroz. Para cocinar se 

utilizaba manteca de cerdo. Entre vecinos se intercambiaban la carne del cerdo. En 

verano venía mucha gente de Los Chiles a pescar…Antes de Semana Santa se 

llenaban los botes con pescados y se iba a vender a San Carlos o a Los Chiles y ahí 

se compraban las cosas que aquí no había como manteca o ropa. Antes la harina 

venía en sacos de manta, se lavaban esos sacos y se hacía ropa a partir de eso (…) 

Aquí en Caño Negro lo que siempre nos mantuvo fue la pesca, que era abundante, 

de eso sobrevivimos. 

Las comunidades de Caño Negro fueron fundadas por un grupo de familias nicaragüenses 

que son consideradas un frente pionero, ya que poblaron la zona, desmontaron una parte del 

bosque para destinarlo a la producción agropecuaria de subsistencia y construyeron las 

primeras obras de infraestructura. La extracción de hule, la pesca, la caza y la agricultura 

constituyeron las principales actividades económicas de estas familias (Reyes, Feria, & 

Aguilar, 2013).   

                                                 
28 A finales del siglo XIX, la ciudad de San Carlos y otras aledañas, se convirtieron en centros de operaciones 

de huleros, dedicados a la extracción del látex del árbol de hule, en respuesta al aumento de la demanda de este 

producto para la creciente industria automovilística en Estados Unidos (Reyes, Feria, & Aguilar, 2013). 
29 Entrevista realizada el 31 de agosto de 2018 en Caño Negro, Los Chiles.  
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Recuadro 1 La expulsión del pueblo Maleku de su territorio  

La invasión extractivista al histórico territorio Maleku por parte de los huleros 

mayoritariamente no-indígenas provenientes de Nicaragua es la primera reconfiguración 

territorial que sufrió esta zona, la cual se sostuvo sobre la violencia, el robo y la masacre 

de este pueblo indígena que había permanecido lejos de cualquier forma de colonización 

hasta 1868 (R. Castillo, 2005).  

 

Históricamente las principales actividades de subsistencia y rituales religiosos del pueblo 

Maleku estaban directamente ligados al acceso a los recursos naturales proporcionados por 

el sistema lagunar de la zona de Caño Negro. Estas poblaciones combinaban estrategias de 

producción agrícola (plátano, cacao y maíz principalmente) junto con la caza, la pesca y la 

recolección en los diferentes ecosistemas terrestres y acuáticos. Para ello, desarrollaron 

una serie de estrategias para la obtención de los alimentos, así como diferentes técnicas 

para conservarlos. Asimismo, practicaban relaciones de trueque e intercambio de 

alimentos entre familiares y vecinos (Castillo, 2006). 

  

El “boom” del hule dio inicio desde 1860, cuando se convirtió en un material esencial para 

la fabricación de llantas y diferentes piezas de automóviles. Este hule era extraído en 

diferentes partes de la Amazonía y América Central y exportado hacia Estados Unidos. 

Esta actividad extractiva implicó el enfrentamiento entre el pueblo maleku y los huleros, 

quienes tras varios intentos de defender su territorio fueron desplazados de manera forzosa. 

En este contexto, los empresarios del hule pusieron en práctica un sistema de esclavitud, 

en donde capturaban a niñas, niños y mujeres Maleku para venderles como sirvientes en 

casas y a los hombres como mensajeros de manera forzada (Edelman, 1998). 

 

La penetración desde el frente costarricense ocurrió entre 1882 y 1896, mediante una 

expedición evangelizadora a cargo del obispo Bernardo Thiel, quien al regresar denunció 

en el Valle Central las condiciones de esclavitud que sufrían las poblaciones indígenas y 

la invasión descontrolada de parte de grupos nicaragüenses. Ante esto, una de las primeras 

acciones estatales dirigidas a controlar el territorio de Caño Negro fue la promulgación de 

una ley que prohibía la extracción de hule. Además, movilizó presencia militar en la zona 

con el fin de “salvar” al pueblo indígena, reprimir a los huleros y proteger la soberanía 

nacional. Sin embargo, para 1890 el pueblo Maleku ya había sido profundamente 

despojado y esto se evidenció en la pérdida de sus prácticas culturales (R. Castillo, 2005). 

 

El desplazamiento forzado de esta población culminó en 1976, con la creación de la 

“Reserva Índigena de los Guatusos”, ubicada en el cantón de Guatuso. Esta acción, junto 

con la creación del Refugio de Vida Silvestre en 1984, implicaron una serie de controles e 

imposiciones en detrimento de las prácticas ancestrales malekus. Actualmente, sus 

actividades de reproducción de la vida cotidiana se han visto amenazadas por la extensión 

de la frontera agrícola y solamente el 20% de la tierra se encuentra en manos de indígenas 

(R. Castillo, 2005). Desde el 2000, este pueblo han iniciado un proceso de recuperación de 

tierras y de discusión sobre los usos ancestrales de los recursos naturales proporcionados 

por el sistema lagunar (Castro, 2018). 
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El extracto del relato de Marlene remite a un período de la historia de Caño Negro marcado 

por la ausencia casi absoluta de rutas permanentes de conexión entre la región norte y el Valle 

Central. Esta comunidad estaba prácticamente aislada de otras zonas de la región norte y del 

Valle Central, ya que las únicas rutas eran mediante un camino terrestre hacia Upala 

(utilizable durante la estación seca), mediante bote hacia Los Chiles o en avioneta, sin 

embargo, este último era un servicio exclusivo para ciertas familias con mayor capacidad 

adquisitiva o para emergencias de salud. Este relativo aislamiento de Caño Negro con otros 

grandes centros poblacionales costarricenses implicó el desarrollo de una serie de relaciones 

socioculturales y comerciales con el lado nicaragüense del Río Frío (Reyes et al., 2013).  

La red de comercio fluvial era utilizada para comerciar productos locales como las naranjas, 

el pescado, las pieles de cocodrilos y caimanes a cambio de otros productos comestibles, 

medicinas, manteca, azúcar y telas. Estos intercambios se hacían mediante remo por el cauce 

del Río Frío rumbo a San Carlos de Nicaragua, hasta que algunas familias adquirieron los 

primeros botes con motor. En este sentido, “el aislamiento en que se desenvolvía la vida de 

esta localidad propiciaba una economía relativamente autárquica. La combinación de pesca, 

caza y agricultura constituía la base de la subsistencia local” (p. 379) en donde el pescado 

seco y salado constituía la base de la alimentación y el principal producto destinado al 

comercio (Reyes et al., 2013).  

Las mujeres de Caño Negro históricamente tuvieron un papel central en estas formas de 

subsistencia local durante el siglo pasado. Además del trabajo en el hogar, muchas de las 

abuelas de las mujeres que actualmente conforman las organizaciones participaban 

activamente en la red de comercio fluvial: eran pescadoras, encargadas de preparar el pescado 

para ser transportado y vendedoras de productos locales y comidas cocinadas por ellas 

mismas, tal como señala Marlene Duarte30 en su relato: 

Mi abuela era pesquera…pescaba con una tía y mi hermana. Iban en la madrugada 

y pescaban, sacaban muchos pescados. Después componerlos, lavarlos, 

salarlos…era un trabajo duro. Además, criando animales y el trabajo del hogar, 

eran tiempos difíciles para las mujeres. Mi abuela también sembraba, nos llevaba 

a sembrar. También hacía pan y bizcochos. Las mujeres trabajaban muy duro y 

tenían muchos hijos, no había facilidades para planificar y como los hombres eran 

                                                 
30 Entrevista realizada el 31 de agosto de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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tan machistas, Dios guarde planificar…la que menos hijos tenía eran ocho como 

mínimo.  

El relato de Marlene hace referencia a la pluriactividad de las mujeres de Caño Negro a 

finales del siglo pasado, quienes, como su abuela, tenían entre tres y cuatro jornadas de 

trabajo distribuidas entre la pesca, la venta de otros productos, la producción de los animales 

y de los cultivos de la finca, el trabajo doméstico y el cuido de las y los hijos.    

Como pescadoras, las mujeres no solo conocían con gran precisión el ciclo reproductivo de 

los peces31, sino que también manejaban las técnicas en la cocina utilizadas para preservar el 

pescado para ser transportado hasta Nicaragua, ante la ausencia de tecnologías de 

congelación. Una de estas técnicas se llamaba “relajar el pescado”, tal como explica Leonor 

Ocón32, integrante de ASOPROTIL: 

Antes las mujeres eran las que más pescaban y vendían pescado seco, sobre todo 

en Semana Santa. Como antes no había refrigeradora, mi suegra en el verano se 

iba a pescar como desde las cuatro de la mañana en su botecito. Ya venían como 

por ahí de las diez de la mañana con aquellos botecitos casi hasta la mitad de 

pescado y ya venían a relajar el pescado: los salaban, los dejaban prensaditos, los 

lavaban y los tendían como tender ropa. Cuando ya estaban bien secos, los 

doblaban, lo tostaban y lo metían en saco para llevarlo a San Carlos. Luego para 

consumirlo ese pescado se echaba en el agua, luego se pela y se cocina, se puede 

hacer arroz con pescado, sopa o asado con arroz y frijoles (…) Antes eran 

cantidades de pescado, ahora cuesta.  

Algunas mujeres, además de pescar y relajar el pescado, eran las encargadas de 

comercializarlo junto con otros productos locales, tal como señala el relato de Denis García33, 

integrante de ASOPROTIL: 

Mi abuelita se dedicaba a la pesca. Yo la conocí en el río, en el llano ¡hasta que 

era negra la viejita de tanto sol! Traía un bote grande con hasta 100 o 200 pescados, 

esa señora vivía pescando. Después se ponían a relajar ese pescado y a nosotras 

pequeñitas nos mandaban a lavarlo en el llano (…) Luego los metían todos en un 

saco apilados y al otro día cogían a puro remo, a las cuatro de la mañana para San 

Carlos de Nicaragua. Iban a vender naranjas, pescados, todo eso.  

                                                 
31 Una investigación realizada por la Facultad de Ciencias de la Tierra y el Mar de la Universidad Nacional 

entre 1987 y 1992 en Caño Negro destaca precisamente la preponderancia de las mujeres de la comunidad en 

esta actividad: “La pesca se ha convertido en una de las principales actividades de las mujeres, quienes dedican 

buena parte de su tiempo a esta labor (…) Las mujeres conocen con gran precisión el ciclo reproductivo de los 

peces que capturan” (Arrieta, 1996, pp. 109, 114). 
32 Entrevista realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
33 Entrevista realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles.  
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Sin embargo, cabe resaltar que estas prácticas comenzaron a cambiar a partir de la creación 

del Refugio de Vida Silvestre durante los ochentas, ya que se estableció un sistema de 

regulación de la pesca. Por ejemplo, Arrieta (1996) menciona que en un principio las mujeres 

utilizaban redes pero que luego cambiaron al uso de anzuelos de forma regulada. Aunado a 

esto, la llegada de la electricidad a la comunidad y a las zonas donde se comerciaba el pescado 

implicó la pérdida de la costumbre de “relajar el pescado”.  

Asimismo, estos relatos hablan sobre la relación histórica de proximidad entre esta zona y 

Nicaragua, la cual va más allá de los intercambios comerciales entre ambas poblaciones. A 

nivel ambiental, Caño Negro forma parte del ecosistema del lago de Nicaragua, el cual es de 

gran importancia a nivel centroamericano (R. Castillo, 2005). A nivel familiar, al igual que 

otras comunidades de la zona norte, las poblaciones de ambos lados se mantienen unidas por 

relaciones de consanguinidad y tradiciones culturales (Benavides & Escalera, 2010). 

Las reconfiguraciones territoriales vividas en Caño Negro a partir de la intervención estatal 

a partir de los ochentas implicaron una rápida penetración de las relaciones capitalistas, las 

cuales vinieron a transformar la distribución de la tierra, la composición social, las relaciones 

de producción, la circulación de mercancías y las condiciones de las mujeres en los diferentes 

espacios de la vida cotidiana. ¿De cuáles reconfiguraciones estamos hablando y cuál es su 

relación con las políticas públicas a nivel nacional? 

Política de regionalización: La apertura de la red vial 

 

La política de regionalización constituye una estrategia de planificación y coordinación 

institucional sobre un determinado territorio, la cual fue aplicada más intensamente desde la 

década de los setentas en Costa Rica, como una forma de llevar a cabo un proyecto político 

específico y asimismo, integrar las diferentes regiones con el Valle Central (Obando, 2017).  

La incorporación de la zona norte en la lógica nacional de desarrollo estuvo motivada por la 

crisis de acumulación del período desarrollista, en donde según León (2015), “los problemas 

para la generación de excedentes obligaban a la diversificación productiva y a la creación de 

nuevos espacios de acumulación” (p. 41), lo que implicó la penetración de las relaciones 

capitalistas en el campo y el impulso al mercado agroexportador en detrimento de la 

producción para el mercado interno. El proceso de ampliación estatal coincidió con la 
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inclusión de la Región Huetar Norte a la lógica de formación del Estado, cuyos intereses 

fueron esencialmente geoestratégicos34 y económicos (A. León, 2015).  

En este contexto, se abrió por primera vez una carretera entre Los Chiles y el Valle Central 

(mediante la carretera Boca Arenal-Los Chiles) la cual fue concluida en 1988. En 1983 se 

iniciaron las mejoras en el camino entre Caño Negro y Los Chiles, el cual fue terminado en 

1997 cuando una empresa frutera costarricense, Compañía de Oro, construyó un puente sobre 

el Río Frío, con el fin de sacar su producción de la zona. La apertura de la red vial facilitó la 

entrada de servicios básicos para la comunidad tales como el agua entubada para el consumo 

doméstico en 1986, la luz eléctrica en 1995, y el transporte público, lo cual implicó nuevas 

formas de circulación de mercancías que culminaron en el paulatino abandono de la red de 

comercio fluvial con Nicaragua como el principal medio de intercambio comercial. 

Asimismo, el reordenamiento territorial supuso la creación de Caño Negro como distrito en 

1970 (Reyes et al., 2013). 

Política de conservación: La creación del Refugio de Vida Silvestre 

 

El enfoque conservacionista en Costa Rica se hizo notorio a partir de la década de los 

setentas, principalmente a través de la implementación de un marco jurídico-institucional 

dirigido a la creación de áreas de conservación bajo diferentes modelos de gobernanza: 

parques nacionales, reservas biológicas, reservas forestales, refugios de vida silvestre y 

territorios indígenas. Estas políticas públicas son en buena medida, las que permitieron a 

Costa Rica construir una “imagen verde” ante la esfera internacional (Á. Fernández, 1994). 

En dicho contexto, la laguna de Caño Negro fue declarada Refugio de Vida Silvestre bajo la 

categoría mixta en 1984, con poca participación de la comunidad en dicho proceso de toma 

de decisión. Se estableció una serie de prohibiciones, controles y sanciones sobre las 

principales actividades de subsistencia que tradicionalmente ejercían las y los pobladores. La 

creación del Refugio implicó un replanteamiento de la intervención estatal en la zona de 

                                                 
34 Los objetivos que perseguía el Gobierno con esta acción integradora tenían que ver con lo que Girot (1989) 

ha denominado la intención de conformar una “frontera viva” en contraposición a la frontera como un espacio 

libre para el tránsito de fuerzas insurgentes provenientes de Nicaragua.  



104 

 

Caño Negro, la cual pasó de estar en un relativo abandono institucional a ser un centro de 

conservación y ecoturismo (Reyes et al., 2013). 

Para Reyes et al. (2013), estas acciones estatales llegaron a alimentar el sistema de relaciones 

de poder imperante en la localidad, previamente establecido desde el frente colonizador. Las 

familias pioneras han sostenido en el tiempo una red clientelar que se vio fortalecida a partir 

del Refugio, ya que serían ellas junto con las instituciones estatales, quienes ejercerían las 

regulaciones sobre el acceso a los recursos naturales.  

Bajo el discurso conservacionista imperante durante los setentas y ochentas, el sistema 

lagunar se incorporó al sistema de gobernanza ambiental implementado por el Estado. Esto 

ocurrió al mismo tiempo que, la institucionalidad encargada del sector agro, puso en marcha 

una serie de incentivos políticos y económicos para el desarrollo de agroindustrias de 

exportación, las cuales han demostrado un uso desmedido de agroquímicos y un 

acaparamiento de tierras que pone en riesgo las fuentes de agua, la tierra, el bosque y las 

formas de reproducción de la vida de las familias campesinas (ver Recuadro 2). 

Recuadro 2 Las amenazas ambientales al Refugio de Vida Silvestre Caño Negro 

El RNVSCN constituye un área de más de 9000 hectáreas que alberga una gran cantidad 

de aves migratorias en busca de agua, diferentes variedades de peces, tortugas y caimanes. 

El humedal es uno de los doce sitios protegidos por la Convención Ramsar35, ratificada en 

1991. Asimismo, fue declarado por la UNESCO como el corazón de la Reserva de la 

Biosfera de Agua y Paz en 200736. 

 

Desde inicios de los 2000, se ha investigado sobre serias amenazas ambientales para la 

preservación del Refugio. En el 2004 se detectó la construcción de canales de drenaje por 

parte de finqueros en las zonas aledañas al refugio, los cuales hacen zanjas con el fin de 

captar agua de las lagunas para sembrar pasto, introducir ganado o plantar grandes campos 

de naranjas (A. C. Mora, 2004). 

 

A partir del 2009 se registraron graves afectaciones ambientales, provocadas por fincas 

piñeras aledañas al Refugio. Desde esta fecha las comunidades de Caño Negro y Guatuso 

denunciaron a las empresas por contaminación del agua con agroquímicos y sedimentación 

en las lagunas (Chacón, 2009). 

                                                 
35 Hace referencia a la Convención de Humedales firmada en Ramsar, Irán en 1971, la cual fue seguida por un 

Tratado que otorga un marco para la acción a nivel nacional e internacional en materia de conservación y 

protección de los humedales (A. C. Mora, 2004).  
36 Forma parte de 916 000 hectáreas de bosque tropical, ríos y humedales que incluyen también el Parque 

Nacional Volcán Tenorio, el Volcán Miravalles y el Parque Nacional Volcán Arenal (Reyes et al., 2013).  
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En el 2011, un informe del Tribunal Ambiental Administrativo (T.A.A.) señaló que las 

malas prácticas piñeras son las que afectan mayoritariamente la supervivencia del 

RNVSCN. Según señala, hay una carencia de acciones que minimicen el impacto sobre el 

bosque y el recurso hídrico, causados por la sedimentación, el cambio en el curso de ríos, 

los cambios ilegales de uso de suelo, la tala de árboles, los pozos perforados sin permiso y 

la desecación de lagunas y humedales (Córdoba, 2011a).  

 

Actualmente, la expansión acelerada del monocultivo de piña se comprende como un 

conflicto socio-ambiental, debido a que tiene consecuencias no solo sobre el ambiente sino 

también sobre las poblaciones campesinas y a nivel laboral. Algunas de las principales 

afectaciones son las afectaciones la calidad del agua, la deforestación, el acaparamiento de 

tierra, el cambio en el paisaje, la pérdida de la cultura campesina, la sobreexplotación 

laboral de poblaciones migrantes, entre otras (Obando, 2017, Valverde et al., 2016).  

 

Política de reconversión productiva y ampliación de los servicios públicos: La 

promoción de agroindustrias y la creación de asentamientos campesinos 

 

La intervención estatal en la zona norte puso en marcha procesos paralelos de conservación 

ambiental, promoción de la agricultura campesina e impulso a las grandes compañías 

agroindustriales. El gobierno costarricense favoreció la creación de nuevos asentamientos 

campesinos con el objetivo de reforzar el área fronteriza y reorganizar la administración 

política de la zona. Asimismo, determinó la zona norte como de gran potencial agroganadero, 

por lo que propició la instalación de poblaciones campesinas, así como de grandes 

agroindustrias, primero de naranja y más tarde de piña (León, 2015; Reyes et al., 2013).  

De esta manera, Caño Negro fue una de las zonas escogidas por el entonces IDA para 

emprender una serie de acciones dirigidas a la creación masiva de asentamientos campesinos, 

con el fin de mejorar las condiciones de vida de la población mediante la dotación de servicios 

públicos, el fomento de cooperativas y la mediación institucional a partir de los centros del 

Consejo Nacional de Producción (CNP) (Samper, 2005). Asimismo, mediante la puesta en 

práctica de los programas de reconversión productiva, las instituciones del agro se enfocaron 

en otorgar incentivos para la instalación de agroindustrias fruteras dedicadas a la exportación, 

así como la cría de ganado y la explotación maderera intensiva (León, 2015).  
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Mapa 2 Ubicación de proyectos piñeros y áreas protegidas en la Zona Norte 

 

Mapa 3 Ubicación de proyectos piñeros y asentamientos campesinos en la Zona Norte 

 

Fuente: Recuperados de Valverde et al. (2016) 
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El Mapa 2 muestra la ubicación de fincas piñeras y áreas protegidas, donde se puede apreciar 

la cercanía de ellas con el RVSCN. El Mapa 3 muestra nuevamente los proyectos piñeros, 

pero también los asentamientos campesinos37. Estas cartografías permiten evidenciar la 

forma en la que el monocultivo se ha expandido, colindante con zonas ambientalmente 

importantes y con comunidades de tradición campesina.  

Uno de los asentamientos conformados en Caño Negro es el de Nueva Esperanza, cuya 

historia resulta relevante para la investigación debido a que es en este proceso en el que las 

mujeres de AMPONE pudieron acceder a la parcela en donde realizan su trabajo productivo; 

sobre esto se profundiza en el siguiente aparatado.  

La creación del asentamiento campesino de Nueva Esperanza 

 

El asentamiento campesino de Nueva Esperanza fue conformado por el entonces Instituto de 

Desarrollo Agrario (IDA) en 1995. Algunos aspectos de su historia resultan importantes para 

esta investigación debido a que durante dicho proceso las mujeres de AMPONE pudieron 

acceder a la parcela en la que trabajan. Este apartado se construye a partir de la triangulación 

de tres fuentes: entrevistas semiestructuradas, revisión de notas de prensa y de documentos 

oficiales del Inder38.  

Las familias que fundaron la comunidad de Nueva Esperanza vivían originalmente en 

Jomusa, un asentamiento campesino que se había conformado durante los ochentas, ubicado 

en la zona fronteriza entre Costa Rica y Nicaragua, en el cantón de Upala. En este 

asentamiento, las familias tenían alrededor de 30 hectáreas de tierra cada una, la cual 

dedicaban al cultivo de granos básicos y ganadería de pequeña escala. Sin embargo, en 1992 

las autoridades nacionales dieron a conocer a las familias que ciertas parcelas de este 

                                                 
37 Estas cartografías fueron realizadas en el marco de un proyecto del Programa Kioscos Socioambientales, 

mediante talleres de mapeo participativo con las comunidades de la zona norte y consulta de expedientes piñeros 

en SETENA (Valverde, Porras, & Jiménez, 2016). 
38 Se realizaron 5 entrevistas semiestructuradas con mujeres pobladoras originarias de Jomusa y habitantes de 

Nueva Esperanza, se consultaron 20 notas de prensa referidas a la temática y se revisaron documentos oficiales 

del Inder como acuerdos de Junta Directiva para la compra del terreno y su distribución, así como 

correspondencia sobre el asentamiento Nueva Esperanza.  
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asentamiento se encontraban en territorio nicaragüense y que por lo tanto, debían ser 

desalojadas39.  

Es hasta 1994 que las autoridades iniciaron labores de “re-amojonamiento”40 a lo largo de la 

frontera entre ambos países. A partir de esta fecha, nuevos mojones marcaron una línea 

divisoria que vino a cambiar las dinámicas cotidianas de la comunidad, tal como menciona 

Evelia Pineda41, integrante de AMPONE y originaria de Jomusa: 

Calderón tuvo la idea de limpiar los mojones entonces pusieron unos nuevos (…) 

imagínese que en la Escuela que teníamos en Jomusa, el baño quedó del lado de 

Nicaragua entonces los niños decían ‘¿maestra, me da permiso para ir a 

Nicaragua?’ (…) Pero esa parte nunca fue de Nicaragua, nuestros abuelos sabían 

dónde estaban los mojones. Nunca supimos cuál fue el arreglo que hubo entre 

Calderón y la Violeta Chamorro, pero siempre se supo que ellos habían llegado a 

un acuerdo42.  

Algunos meses después del reamojonamiento, las autoridades nacionales indicaron a las 34 

familias ubicadas en territorio nicaragüense la obligatoriedad de su traslado. Las notas de 

prensa y las entrevistadas relatan estos momentos como un contexto sumamente hostil, ya 

que la respuesta del Gobierno de Nicaragua fue la instalación de campamentos militares en 

la zona. Se enviaron helicópteros y se ubicaron al menos 15 campamentos en Jomusa y otras 

zonas colindantes. Tanto las notas de prensa como los relatos señalan que un factor que 

influenció la respuesta militar por parte de Nicaragua fue la intención de algunos 

costarricenses de crear una “república independiente”43. Finalmente, el Estado costarricense 

intervino a través del IDA, institución encargada de gestionar la compra de una finca ubicada 

                                                 
39 La nacionalidad de estas familias es costarricense, de manera que, sin saberlo previamente, se encontraban 

en territorio nicaragüense en condiciones migratorias irregulares. 
40 Las notas de prensa consultadas utilizan diferentes términos para referirse a este fenómeno: La Nación (1995) 

indica un “nuevo trazado de la línea fronteriza”, La República (1995) habla de “verificación de los límites 

internacionales”. Por su parte, documentación del IDA (1995) indica que hubo una “densificación de mojones”.  
41 Entrevista grupal realizada el 27 de enero de 2018 en Nueva Esperanza, Caño Negro, Los Chiles. 
42 Los relatos de las mujeres entrevistadas coinciden en la existencia de un saber popular sobre la ubicación 

histórica de los mojones, los cuales, según su percepción, fueron cambiados y reemplazados por unos nuevos, 

colocados en ubicaciones distintas y con esto, delimitando una nueva línea fronteriza en la zona de Jomusa. 

Todas las entrevistadas afirmaron que hubo un “acuerdo” entre el Gobierno de Nicaragua y el de Costa Rica, 

sin embargo, en el marco de esta investigación no se ha encontrado información sobre este aspecto en la revisión 

documental. 
43 En este contexto, un finquero de la zona y dos residentes del Valle Central (un abogado y un empresario) 

fueron impulsores de la creación de una “república independiente” en el territorio de Jomusa, es decir, un país 

en medio de Nicaragua y Costa Rica. Esta nación se llamaría “Airrecú” que significa amistad en la lengua 

Maleku. Realizaron ciertas gestiones ante organismos internacionales, aunque sin éxito, además no contaban 

con una mayoría de apoyo de parte de los colonos de Jomusa (La Nación, 1995). 
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en Caño Negro para el reasentamiento de las familias, ayudarlas durante el traslado y 

otorgarles una serie de apoyos para su supervivencia durante las primeras semanas. Así, en 

1995 se creó el Asentamiento Campesino y en el 2000 el Centro Poblacional. 

Los relatos de las mujeres entrevistadas y algunas notas de prensa señalan un sentido de 

insatisfacción en las familias reubicadas, contrario al escenario relativamente armonioso, 

presentado en la Revista Mi Parcela (Ver Imagen 4). Entre las causas de la insatisfacción 

destaca, en primer lugar, el hecho de que las familias pasaron de tener aproximadamente 30 

hectáreas cada una a solamente 4 o 5 hectáreas. Aunado a esto, la tierra en el nuevo 

asentamiento no era fértil y por ende, las primeras cosechas fueron muy difíciles. En segundo 

lugar, el apoyo institucional en materia de programas de vivienda y otros apoyos a proyectos 

productivos fue poco constante y limitado. Una nota de prensa de La Nación (2000) ahonda 

sobre esos primeros años de vida en el asentamiento: 

La mayoría se marchó decepcionada por la mala calidad de las tierras (ácidas, 

arcillosas y con muchos suampos) y por eso demandan mucho abono. Los parceleros 

tienen que trabajar como peones, pues no producen ni para comprar comida (…) 

Estas familias están molestas con el IDA porque les hizo muchas promesas y luego 

los dejó abandonados.  

De las 34 familias que fueron reubicadas, muchas de ellas vendieron sus tierras o las 

alquilaron, de manera que actualmente solo quedan cinco de las que originalmente vinieron 

desde Jomusa. Desde entonces, una gran mayoría de familias se dedica a alquilar la tierra a 

empresas productoras de yuca, bajo una lógica de monocultivo. Esta intervención estatal 

revela que las necesidades de las familias campesinas no necesariamente fueron tomadas en 

cuenta. En este contexto de empobrecimiento, el IDA impulsó a las mujeres a organizarse 

para generar un proyecto productivo en una de las parcelas aún no asignadas en el 

asentamiento, con el fin de generar ingresos para sus familias.
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Imagen 4 Revista Mi Parcela del IDA, 1995 

 

Fuente: Material fotocopiado del Archivo de la Sede Central del Inder, Moravia, San José, recuperado en abril de 2018. 
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La reconfiguración del territorio vista en clave feminista 
 

La ecología política feminista plantea la necesidad de considerar el género como una variable 

crítica en cuanto al acceso a los recursos naturales, las experiencias asociadas a la naturaleza, 

las responsabilidades y toma de decisiones respecto al territorio (Bilder, 2013). Desde esta 

mirada, se pretende “visibilizar la discriminación sexual y desnaturalizar las prácticas 

socioculturales consideradas fijas y universales que operan en contextos extractivistas o de 

alta conflictividad socioambiental” (Bolados & Sánchez, 2017, p. 36). En este sentido, la 

noción de género resulta importante para entender el territorio, de manera que no se considera 

únicamente la base material de los ecosistemas sino también la historia y las relaciones de 

poder presentes. De manera que, la ecología política feminista propone una lectura feminista 

de las reconfiguraciones en un determinado territorio, como clave para analizar contextos 

rurales en donde se disputan diferentes lenguajes de valoración.  

La historia reciente de las comunidades de Caño Negro muestra una penetración tardía de 

relaciones capitalistas en un territorio en donde las instituciones estatales se encontraban 

relativamente ausentes y donde predominaban relaciones socioculturales y comerciales 

independientes de los centros poblacionales a lo interno del país. La presencia del Estado se 

hizo más visible a partir de la llegada de instituciones como el MINAE, ente encargado del 

Refugio de Vida Silvestre, el IDA y el MAG mediante la formación de asentamientos 

campesinos y la apertura de rutas viales para conectarse con el centro de Los Chiles y acceder 

a los servicios públicos; a esta entrada de las instituciones podemos llamarle la llegada del 

Estado.    

Esta llegada implicó una transformación territorial, que pasa por el acceso a los recursos 

naturales, las relaciones comerciales y las formas de producción y reproducción de la vida 

cotidiana. En este proceso de transición, los efectos para los hombres y para las mujeres 

fueron diferenciados: para las mujeres implicó una pérdida relativa de su espacio en la red de 

comercio fluvial. Si bien este espacio significaba para muchas mujeres una extensión de sus 
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jornadas laborales y no necesariamente les proporcionaba una fuente de autonomía 

económica, representaba un ingreso importante para el bienestar de sus familias44.  

Además, según relatan las mujeres entrevistadas, sus abuelas y familiares pescaban con las 

niñas. De manera que, es posible que en dichas labores ocurriera una transmisión 

generacional de los conocimientos sobre al ciclo reproductivo de los peces y demás aspectos 

de la pesca. La pérdida del papel central de las mujeres en este espacio podría afectar también 

dicha transmisión de conocimientos históricos asociados al territorio.  

Esto implicó una expulsión de las mujeres de un espacio de gran importancia como lo era la 

red de comercio fluvial y el manejo de los bienes comunes proporcionados por el ecosistema 

lagunar, que coincide con la llegada del Estado y profundización de las relaciones 

capitalistas. Las mujeres perdieron paulatinamente una cuota de poder en la esfera 

comunitaria y en el hogar ya que fueron sometidas a nuevas dependencias económicas ante 

la necesidad de generar ingresos alternativos para sus familias45.  

Sin embargo, cabe destacar que la llegada del estado implicó también la extensión de los 

servicios públicos y el aumento de la presencia institucional. Esto puede ser beneficioso para 

las mujeres, por ejemplo porque entraron instituciones como el IMAS y el INAMU, las cuales 

llevaron a cabo capacitaciones con las familias y principalmente con las mujeres. Sobre este 

aspecto se profundiza en el Capítulo IV.  

En este sentido, la intervención estatal en Caño Negro se vislumbra como una ampliación de 

la función estatal; sin embargo, esta ampliación ocurre al mismo tiempo que se reduce su 

función de carácter social, como parte del ajuste estructural. En este contexto, la relación 

                                                 
44 No solamente tuvo efectos diferenciados en cuanto al género, sino también en términos étnicos. La creación 

del Refugio tuvo un impacto importante sobre las formas de reproducción de la vida cotidiana del pueblo 

Maleku: supuso la prohibición de la pesca y caza de tortugas, actividad directamente ligada a la cultura, un 

elemento central en los rituales ceremoniales y sumamente relevante para la integración comunitaria, la 

socialización de jóvenes y la relación de los pobladores con el entorno. Si bien actualmente la legislación 

permite a este pueblo realizar sus rituales una vez al año, esta prohibición ha influenciado en la pérdida de uno 

de los rituales más significativos para este pueblo (Benavides & Escalera, 2010). 
45 Esta noción de pérdida de la cuota de poder se encuentra en los estudios de Federici (2010) sobre la transición 

del sistema feudal al capitalismo, el cual, según afirma, fue posible mediante la dominación de los cuerpos de 

las mujeres, su expulsión del artesanado, la devaluación de trabajo reproductivo y la pérdida de acceso a las 

tierras comunes.  
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entre las instituciones estatales y las mujeres se ha concentrado en tres grandes focos, desde 

los ochentas hasta la actualidad: 

- La promoción de la organización de mujeres en torno a proyectos generadores de 

ingresos para sus familias empobrecidas.  

- La formalización de la organización de mujeres mediante figuras legales previamente 

establecidas por el ordenamiento jurídico, tales como “asociaciones”.  

- La canalización de fondos de cooperación internacional en la promoción de proyectos 

con objetivos de desarrollo sostenible ejecutados por actores no gubernamentales  

En los siguientes aparatados se identifican los principales procesos organizativos que dieron 

origen a los grupos de mujeres presentes en Caño Negro y su relación con las formas de 

intervención estatal. Cabe resaltar que, si bien las agrupaciones de estudio son AMPONE y 

ASOPROTIL, el repaso de los procesos de otras organizaciones de mujeres presentes en el 

territorio (ASOMUCAN y AMSA) también resulta esencial para la comprensión de cada 

organización.   

aLa generación de ingresos: los orígenes de los grupos de mujeres 

 

Los cuatro grupos se originaron con el objetivo de generar ingresos para sus familias y en 

algunos casos, se plantearon propósitos secundarios como la contribución al mejoramiento 

de la comunidad o la búsqueda de mejores condiciones de vida para las mujeres. Todos los 

grupos fueron directa o indirectamente46 impulsados por instituciones (MAG, IDA o 

MINAE) presentes en el territorio.  

La promoción de proyectos productivos para la generación de ingresos en las agrupaciones 

de mujeres rurales ha sido una forma de intervención estatal ampliamente extendida en 

América Latina, como respuesta institucional ante el aumento de la pobreza rural. El 

empoderamiento de las mujeres a través de los micro-créditos en pequeñas y micro empresas 

                                                 
46 El impulso directo ocurrió en el caso de ASOMUCAN y AMPONE, quienes recibieron una presión explícita 

por parte de funcionarios(as) institucionales para conformar las agrupaciones. Por su parte, AMSA y 

ASOPROTIL surgieron desde iniciativas propias de las fundadoras, sin embargo, ellas fueron motivadas por su 

relación con los otros grupos anteriormente mencionados y bajo la idea de que conformando un grupo podrían 

acceder a ciertos apoyos institucionales.  
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es una ortodoxia bien establecida en el discurso del desarrollo durante la coyuntura de 

implementación del ajuste estructural en el Tercer Mundo (Fernando, 1997).  

Por ejemplo, para el caso de México, autoras como Mingo (1996) y Riaño y Okali (2008) 

han documentado los resultados de experiencias no exitosas de organizaciones productivas 

de mujeres promovidas desde las instituciones estatales para dicho objetivo. Según señalan 

las autoras, este enfoque de intervención ha buscado atender algunos intereses prácticos 

asociados al género, como el acceso a un empleo remunerado, así como servicios básicos y 

educación. Sin embargo, en la práctica, estos proyectos están lejos de convertirse en empresas 

productivas que generen ingresos que permitan incidir sobre las condiciones de pobreza de 

las familias rurales. Además, a pesar de que promulgan el uso de la perspectiva de género, 

ésta es pobremente aplicada en el campo y en el largo plazo no logran por sí mismos 

promover transformaciones en las relaciones desiguales de poder. Estos proyectos apelan al 

rol reproductivo de las mujeres, ya que no solo buscan generar ingresos para el bienestar de 

sus familias sino también para el bienestar y cuido de la comunidad (Mingo, 1996; Riaño 

Marín & Okali, 2008).  

El caso de ASOMUCAN y AMSA 

 

ASOMUCAN fue la organización de mujeres pionera en Caño Negro, constituida de manera 

formal en 1987. Según Clarys Reyes47, una de las fundadoras, entre las razones por las que 

decidieron agruparse destaca la posibilidad de emprender proyectos productivos con el apoyo 

del MAG y del MINAE en ese entonces. En un primer momento, incursionaron en la 

producción de plantas medicinales, sin embargo, este proyecto no tuvo éxito. Por esta razón, 

empezaron un proyecto de producción de mariposas, tal como señala la entrevistada: 

El primer proyecto del grupo de mujeres fue de plantas medicinales, las sembramos 

pero no funcionó. Después empezamos con las mariposas, pero dilató tres años 

para que pudiera arrancar. Nos ayudó el MAG de Upala y el MINAE (…) Teníamos 

como treinta especies, entonces yo les propuse que nos dividiéramos el trabajo por 

especie. Yo era muy ordenada, tenía un cuaderno con fechas y apuntaba las 

mariposas que se enviaban y las que se perdían, hasta aprendí de números. 

                                                 
47 Entrevista realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles.  
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El interés institucional en la promoción de un grupo de mujeres para la producción de 

mariposas no es casual. En un documento sometido en el XI Congreso Nacional Agronómico 

de 1999, Joris Brinckerhoff, pionero en esta industria, señala la importancia de este mercado 

en el contexto de finales del siglo pasado. Menciona que el impacto ecológico de esta 

actividad es mínima; que al ser una industria pensada para zonas rurales, puede fomentar el 

empleo rural y aumentar los ingresos de las familias; que hace uso de una tecnología 

“fácilmente entendible” para personas con diferentes niveles educativos;  que es consistente 

con el propósito de la Administración Monge de promover la exportación de productos no 

tradicionales; y finalmente, que muestra a Costa Rica en el mundo desde su “fauna 

extraordinaria” (Brinckerhoff, 1999, pp. 521-522).  

ASOMUCAN fue pionera en la zona norte en el “boom de los mariposarios” así descrito por 

Torrealba y Carbonell (2002) de la siguiente manera: 

Después del mariposario de La Guácima de Alajuela, fundado en 1984 por Joris 

Brinckerhoff y su esposa María Sabido, se abrieron otros. En la comunidad de Caño 

Negro, al norte del país, comenzó la actividad en 1987, por un grupo de mujeres 

organizadas que contaron con apoyo de instituciones estatales (…) Los mariposarios 

empezaron a extenderse por todo el país en sus inicios por las necesidades de 

algunos mariposarios empresariales y, especialmente, porque fueron percibidos 

como una actividad de fácil lucro debido al turismo. Hoy día, pese la existencia en 

el país de numerosos fracasos difíciles de investigar, comúnmente los mariposarios 

son vistos aún como una manera fácil de obtener ingresos económicos, debido a que 

las personas creen que no requiere mucho trabajo y porque en los años 90 hubo 

mucho apoyo a los mariposarios por parte de instituciones gubernamentales y de 

organismos internacionales, quienes vieron la actividad como una forma alternativa 

de obtener ingresos para grupos de mujeres en condiciones económicas deprimidas 

(p. 7).  

Durante los noventas, el MAG y el MINAE apoyaron varias organizaciones de mujeres en 

cinco comunidades de Upala y Los Chiles. Cada una de estas organizaciones trabajaba 

mediante mariposarios grupales, construidos con aportes propios así como apoyos de créditos 

no reembolsables. A partir de 1997, estos grupos decidieron conformar una organización de 

mayor nivel, encargada de la planificación y coordinación en la producción y venta, llamada 

FUFUMRAMA48 (Azofeifa, 1999) 

                                                 
48 FUFUMRAMA es una palabra del idioma Maleku, significa “mujer productora de mariposas” (Azofeifa, 

1999, p. 5).  
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Según Azofeifa (1999), el apoyo de estas instituciones tiene que ver con factores como la 

cercanía de estas comunidades con parques nacionales, el ser poblados ubicados en dos de 

los cantones más pobres del país y finalmente, la participación activa de mujeres. El autor 

señala que “mediante esta experiencia, se ha fortalecido el rol de la mujer en la toma de 

decisiones y la administración de los ingresos familiares; así como el uso de los recursos 

naturales en una forma sostenible. Ambos campos son de interés para la política nacional” 

(p. 1).  

Sin embargo, la experiencia de ASOMUCAN no fue completamente exitosa. Según Clarys 

Reyes, la participación del grupo en FUFUMRAMA implicó diversos problemas, debido a 

que no hubo un buen manejo organizacional. Después de varios años en esta industria, varias 

integrantes del grupo se separaron y las que permanecieron incursionaron en proyectos 

diferentes, por ejemplo una panadería. Según señala la entrevistada al respecto: 

Después el MAG quiso unir todos los grupos, yo tenía desconfianza pero igual nos 

metimos…se llamaba FUFUMRAMA. Yo les aconsejé que trabajáramos con ellos 

pero sin dejar a nuestra compradora y ellas estuvieron de acuerdo. Yo no dilaté ni 

dos meses porque las cosas no eran como decían al inicio. Era un mariposario 

millonario en Upala, entonces a las mujeres les gustó porque había plata. Pero al 

final todo se cayó, todas las mujeres se salieron y el proyecto lo vendieron. Querían 

exportar mariposas, lo hicieron una vez, pero había chorizo. 

Precisamente, una de las integrantes que se separó de ASOMUCAN por las problemáticas 

identificadas, decidió conformar una organización de mujeres en su localidad. Fue así como 

nació la Asociación de Mujeres de San Antonio de Caño Negro (AMSA) alrededor del año 

2000. Esta organización se dedica a la producción de artesanías, con el objetivo de generar 

mayores ingresos para las familias de las mujeres involucradas. Cabe resaltar que las 

integrantes de AMSA mantienen relaciones estrechas con las integrantes de ASOPROTIL, 

en diferentes ocasiones han intercambiado experiencias, consejos y apoyo.   

Según señala Marlene Duarte49, fundadora de AMSA y Presidenta de la ADI de Caño Negro, 

si bien la generación de ingresos no ha sido constante, el proceso de aprendizaje de las 

mujeres ha influenciado su calidad de vida: 

La situación es muy dura porque la mayoría han sido jefas de hogar entonces lo 

que entra a la Asociación no les da para mantener el hogar. Entonces tenemos que 

                                                 
49 Entrevista realizada el 31 de agosto de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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descuidar a veces lo organizativo para hacer otros trabajos (…) Empezó un tiempo 

en que el Natural Lodge50 nos permitía vender a los turistas, nos iba muy bien. 

Empezaron las mujeres a trabajar, tener dinero extra, a tener otra forma de vida. 

Venían grupos y algunas que no hablaban en público empezaron a ser diferentes. 

La satisfacción más grande mía es ver que las mujeres de la comunidad son otras 

mujeres, son diferentes. Los maridos decían que yo era la mujer que le hacía mal a 

las otras porque las sacaba de la casa para que fueran otra clase de mujer. Ya con 

el dinero que vendíamos ellas hacían cositas en la casa, le ayudaban a los hijos al 

colegio. 

La entrevistada señala que una de las motivaciones para conformar la organización fue la 

percepción de que el apoyo institucional estaba condicionado a la ejecución de proyectos 

productivos en grupos. Precisamente, una de las instituciones que las apoyó para consolidarse 

de manera formal fue el MINAE. Unos años más tarde esta misma institución les brindó 

acompañamiento para participar en un proyecto de reciclaje, en donde ganaron un 

financiamiento para construir la casa de la Asociación, el espacio donde producen sus 

artesanías.  

Relaciones intergrupales 

Cabe resaltar que varias de las actuales integrantes de AMSA, AMPONE y ASOPROTIL 

participaron en diferentes momentos en ASOMUCAN y luego fundaron estas otras 

organizaciones. Si bien varias de ellas abandonaron el grupo por diferencias internas, las 

mujeres reconocen que participar en este espacio les dio una suerte de músculo organizativo 

que les permitió motivar a otras mujeres para iniciar una nueva agrupación, aunque cada una 

con enfoques diferentes. 

Resulta importante señalar que es en el marco de las relaciones intergrupales en donde 

también se reproduce la percepción generalizada de las mujeres de que la mejor vía para 

acceder a ciertos apoyos institucionales –principalmente aquellos dirigidos a las condiciones 

socioeconómicas– es la formación de grupos organizados en la comunidad. 

Evelia Pineda51, fundadora de AMPONE, relata su experiencia los primeros años después del 

traslado desde Jomusa y la importancia de su relación con ASOMUCAN:  

                                                 
50 Hotel ubicado en el centro de Caño Negro, Los Chiles. 
51 Entrevista realizada el 6 de octubre de 2018 en Nueva Esperanza, Caño Negro, Los Chiles. 
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Cuando nosotros llegamos aquí, recibimos mucha discriminación porque la gente 

pensaba que veníamos de Nicaragua y no nos querían. Sin embargo, el grupo de 

mujeres ASOMUCAN, las mariposeras, ellas nos dieron apoyo a las mujeres. Nos 

citaron a varias pero pocas nos quedamos. Yo estuve nueve años trabajando con 

ellas, y eso generaba ingresos. Cuando renuncié a ASOMUCAN, ya tenía experiencia 

como grupo…Tuvimos nuestras diferencias pero con todo ese proceso me vine y 

empezamos a trabajar aquí en la parcela, iniciando con lo orgánico.  

Por su parte, las mujeres de ASOPROTIL han compartido diversas capacitaciones con 

AMSA, debido a que ambas se han dedicado a la producción de artesanías. Es común que 

entre las participantes se comuniquen constantemente para intercambiar consejos y 

experiencias. Cabe resaltar que una de las fundadoras de ASOPROTIL formó parte de 

ASOMUCAN durante sus primeros años de organización.  

En el siguiente aparatado se profundiza sobre los procesos organizativos que dieron origen a 

los grupos de mujeres AMPONE y ASOPROTIL y su relación con la intervención estatal.  

Los casos de estudio: AMPONE y ASOPROTIL 

 

AMPONE se constituyó como organización formalmente inscrita en el año 2003, como una 

iniciativa de un grupo de mujeres apoyada por el entonces IDA. Estas mujeres comenzaron 

a organizarse desde los primeros años de la creación del Asentamiento Campesino de Nueva 

Esperanza, con el objetivo de poner en uso una parcela de 3.9ha que no había sido asignada 

a ninguna familia y que era una “parcela del área comunal” según la documentación oficial 

del IDA52. 

El objetivo principal de las mujeres es la generación de ingresos para las familias mediante 

proyectos productivos en la parcela. Antes de formalizar el grupo, se inició con la siembra 

de frijoles y maíz y la producción de mariposas en conjunto con ASOMUCAN y 

FUFURAMA, sin embargo, tal como se mencionó anteriormente, estos proyectos no tuvieron 

los resultados esperados.  

Ante la presión del IDA por formalizar el grupo, las mujeres decidieron conformar una 

asociación y emprender un proyecto de producción orgánica. Según relata Simona Mairena53, 

                                                 
52 Oficio DRHN-A1040-2005 del IDA, Asunto: Adjudicación Parcela 13 Nueva Esperanza. 
53 Entrevista grupal realizada el 28 de enero de 2018 en Nueva Esperanza, Caño Negro, Los Chiles. 
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“una funcionaria del Ida nos dijo ‘¿qué piensan mujeres, no van a trabajar la parcela? 

Reúnanse, hagan una Asociación y se ponen a trabajar’ Ahí fue cuando nosotras tomamos 

las riendas de esa parcela, ya empezamos a trabajarla”.  En este punto, decidieron iniciar 

un proyecto de producción orgánica en la parcela.  

Por su parte, la Asociación de Mujeres Productoras de Tilapia de Caño Negro se conformó 

como grupo formalmente en el 2007. Leonor Ocón, una de las fundadoras del grupo, tenía 

relaciones de amistad con las integrantes de AMPONE, quienes la invitaron a algunas de sus 

actividades. Fue por esta motivación que Leonor convocó a algunas mujeres de su comunidad 

para conformar un grupo productivo, tal como señala Celina Espinoza54: 

A mí me motivó doña Leonor, ella fue como la promotora…había hablado con las 

señoras de Nueva Esperanza que la invitaron al grupo. Doña Leonor había estado 

en ASOMUCAN pero después se salió. Ella fue la que nos dijo que nos reuniéramos 

para hacer un proyecto de mariposas, yo un día le dije que las mariposas no me 

gustan, entonces ella me preguntó qué me gustaría. Yo le dije que trabajar con peces 

o un taller de costura. Mariposas no, no me llama la atención…Yo miraba el 

negocio de la tilapia, la gente hablaba mucho, decían que la tilapia es muy rápida, 

que da en seis meses. 

Tras discutir varias ideas de proyectos productivos, decidieron optar por la producción y 

comercialización de tilapias. Con el apoyo de dos voluntarios del Cuerpo de Paz55, entre 2008 

y 2009, realizaron los trámites correspondientes para constituirse como asociación. Durante 

estos primeros años se concentraron en la generación de ingresos para dar inicio al proyecto 

productivo, por lo que iniciaron con la creación y venta de artesanías en su comunidad, 

concretamente de bolsos, carteras y estuches a partir de material reciclado.  

Una vez constituido el grupo, buscaron apoyo en las instituciones presentes en su comunidad, 

principalmente el Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE) a través de los 

funcionarios(as) del Refugio de Vida Silvestre de Caño Negro, así como la Asociación de 

Desarrollo Integral. Las mujeres señalan que en esta etapa no recibieron el apoyo 

institucional que esperaban debido a su escogencia del pescado a producir, ya que la tilapia 

no es un pez local sino una especie introducida.  

                                                 
54 Entrevista realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
55 Agencia independiente de Estados Unidos encargada de enviar voluntarios a diferentes países para gestionar 

proyectos de bien social.  
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Tanto AMPONE como ASOPROTIL surgieron a partir de la necesidad de generar ingresos 

para mejorar la calidad de vida de las mujeres y sus familias. Además, ambas han cumplido 

un rol importante en la vida comunitaria, tal como señala Evelia Pineda56 de AMPONE: 

La mente de las mujeres campesinas es trabajar para obtener lo que nosotras 

necesitamos en nuestras casas, sentirnos bien y poder involucrar a la familia (…) 

Lo que queríamos es que el proyecto no fuera solo para generar ingresos sino 

también para ayudar a facilitar los estudios de los jóvenes. Esa era nuestra idea, 

que nosotras tuviéramos cultivos y que pudiesen venir estudiantes a ver y aprender 

que también pueden hacerlo (…) La tenencia, el derecho que tenemos las mujeres 

en la finca, ha hecho bueno para toda la familia y hasta para la comunidad. Se 

llama el pulmoncito de Nueva Esperanza: somos las que hemos luchado para que 

esta parcela no tenga químicos. 

Las mujeres de Nueva Esperanza han gestionado recursos para su comunidad, principalmente 

para la Escuela de Nueva Esperanza a través de organizaciones como Visión Mundial. 

Además, decidieron iniciar un proyecto de agricultura orgánica por razones que tienen 

relevancia no solo a nivel personal y familiar sino también a nivel comunitario. Al 

preguntarles ¿por qué lo orgánico? ellas mencionan que responde a varias razones:  

1. Queríamos algo que no fuera lo tradicional 

2. Estamos en un área de conservación 

3. Lo aprendimos de nuestros padres y madres, es lo que sabíamos 

4. Puede participar toda la familia sin ningún peligro, no hay problema de 

que los niños vengan porque no hay agroquímicos 

5. En un principio, no queríamos ahuyentar a las mariposas con los 

agroquímicos 

Por su parte, las mujeres de Caño Negro han aportado a su comunidad como las primeras 

promotoras de la separación de desechos, ya que sus artesanías requieren de material 

reciclado. Aunado a esto, aseguran que en diferentes ocasiones son tomadas en cuenta como 

grupo para apoyar en la organización de actividades sociales y culturales de la comunidad.  

Otro aporte no solo a nivel comunitario sino también a nivel regional, ha sido la participación 

de las mujeres de ambas agrupaciones en en proyectos relacionados con la protección 

ambiental del Refugio de Vida Silvestre Caño Negro. Concretamente, participaron en dos 

                                                 
56 Entrevista realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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proyectos de acción social desarrollados por varias Universidades Públicas, el primero entre 

2010 y 2013 y el segundo entre 2014 y 201657.  

En el marco de estos proyectos participaron en una serie de talleres relacionados con el 

fortalecimiento organizacional y la seguridad alimentaria frente a las amenazas socio-

ambientales provocadas actividades agrícolas con alto uso de agroquímicos en las zonas 

aledañas, como por ejemplo el creciente monocultivo de piña.  

En este sentido, es importante destacar que si bien los orígenes de los grupos de mujeres 

estuvieron relacionados con la búsqueda de ingresos para mejorar las condiciones de vida de 

sus familias, en sus procesos organizativos también han aportado al cuido de la comunidad. 

La investigación de Martínez y Morales (2012), en su estudio de grupos de mujeres en la 

zona de Siquirres, menciona una tendencia similar, en donde según señalan que,  

(…) aunque las entrevistadas explícitamente no consideran que el cuido de la 

comunidad es una obligación de su organización, esto se ha convertido en una de 

las funciones de la agrupación. Bajo los roles de género impuestos por la sociedad 

a las mujeres, el cuido se traduce de una u otra manera, en una necesidad de las 

mujeres de cuidar a la comunidad, buscando recursos institucionales para 

desarrollar proyectos para el asentamiento (p. 145).  

En este punto es importante destacar que los orígenes de los grupos tienen lugar en diferentes 

espacios de la vida cotidiana de las mujeres, tanto en el ámbito privado de sus hogares como 

en la esfera pública de sus comunidades, en un contexto donde las condiciones de pobreza 

generalizada impulsan a las mujeres a buscar nuevos ingresos para el cuido de sus familias y 

finalmente, proyectos para el cuido de sus comunidades.  

Los proyectos productivos 

Para el caso de AMPONE, en el marco de su proyecto de producción orgánica recibieron 

apoyo de actores como el Movimiento de Agricultura Orgánica Costarricense (MAOCO), el 

Programa de Agricultura Orgánica de la Universidad de Costa Rica (PAO-UCR) y el 

                                                 
57 El primer proyecto fue desarrollado por el Consejo Nacional de Rectores (CONARE), titulado Identificación 

de las Amenazas y Capacitación para el uso sostenible del Refugio Nacional de Vida Silvestre Caño Negro, 

entre el Programa Kioscos Socioambientales de la UCR, el Centro de Investigaciones en Transferencia 

Tecnológica y Educación para el Desarrollo de la UNED y el Instituto Regional de Estudios en Sustancias 

Tóxicas (IRET) de la UNA. El segundo proyecto fue desarrollado nuevamente por Kioscos Socioambientales, 

titulado Gestión organizativa comunitaria en localidades de los cantones de Zona Norte-Norte: propuestas 

para enfrentar conflictos socioambientales presentes en sus territorios.  
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Ministerio de Ganadería y Agricultura (MAG) a través de sus oficinas en Upala. Desde el 

2006 hasta el 2008 desarrollaron un proyecto con el Programa de Naciones Unidas para el 

Desarrollo (PNUD) titulado Asociación de Mujeres Productoras Orgánicas de Nueva 

Esperanza de Caño Negro Los Chiles: Desarrollo de capacidades de producción agrícola y 

pecuaria orgánica con enfoque ecoturístico; gracias a este proyecto pudieron desarrollar la 

infraestructura productiva de la parcela.  

Entre el 2009 y 2010 recibieron apoyo organizativo de la Corporación Educativa para el 

Desarrollo Costarricense (CEDECO) y de un proyecto de acción social de la Escuela de 

Agronomía de la UCR. Este último fue de gran importancia para el grupo, ya que les permitió 

acceder a insumos para la producción de hortalizas, de gallinas y de árboles forestales.  

La producción de hortalizas siempre ha estado combinada con otras actividades generadoras 

de ingresos, como la venta de tamales, tortillas, pan y bizcochos, todo cocinado en un horno 

de barro que construyeron en la parcela. En cuanto a la división de los ingresos percibidos, 

se ha realizado con base en la división del trabajo, de la siguiente manera: no todas trabajan 

al mismo tiempo, cada semana tres mujeres se encargan del trabajo; de cinco semanas 

trabajadas, los ingresos de cuatro de ellas se reparten entre las mujeres que trabajaron cada 

semana y los ingresos de una semana se destinan al grupo.  

Imagen 5 Producción de hortalizas en la parcela de AMPONE, 2011 

 

Fuente: Recuperada de Oficina de Divulgación e Información de la Universidad de Costa Rica  
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Por su parte, ASOPROTIL se ha dedicado mayoritariamente a la producción de artesanías 

como medio para recaudar ingresos que permitan sostener las inversiones de la organización. 

Mediante la venta de los bolsos en la comunidad, han cubierto los trámites legales necesarios 

para su conformación formal como grupo. Sin embargo, cabe destacar que igualmente 

dependen de factores como la presencia de turistas en la zona, ya que son sus principales 

clientes. Además de las artesanías, en ocasiones son contratadas en su comunidad para 

servicios de alimentación. 

Sus bolsos son vendidos mayoritariamente en los hoteles de la zona, en ocasiones han 

recibido turistas interesados en verlas trabajar. Durante el 2010, el voluntario del Cuerpo de 

Paz se encargaba de vender los bolsos en Estados Unidos y enviarles las ganancias mediante 

remesas, sin embargo esta iniciativa duró un tiempo limitado. Actualmente trabajan en los 

bolsos mayoritariamente por encargos. En cuanto a la división de los ingresos, un 70% es 

repartido entre las integrantes y el restante 30% para los gastos del grupo.  

Un aspecto importante de mencionar es que en diferentes períodos, ambos grupos de mujeres 

participaron en un subsidio otorgado por el IMAS, llamado “Manos a la Obra”, en el cual 

consiste en transferencias condicionadas para personas desempleadas que realicen aportes 

comunales. Sin embargo, a pesar de que dicho subsidio fue beneficioso para las mujeres 

durante ciertas temporadas, implicó la entrada masiva de mujeres al grupo que una vez 

terminadas las transferencias, decidieron abandonarlo.  

Esto tiene relación con el hecho de que ninguno de los grupos ha cumplido con éxito su 

objetivo inicial de generar ingresos que permitan mejorar las condiciones de vida de las 

familias de las mujeres. Sin embargo, tal como se pretende hilar en el siguiente capítulo, los 

beneficios percibidos por las mujeres son muy distintos a los que inicialmente se plantearon. 

La institucionalización de las formas organizativas: estructura y toma de decisiones  

 

Para el caso de AMPONE, conformar una asociación formalmente inscrita en el Registro 

Civil fue el resultado de la presión del Instituto de Desarrollo Agrario, como requisito para 

poder acceder a la adjudicación de la parcela a nombre del grupo. Sin embargo, cabe destacar 

que, hasta la fecha, el trámite de adjudicación no ha sido finiquitado, sobre lo cual se 

profundiza en el siguiente capítulo. Por su parte, ASOPROTIL se constituyó como grupo 
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formalizado por iniciativa propia, influenciadas por los otros grupos mujeres de su 

comunidad (AMPONE, ASOMUCAN y AMSA) y con el apoyo de un voluntario del Cuerpo 

de Paz.  

En este sentido, las organizaciones cumplen la formalidad de una jerarquía de roles y un 

proceso de toma de decisiones previamente establecido por el modelo de organización 

institucional contemplado en la Ley de Asociaciones N°218.  Es decir, deben cumplir con 

una serie de requisitos formales como la tenencia de una personería jurídica, el desarrollo de 

asambleas de forma periódica, la escritura de minutas, el orden de los libros de contabilidad, 

la rendición de cuentas, entre otros. Según las integrantes de las agrupaciones, la principal 

motivación para formalizar sus organizaciones tiene que ver con la posibilidad de acceder a 

una serie de recursos institucionales para los cuales contar con una persona jurídica como 

representación del grupo es mandatorio.  

En la práctica, la jerarquía de roles impuesta por la forma asociativa contemplada por la ley 

implica una carga de trabajo desigualmente distribuida entre las integrantes de los grupos. 

Además de la inversión de tiempo, requiere una serie de costos que deben ser asumidos por 

el grupo, ya sea de sus propios bolsillos o de los ingresos que generan, principalmente los 

referentes a su carácter de persona jurídica. 

Precisamente, para el caso de ASOPROTIL la renovación de su personería jurídica ha sido 

un trámite que les ha presentado grandes obstáculos para el avance de sus proyectos, ya que 

desde el 2016 contrataron los servicios de profesional en derecho, a quien le pagaron por 

adelantado para hacer los trámites, pero no los cumplió, de manera que mediante engaños se 

ha quedado con el dinero que le fue otorgado58. Por esta razón, el grupo ha quedado con un 

faltante de dinero que no le ha permitido contratar a otra persona profesional que pueda 

realizar el trámite que ya cuenta con tres períodos de atraso (ya que debe renovarse 

anualmente), tal como señala Celina Espinoza59, “como no tenemos la personería no hemos 

                                                 
58 El caso ya fue presentado por la Asociación de Mujeres ante el Colegio de Abogados de Costa Rica, sin 

embargo, no había sido resuelto a la fecha en que concluyó el trabajo de campo de esta investigación (noviembre 

2018).  
59 Entrevista realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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podido avanzar en los proyectos. El abogado nos dijo que él nos podía hacer la renovación, 

pero nos terminó robando toda la plata, puras mentiras. Ya son tres años que tenemos”. 

A pesar de estas limitaciones, cabe resaltar que, si bien los grupos están organizados 

siguiendo los requisitos formales establecidos por ley, en la práctica cotidiana las relaciones 

entre las participantes son mayoritariamente horizontales y sus momentos de deliberación 

como grupo son más espontáneos y orgánico. Las integrantes de los grupos cumplen diversos 

roles que no son estáticos a través del tiempo, sino que responden a las habilidades, intereses 

y disponibilidad de cada una.   

Por ejemplo, en el caso de Denis García60, integrante de ASOPROTIL, ella es la tesorera del 

grupo debido a que le gusta manejar los dineros para invertirlos bien y evitar las malas 

inversiones. Sin embargo, también le gusta el “servicio al cliente” porque le interesa atender, 

servir y estar pendiente de que la presentación de sus productos sea limpia y ordenada. En 

este sentido, ella cumple diferentes roles a lo interno del grupo, que tienen que ver con sus 

cualidades personales. Por esta razón, afirma que en ocasiones, las personas fuera de la 

organización suelen creer que ella es la que tiene el cargo de Presidenta. Esto, lejos de generar 

conflictos con la compañera que sí ocupa dicho cargo, genera más bien una complicidad entre 

ellas y su trabajo, sobre lo cual apunta: 

Yo le doy su lugar a ella como Presidenta pero ella también siempre me da el 

espacio porque ella sabe que yo siempre tengo algo que agregar (…) Eso es lo que 

me encanta del grupo, que me dan la oportunidad, porque otras seguro se 

enojarían. Me gusta solucionar e inventar y ellas lo saben. Eso casi solo yo lo 

manejo en el grupo. 

En el caso de AMPONE, la integrante Simona Mairena es también tesorera de la junta 

directiva pero además del manejo de dineros, desde los primeros años de la conformación 

del grupo, se hace cargo de la mayoría de las gestiones a lo externo. Es decir, hacer contactos 

con organizaciones para recibir apoyo, asistir a actividades en representación del grupo, 

gestionar actividades con la comunidad, entre otras funciones. Esto debido a sus propios 

intereses y habilidades, pero también al hecho de que sus hijos ya están mayores, entonces 

                                                 
60 Entrevista realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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sus labores de cuido en el hogar han ido disminuyendo, por lo que puede disponer de más 

tiempo para las labores organizativas. 

En este sentido, resulta evidente que las formas organizativas establecidas por ley son 

adoptadas por los grupos de mujeres con el objetivo de acceder a ciertos recursos 

institucionales y además, para ser legitimadas en sus comunidades y ante las instituciones. 

Sobre este aspecto, Martínez y Morales (2012), en su estudio sobre organizaciones de 

mujeres en Siquirres y su relación con las instituciones estatales, afirman que la 

institucionalización de las formas de organización responde al interés estatal de entablar un 

“diálogo formal” con las agrupaciones en las comunidades, como requisito para poder 

acceder a ciertos recursos de la política social. Sin embargo, este diálogo se hace en un 

“marco material y cultural común” delimitado mayoritariamente por los actores 

hegemónicos. En este sentido, plantean el siguiente cuestionamiento: 

La organización de las mujeres rurales, particularmente las asociaciones de mujeres, 

¿se posiciona como herramienta para reivindicar y exigir derechos ante el Estado 

capitalista y patriarcal o como herramienta del Estado para construir mecanismos de 

distribución de recursos de la política social, mediando y cooptando las 

organizaciones y extendiendo su presencia en la esfera local, comunal y privada? 

(p. 189). 

En el caso concreto de AMPONE y ASOPROTIL, interesa plantear que los obstáculos 

asociados al cumplimiento de los requisitos formales potencian más bien desorganización y 

desmotivación del grupo. Esto ocurre porque las formas establecidas por ley no responden a 

las necesidades organizativas de las mujeres, es decir, a su vida cotidiana y las limitaciones 

impuestas por su condición de género. La forma asociativa, por su naturaleza jerárquica y 

poco flexible, dificulta en sí misma la generación de procesos de empoderamiento para que 

las mujeres puedan reivindicar y exigir derechos ante el Estado. De manera tal que, en última 

instancia, dicha institucionalización funciona como una herramienta de control y cooptación 

de los grupos de mujeres.  

Sin embargo, ante las formas de control y cooptación, las mujeres también tienen respuestas 

organizativas de resistencia. Las agrupaciones de mujeres develan una gestión cotidiana en 

donde logran sostener sus organizaciones mediante una combinación entre el acceso a 

recursos institucionales y otras formas de autogestión no estado-céntricas, sobre lo cual se 

profundiza en el siguiente capítulo.  
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La imposición de objetivos ambientales: financiamiento para proyectos productivos 

 

Como fue mencionado en los apartados anteriores, las mujeres de AMPONE participaron en 

un proyecto productivo gestionado por el Programa de Pequeñas Donaciones61 del Programa 

de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) entre el 2006 y 2008. El proyecto propuso 

generar acciones para la producción orgánica, la comercialización, el procesamiento y el 

desarrollo de experiencias de turismo rural alternativo. Fue valorado en más de 10 millones 

de colones y sus objetivos estratégicos fueron los siguientes62: 

1. Crear la primera finca integral de la zona, como atractivo turístico y promover el 

intercambio cultural. 

2. Crear centro de capacitación en la producción animal y cultivos orgánicos, para 

productores y estudiantes de la región, como forma de desarrollar cambio en prácticas 

agrícolas y pecuarias. 

3. Promover el uso de desechos agrícolas en la producción de compostajes evitando la 

quema de los mismos y disminuir el riesgo de incendios en el RVSCN 

4. Generar servicios en las fincas para el turismo local y visitantes del RVSCN 

5. Avanzar en los trámites de certificación orgánica del grupo 

6. Establecimiento de alianzas para el desarrollo de capacidad de elaborar una oferta 

turística 

7. Desarrollo de la oferta turística relacionada con la producción orgánica 

8. Desarrollo de capacidades para la sostenibilidad de la oferta turística 

De estos objetivos, las mujeres de AMPONE únicamente reconocen ciertos avances 

concretos, tales como su participación en numerosas capacitaciones, la construcción de la 

infraestructura productiva en la parcela (bodega de almacenamiento, la oficina, el gallinero 

y la lombricompostera) y la puesta en marcha de la producción de hortalizas. Sin embargo, 

actualmente, la infraestructura productiva se encuentra temporalmente en abandono por falta 

de insumos, la certificación orgánica no ha sido obtenida y no se iniciaron proyectos de 

ecoturismo. En este sentido, si bien el proyecto permitió a las mujeres arrancar con la 

                                                 
61 Se trata de un programa establecido en 1992 a partir de la Cumbre de la Tierra en Río de Janeiro con el 

objetivo de promover el desarrollo sostenible en los países del Tercer Mundo, mediante el apoyo técnico y 

financiero para proyectos de conservación y restauración ambiental relacionados con la mejora de la calidad de 

vida de las comunidades. Sus ejes de trabajo son biodiversidad, mitigación y adaptación al cambio climático, 

degradación del suelo y manejo sostenible de bosques y agua.  
62 La información referente a este proyecto se encuentra disponible en el archivo de The GEF Small Grants 

Programe. El número de proyecto es COS/06/15 y se titula Asociación de Mujeres Productoras Orgánicas de 

Nueva Esperanza de Caño Negro Los Chiles. Desarrollo de capacidades de producción agrícola y pecuaria 

orgánica con enfoque eco turístico en el Asentamiento Nueva Esperanza. Disponible en https://sgp.undp.org 
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producción agrícola durante los primeros años de organización, no tomó en cuenta las 

necesidades e intereses reales de la agrupación, ni su sostenibilidad en el largo plazo.   

El informe de proyecto menciona que los componentes tomados en cuenta para su desarrollo 

fueron precisamente la posibilidad de sostenibilidad, los antecedentes de participación 

comunitaria en la zona, el enfoque de género y la capacidad organizativa del grupo para 

construir proyectos. No menciona si se tomaron en cuenta aspectos esenciales para garantizar 

la factibilidad de la instalación de una empresa tan ambiciosa, tales como la demanda de 

productos orgánicos y de ecoturismo. De manera tal que, todos estos conceptos de “género”, 

“orgánico” y “ecoturístico” parecen ser adornos discursivos utilizados por los ejecutores de 

la cooperación internacional para el desarrollo.  

Como segundo proyecto de este tipo, ambas agrupaciones concursaron por un financiamiento 

en el marco del Fideicomiso Costa Rica-Canadá: Fondo de Pequeños Proyectos Ambientales, 

ejecutado por el Área de Conservación Arenal Huetar Norte desde el 2014. En el marco de 

este concurso, recibieron una serie de capacitaciones para formular un proyecto productivo 

con un conjunto de requisitos. Concursaron alrededor de 10 grupos productivos de la zona, 

de los cuales solamente AMPONE y ASOPROTIL resultaron ser clasificadas para recibir un 

fondo que les permitiría invertir en un invernadero a las primeras y unas piletas para los peces 

a las segundas. 

Este fondo sería entregado en tres tractos durante el 2015 y el 2016, sin embargo, el tercer 

tracto no fue entregado a los grupos de mujeres debido a problemáticas internas en las 

instituciones organizadoras. Esto significó que la inversión quedó incompleta, lo cual fue una 

desmotivación para las mujeres, según afirman, ya que le dedicaron mucho tiempo y esfuerzo 

al concurso y a la ejecución, tal como relata Denis García63, integrante de ASOPROTIL: 

Recibimos muchas capacitaciones para que Canje Costa Rica-Canadá nos diera 

esa ayuda para hacer las piletas y el pozo perforado. De doce grupos que 

participaron solamente escogieron dos, quienes tuvieran el mejor proyecto, el mejor 

grupo y presentación de papeles y nosotras lo ganamos. Muchos grupos se 

rindieron porque era duro hacer los talleres, nosotras casi también lo dejamos, pero 

seguimos…vieras tanta papelería y todo. Nosotras pensábamos que no íbamos a 

calificar porque había grupos de maestros y estudiantes y nosotras…pero seguro 

vieron nuestra lucha y esfuerzo. Era requisito mantenerse desde el principio hasta 

                                                 
63 Entrevista grupal realizada el 27 de enero de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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el final de las capacitaciones y no todos los grupos se mantuvieron. Recibimos los 

tractos y al final nos quitaron 300 000 pero dijeron que era para papelerías, la cosa 

es que nos robaron. 

Para el caso de AMPONE ocurrió lo mismo, no recibieron el último tracto del fondo, de 

manera que el invernadero que habían construido quedó incompleto. Además, generó gran 

desmotivación e insatisfacción en el grupo, ya que igualmente habían dedicado mucho 

esfuerzo y principalmente porque sus posibilidades de continuar produciendo hortalizas 

dependían enteramente de dicho proyecto. Esto debido a que, una de las tendencias que es 

posible notar en ambas agrupaciones es la alta dependencia de insumos externos en forma de 

proyectos para poder desarrollar su producción, sobre lo cual se profundiza en el siguiente 

capítulo.  

Además de haber sido un proyecto mal ejecutado en términos presupuestarios, la intervención 

de los actores gubernamentales y no gubernamentales evidenció ser vertical, poco 

participativa y escasamente capaz de comprender la realidad de los grupos de mujeres. Esto 

se puede apreciar en las percepciones que tuvieron las mujeres sobre las capacitaciones 

recibidas en el marco del proyecto, las cuales constituían un requisito indispensable para 

poder concursar por el fondo. En el caso de ASOPROTIL, las mujeres que asistieron destacan 

que fue un gran desafío, no solo porque les demandaba mucho tiempo en sus jornadas de 

trabajo fuera y dentro del hogar, sino también porque el lenguaje era sumamente técnico64, 

tal como menciona Celina Espinoza65, integrante de esta organización: 

Ya nosotros empezamos a estudiar ese proyecto, duramos un año en las 

capacitaciones, entrábamos a las 7am y salíamos a las 5pm. Era duro…cosas que 

ellos hablaban y que no entendíamos. Yo le decía a Denis, ‘¿Denis vos entendés 

algo? Yo no entiendo ni de qué están hablando’. Eran unos señores que mandaba 

Canje y había uno que hablaba todo sofisticado, ni sabíamos qué era lo que decía. 

Entonces le dije al funcionario de MINAE ‘vea hábleles a ellas como ellas hablan, 

usted habla así con ese palabrerío…hábleles con pocas palabras que ellas 

entiendan, vea ni yo le entiendo eso que usted está hablando’. 

El equipo facilitador estaba conformado por profesionales en biología, ingeniería y 

funcionarios(as) del MINAE encargados del RNVSCN. Las capacitaciones estaban 

                                                 
64 La mayoría de las mujeres que conforman ambas agrupaciones cuentan con primaria incompleta. 
65 Entrevista grupal realizada el 27 de enero de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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relacionadas tanto con la formulación del proyecto como con aspectos más técnicos sobre el 

desarrollo de los proyectos desde el punto de vista de viabilidad ambiental y financiera.  

Un segundo elemento que evidencia la intervención vertical de los actores tiene que ver 

precisamente con los términos de viabilidad ambiental del proyecto. Cabe recordar que las 

mujeres de ASOPROTIL iniciaron su agrupación con la idea de producir tilapias, debido a 

que éstas se reproducen más rápidamente, de manera que pueden generar ingresos de forma 

más constante. Sin embargo, en el marco de las capacitaciones, el equipo facilitador les hizo 

saber a la agrupación de mujeres que la posibilidad de obtener el fondo estaría condicionada 

a la producción de guapotes y no de tilapias. Les impulsaron a producir guapote lagunero, ya 

que según indicaron, su sistema de reproducción es menos complejo y además es un pez 

nativo, de manera que el proyecto podría contribuir a la protección de la especie ante su 

escasez y así, cumplir con los estándares ecológicos planteados por el fondo66. 

Tanto el proyecto gestionado por el PNUD como el que fue ejecutado por el MINAE, resultan 

ser formas de intervención verticales, formulados desde afuera y no junto a las mujeres 

participantes. Muestran una fase de intervención estatal y no gubernamental diferente a la 

generación de ingresos como método para aliviar la pobreza, más centrada en estrategias 

ambiciosas de desarrollo sostenible que muestran poca preocupación y sensibilidad por las 

necesidades e intereses de las mujeres. La sostenibilidad de proyectos de este tipo depende 

de los derechos de tenencia, uso y control de la tierra para las mujeres. Esto implica 

necesariamente un profundo cuestionamiento de aspectos estructurales que limitan el acceso 

de las mujeres a la tierra. De manera que, ante la ausencia de cuestionamientos de esta índole, 

estos proyectos funcionan como paliativos que permiten cumplir con determinados 

estándares propuestos por los actores externos, pero no propician un mejoramiento de las 

condiciones de vida de las mujeres en el largo plazo.  

Consideraciones sobre el capítulo 

 

Tal como se evidenció en el Capítulo II de esta investigación, la inclusión de las mujeres 

rurales a la política pública ha sido desde un espacio de subordinación que ha respondido a 

                                                 
66 Las mujeres de ASOPROTIL aceptaron las condiciones impuestas en el marco del proyecto, sin embargo 

ellas manifiestan que no han renunciado al interés de producir tilapias, ya que se adaptan a sus necesidades. 
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los intereses de reorientación del agro hacia la mercantilización de la tierra. Precisamente, 

para el caso de Caño Negro, la inclusión subordinada ha sido el corolario de los mecanismos 

de intervención estatal, tanto aquella dirigida al territorio como aquella enfocada en las 

mujeres.  

La historia de la llegada del Estado a Caño Negro ilustra la realidad política, económica 

ambiental y social de la zona norte, en donde se conjugaron procesos paralelos y 

contradictorios de regionalización estatal, conservación, ampliación de los servicios 

públicos, repoblamiento y reconversión productiva. Mediante la creación del Refugio, la 

apertura de la red vial, la creación de asentamientos campesinos y el impulso a la instalación 

de agroindustrias, el territorio de Caño Negro se reconfiguró y esto afectó las formas de 

producción y reproducción de la vida de las poblaciones que lo habitan.  

Desde la ecología política feminista, se cuestionan los modelos androcéntricos que han 

controlado el conocimiento, el manejo y las formas de relacionarse con el ambiente y los 

recursos naturales. En este sentido, leer las reconfiguraciones territoriales en clave feminista 

implica revisar las posiciones que han ocupado las mujeres en relación con las formas de 

producción y reproducción de la vida asociadas a los recursos presentes en el territorio. Esta 

lectura resultó esencial para comprender la relación entre las instituciones estatales y las 

agrupaciones de mujeres, vista desde la intervención estatal y los procesos organizativos.  

Este ejercicio evidencia que la intervención estatal dirigida hacia las mujeres se concentró en 

la promoción de organizaciones de mujeres con proyectos generadores de ingresos como 

formas de aliviar la pobreza de las familias. Bajo esta lógica se crearon los cuatro grupos de 

mujeres identificados en la zona de Caño Negro, los cuales, sin embargo, no han logrado 

generar ingresos que incidan sobre sus condiciones de vida. Tal como señala Federici (2013), 

sobre los proyectos generadores de ingresos para las mujeres del Tercer Mundo, 

(…) los economistas liberales, incluso cuando parecen tomar una posición 

feminista, proponen como alternativa «proyectos generadores de ingresos», el 

remedio universal a la pobreza y presumiblemente la clave para la emancipación de 

las mujeres en la era neoliberal (p. 230). 
 

Una segunda forma de intervención es la institucionalización de las formas organizativas 

como una manera de establecer un diálogo con las agrupaciones, en un marco sociocultural 
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impuesto desde el Estado. Lejos de responder a las necesidades organizativas de las mujeres, 

la estructura institucional que ofrece el marco jurídico costarricense es una forma de control 

que, por su carácter poco flexible, no admite como legítimas formas alternativas de 

organización.  

La tercera forma de intervención tiene que ver con el papel de actores externos como 

organismos internacionales, quienes a partir de los mecanismos institucionales, desarrollan 

proyectos con agendas previamente establecidas. Si bien la participación de las mujeres en 

dichos proyectos es una oportunidad para obtener financiamiento, no necesariamente éstos 

responden a sus necesidades e intereses como grupo, sino a la consecución de determinados 

objetivos de desarrollo, en este caso de tipo ambiental.  

En este sentido, la relación entre las instituciones estatales, los organismos no 

gubernamentales con fondos de cooperación y las agrupaciones de mujeres se vislumbra 

como intentos de incluir a las mujeres en la política pública pero desde un espacio 

subordinado, en donde se les reconoce mayoritariamente desde su lugar como madres-

esposas y no necesariamente como productoras, pero más importante, como sujetos 

autónomos con capacidad para decidir sobre sus necesidades e intereses.  

La intervención estatal ha buscado instrumentalizar, mediante acciones concretas, la 

organización de grupos de mujeres como paliativos para problemas de carácter estructural, 

orquestados desde el seno del Estado mismo, tales como la pobreza rural o la degradación 

ambiental. Los proyectos generadores de ingresos son formas en las que el Estado realiza la 

distribución de la política pública social, incorporando subordinadamente a las mujeres a la 

lógica de mercado. De manera que, se vuelve difícil pensar que es posible generar 

empoderamiento dentro de las mismas estructuras institucionales que históricamente han 

incluido a las mujeres desde el control y la dominación.  

En este sentido, la premisa que guía el siguiente capítulo es que, el empoderamiento puede 

ser potenciado principalmente a partir de los procesos que se generan fuera de las relaciones 

estado-céntricas, esto por cuanto los mecanismos institucionales revelan una inclusión 

subordinada de las mujeres que afecta la tenencia, uso y control sobre la tierra.   
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Capítulo IV Repensar el empoderamiento: la organización como 

resistencia a la subordinación  

 

El capítulo anterior se ocupó de estudiar las formas de intervención estatal en el territorio de 

Caño Negro y concretamente sobre las mujeres y su relación con los procesos organizativos 

de AMPONE y ASOPROTIL. Esta intervención es vista como formas de control que pueden 

limitar el empoderamiento. De manera que, resulta necesario estudiar formas no estado-

céntricas que permitan develar otras formas posibles de empoderamiento en las mujeres.  

En este sentido, primeramente se caracteriza el estado de tenencia, uso y control de la tierra 

para cada uno de los grupos de mujeres. Esta descripción permite ver que las mujeres tienen 

problemas respecto a la seguridad jurídica, el acceso a insumos y la legitimidad social sobre 

la tierra. En una segunda parte, se plantea entonces que, ante dicho escenario de acceso a la 

tierra, la organización entendida como proceso de lucha, puede potenciar el empoderamiento 

en las mujeres. Este empoderamiento es comprendido en diferentes escalas, por ello se 

analiza en los diferentes espacios de la vida cotidiana de las mujeres: lo personal y familiar, 

lo colectivo y lo grupal, lo local y lo común.  

El capítulo concluye que es necesario repensar la relación entre tierra y empoderamiento 

cuando se trata del acceso colectivo a la tierra y en un contexto particular marcado por las 

diferentes relaciones de poder se encuentran presentes en el territorio.  

Cabe resaltar que para efectos de este capítulo se decidió utilizar acrónimos con el fin de 

proteger la identidad de las mujeres participantes. Esto debido a que las citas escogidas a 

partir de las entrevistas relatan experiencias, vivencias y percepciones más íntimas que las 

utilizadas en los capítulos anteriores. De manera tal que, se utiliza el acrónimo “integrante” 

para referirse a las mujeres participantes, en donde las que pertenecen a ASOPROTIL tienen 

asignado un número y las que pertenecen a AMPONE llevan una letra. 
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La tenencia, uso y control de la tierra para las agrupaciones de mujeres 
 

El derecho de las mujeres a la tierra ha sido definido en esta investigación según el derecho 

de uso, el derecho de control y el derecho de transferencia, es decir, la seguridad jurídica, el 

uso efectivo de la tierra, el control de las actividades productivas y el acceso a insumos 

(Fuentes, 2010a). Aunado a esto, algunas autoras como Agarwal (1994) y Deere y León 

(2000) destacan la importancia de la legitimidad social de las mujeres como dueñas y 

productoras de la tierra, como un elemento importante que influye sus condiciones de 

tenencia, uso y control.  

El presente estudio partió del criterio de ingreso propuesto por dichas autoras: Si las mujeres 

tienen mayor derecho sobre la tierra, entonces se puede aumentar el bienestar de sus familias 

y el empoderamiento de ellas mismas, lo cual aumenta las posibilidades construir relaciones 

más equitativas en los diferentes espacios de la vida cotidiana de las mujeres. Sin embargo, 

el proceso de investigación de los grupos de mujeres demuestra que es necesario ampliar la 

mirada sobre la relación entre tierra y empoderamiento, ya que dicho criterio de ingreso 

tiende a mirar el derecho a la tierra como un fin en sí mismo. En este sentido, resulta 

interesante observar también las luchas de las mujeres por el acceso a la tierra y a la 

organización como procesos potenciadores de empoderamiento en lo personal, lo colectivo 

y lo común. 

En este apartado se caracterizan las condiciones de tenencia, uso y control de la tierra, 

además, se identifican algunas tensiones en cuanto a las capacidades organizativas de las 

agrupaciones, como un factor que influye también sobre el derecho a la tierra.  

Tenencia de la tierra  

Cabe recordar que AMPONE hace uso de una finca de 3.9ha que le fue asignada por el 

entonces IDA a inicios de los 2000. Sin embargo, el trámite formal de adjudicación de la 

parcela no ha sido completado hasta la fecha (2018), tras varios intentos formales por parte 

del grupo de mujeres67. En este sentido, para las mujeres esto representa una contradicción, 

                                                 
67 Las mujeres guardan copias de oficios intercambiados entre ellas y el Inder sobre este asunto, concretamente 

en diciembre 2005, febrero 2006, marzo 2008, abril 2009 y junio 2013.  
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debido a que fue esta institución la que las impulsó a formalizar su organización y poner a 

trabajar la tierra, sin embargo no se ha finiquitado el trámite de adjudicación después de 

muchos años, tal como lo indica la Integrante A de AMPONE68: 

El IDA nos dijo ‘si ustedes no se organizan, nunca van a ser dueñas de esa finca’ y 

hasta ahora, nos organizamos y todavía no somos dueñas. Y por muchas razones, 

[nos dijeron] ‘si ustedes no tienen jurisdicción no van a tener ayuda para ningún 

proyecto’ O sea, para todo nos hacía falta y es cierto. (…) Sin embargo, el Gobierno 

tampoco nunca nos ha dado proyectos, todas las ayudas que hemos adquirido son 

por ONGs, por el Gobierno no, ni el IMAS ni el MAG ni el IDA. 

En este sentido, si bien AMPONE ha hecho uso de la tierra formalmente desde hace quince 

años, actualmente la tierra está a nombre del Inder, a pesar de que como grupo han realizado 

las gestiones necesarias para obtener la debida titulación. Desde la perspectiva de las mujeres, 

esto tiene que ver con factores como desorden institucional69, falta de voluntad política y el 

hecho de que son un grupo de mujeres y por ende, tienen menos legitimidad ante la 

comunidad y la institución.  

Precisamente, esta inseguridad jurídica sobre la tierra ha afectado la posibilidad de las 

mujeres de acceder a proyectos e insumos productivos para los cuales la titulación de la tierra 

es necesaria, lo cual afecta su posibilidad de producir y generar ingresos, pero también su 

motivación para continuar trabajando, lo cual se ha visto expresado en diferencias a lo interno 

del grupo y la salida de varias integrantes. Por ejemplo, durante los primeros años de su 

organización, recibieron una donación de un pozo perforado por parte de Visión Mundial, 

sin embargo, las integrantes afirman que no obtuvieron los permisos para instalarlo en la 

finca, a causa de la ausencia de titulación, de manera que ellas lo donaron a la escuela de la 

comunidad. 

Cabe resaltar que el caso de AMPONE no es único en el país, actualmente se conoce que el 

Inder acumula un gran número de casos de tierra sin regular desde hace más de sesenta años 

(Barquero, 2018). Tal como se mencionó en el capítulo segundo de esta investigación, existen 

diferencias importantes entre los antiguos modelos institucionales de dotación de tierras 

                                                 
68 Entrevista grupal con AMPONE, realizada el 28 de enero de 2018 en Nueva Esperanza, Caño Negro. 
69 Las entrevistadas afirman que parte de este desorden institucional tiene que ver con el hecho de que alrededor 

del 2008 la rectoría del asentamiento campesino de Nueva Esperanza en el Inder fue trasladado de las oficinas 

de Upala a las de Santa Rosa de Los Chiles, lo que implicó una pérdida del seguimiento al caso.  
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(ITCO-IDA) y el actual, ya que propone pasar de la adjudicación de tierras para el 

campesinado, hacia un sistema de arriendo con base en proyectos productivos que cumplen 

determinados estándares. Precisamente, este cambio institucional no ha sido ordenado ni 

sistemático, lo cual afecta directamente la seguridad jurídica de las parcelas que no han sido 

debidamente tituladas.  

Por su parte, ASOPROTIL tiene derecho de uso sobre un terreno de 3065mts que está siendo 

actualmente prestado a la asociación por una de las integrantes, con opción de compra en el 

futuro. La Integrante 3 de ASOPROTIL70, dueña del terreno, señala:  

Ese terrenito lo compramos mi esposo y yo, pero lo compramos sin papeles, 

entonces yo les dije a ellas que podíamos usarlo y que entre todas la pagamos, que 

yo les daba tiempo. A partir de ahí lo medimos para sacar la escritura, por ahora 

está prestado con opción de compra. Vieras, mi esposo me dio mi buena regañada 

pero yo le dije ‘está hecho ya’. Él dijo que no íbamos a hacer nada pero él y yo 

tampoco estábamos usando el terreno (…) al final lo aceptó.  

De las palabras de Esmeralda cabe resaltar varios puntos, en primer lugar, el terreno es propio 

pero “sin papeles”, es decir, fue comprado sin un trámite formal ante el registro de 

propiedades. Este factor ya incide sobre la inseguridad jurídica en cuanto a la tierra, debido 

a que limita la posibilidad de acceder a ciertos insumos productivos que requieren trámites 

con los títulos de posesión.  

En segundo lugar, el terreno no estaba siendo explotado por la familia de la Integrante 3 y es 

por esta razón que ella le propuso al grupo la opción de utilizarlo y eventualmente comprarlo. 

Esto implicó una negociación a lo interno del hogar, en donde el esposo no estuvo de acuerdo 

en un principio, pero finalmente cedió. Desde la economía feminista, entendemos que la toma 

de decisiones en las familias no es neutral, sino que es un proceso complejo y se ve 

influenciado por una serie de factores políticos, económicos e ideológicos. La negociación 

de esta mujer con su esposo en el hogar no representa un momento estático en la historia del 

grupo, sino un punto de tensión constante, debido a que desde finales del 2018 su esposo ha 

cuestionado la capacidad de las mujeres para agenciar un proyecto en el terreno y ha generado 

presión sobre la Integrante 3 para venderlo a otro interesado. 

                                                 
70 Entrevista grupal con ASOPROTIL, realizada el 28 de enero de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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Cabe resaltar que el principal obstáculo para que las mujeres puedan avanzar sobre la compra 

del terreno tiene que ver con el atraso en la renovación de su personería jurídica, requisito 

necesario para realizar trámites de este tipo pero principalmente, para acceder a proyectos 

productivos que les permitan tener insumos para comprar y utilizar el terreno 

Uso de la tierra 

Las mujeres de ambas organizaciones tienen amplios conocimientos sobre el trabajo de la 

tierra, AMPONE para la producción de hortalizas y ASOPROTIL para la producción de 

peces. Este conocimiento ha sido adquirido a partir de sus trayectorias de vida, por medio del 

aprendizaje a lo interno de sus familias de tradición campesina, pero también mediante el 

acceso a capacitaciones de las que han participado como grupo.  

Cabe resaltar que algunas de las capacitaciones de las que han participado han tenido 

formatos verticales, en donde la información técnica otorgada por los actores no 

necesariamente respondía a sus necesidades, tal como ocurrió en el caso de las capacitaciones 

otorgadas por el PNUD para AMPONE y del MINAE para ambos grupos en el marco de los 

proyectos productivos descritos en el capítulo anterior. No obstante, estas capacitaciones, así 

como otras otorgadas por la UCR, la EARTH, el INA y el ICT son consideradas por las 

integrantes como bases importantes en su aprendizaje sobre el trabajo productivo. Aun así, 

uno de los principales vacíos que identifican los grupos de mujeres es en cuanto a la 

comercialización de sus productos.  

Respecto a la división de labores para el trabajo de la tierra, esta es flexible y se adapta a las 

condiciones y preferencias de cada una. Por ejemplo, algunas se dedican a limpiar el terreno 

mientras otras se ocupan de preparar alimentos para el grupo o bien cuidar de las niñas y los 

niños. En ocasiones las mujeres han involucrado a otras personas en el trabajo de la tierra, 

desde formas más solidarias, como por ejemplo sus familiares o vecinos. También han 

contratado a personas para que realicen ciertas labores específicas cuando ellas no las han 

podido realizar.  

En este sentido, ni el conocimiento sobre el trabajo productivo ni la mano de obra han 

resultado obstáculos para las agrupaciones de mujeres. La principal limitación identificada 

por ambos grupos es el acceso a los insumos para trabajar la tierra. En el caso de AMPONE, 
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las semillas y bandejas para la producción de hortalizas representan una inversión que el 

grupo no puede cubrir con sus ingresos y además, no consiguen fácilmente en la zona. La 

comercialización de las hortalizas es otro problema, debido a que no cuentan con un camión 

para transportarlas hacia una feria o centro de acopio, de manera que quedan sujetas a los 

intermediarios o a las ventas reducidas dentro de la comunidad, tal como menciona la 

Integrante A de AMPONE:  

Estuvimos vendiendo las hortalizas en la feria orgánica de Upala, pero nos salía 

más caro el caldo que los huevos, porque el transporte nos salía carísimo entonces 

la dejamos. Empezamos a venderla aquí, en moto en la comunidad…y la gente las 

consume por ser orgánicas, además por ser frescas. Sin embargo, después dejamos 

de cosechar porque aquí no se consigue buena semilla. En ese tiempo sembrábamos 

porque nos traían semillas de la Universidad71. 

En el caso de ASOPROTIL, actualmente enfrentan limitaciones para poner en uso las piletas, 

debido a que no cuentan con una bomba de agua requerida para rellenarlas. El acceso limitado 

a este insumo no tiene que ver con la disponibilidad como en el caso de AMPONE sino con 

la capacidad adquisitiva del grupo para poder comprarla.  

Control sobre la tierra 

En el caso de AMPONE, además de las limitaciones para acceder a proyectos productivos 

institucionales, la falta de seguridad jurídica sobre la tierra afecta su legitimidad social como 

productoras, debido a que abre un portillo para que otros grupos quieran hacer uso de la 

parcela, solicitando al Inder su adjudicación. Tal es el caso de la Asociación de Pequeños 

Productores de Nueva Esperanza, quienes han manifestado ante el Inder su motivación de 

utilizar la parcela para sus fines organizativos, alegando abandono por parte de las mujeres.  

La Asociación de Pequeños Productores, fue conformada en el 2016, en ella participan 19 

familias productoras de diferentes cultivos como frijoles, maíz, cacao y sandía. Actualmente 

este grupo está realizando las gestiones correspondientes ante el MAG y el Inder para 

emprender un proyecto de producción y procesamiento de cacao. Hugo Quesada y Xenia 

Solís72, fundadores de esta agrupación, afirman que el objetivo principal es generar una 

                                                 
71 Estos insumos fueron entregados a las mujeres entre el 2009 y 2010 en el marco de un proyecto de acción 

social titulado Desarrollo de Modelos de Producción Sostenible con Pequeños Productores de la Zona Huetar 

Norte de Costa Rica a cargo de la Escuela de Agronomía de la Universidad de Costa Rica, además se 

impartieron capacitaciones a las mujeres para el uso de dichos insumos.  
72 Entrevista realizada el 21 de julio de 2018 en Nueva Esperanza, Caño Negro, Los Chiles.  
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fuente de ingresos para las familias, de manera que no tengan que salir de la comunidad a 

trabajar de forma asalariada. En un principio iniciaron con la producción de frijoles, sin 

embargo, no obtuvieron los resultados esperados. El segundo y actual proyecto fue impulsado 

por el MAG, institución que les ha presentado la posibilidad de donar a la Asociación la 

construcción de un centro de acopio para comprar, almacenar y procesar el cacao. Para los 

entrevistados, la labor de compra de parte de la Asociación del cacao producido por sus 

socios es sumamente importante, debido a que permite pagar un precio justo, sin 

intermediarios.  

Según los miembros de la organización, la propuesta del MAG ha llevado al grupo a buscar 

un terreno para poder instalar el centro de acopio, sin embargo en este momento la 

Asociación no cuenta con ningún espacio disponible. Por esta razón, la Asociación remitió 

una solicitud ante el Inder para que considere la posibilidad de adjudicar la parcela en la que 

actualmente trabaja AMPONE, ya que alegan que actualmente se encuentra en abandono.  

En este sentido, se ha generado una relación de conflicto entre esta agrupación y la 

Asociación de Mujeres, ya que el recurso de tierra es limitado. Para la organización de 

mujeres, esto representa una amenaza, debido a que tienen pocas garantías sobre la tenencia 

de la tierra a causa de su situación de inseguridad jurídica. Según afirma la Integrante A de 

AMPONE73 sobre esta situación, 

Ahorita están reuniéndose con el INDER para poner otro proyecto en la parcela y 

cuando puedan, nos quitan la parcela a nosotras. Siempre ha estado la lucha de 

ellos contra esto, que porque está encharralado, que porque no hacemos nada, que 

mucha gente necesita la tierra… Por ser grupo de mujeres, tal vez si no fuéramos 

grupo de mujeres no fuera tanto así. La lucha ha sido dura y todavía estamos hoy. 

Nosotras no nos vamos a dejar quitar esa parcela. Si tenemos que ir a San José 

vamos, un recurso de amparo o en la Defensoría de los Habitantes.  

En este sentido, es importante destacar que la intervención tanto del MAG como del INDER 

en el territorio ha propiciado una relación conflictiva entre ambas asociaciones, más que 

como mediadores para la búsqueda de soluciones pensando en el bien de la comunidad. 

Aunado a esto, para las mujeres de AMPONE existen factores de género que promueven una 

                                                 
73 Entrevista grupal con AMPONE realizada el 30 de agosto de 2018 en Nueva Esperanza, Caño Negro, Los 

Chiles. 
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conducta discriminatoria por parte de sus vecinos, lo que se ve reflejado en el poco apoyo 

que han recibido históricamente por parte de los actores de la comunidad.  

La tenencia irregular y el uso inconstante de la tierra afectan directamente la capacidad de 

las mujeres para controlar los terrenos. En el caso de AMPONE, enfrentan grandes 

limitaciones para tomar decisiones sobre lo que quieren hacer con la tierra con base en sus 

necesidades, esto por cuanto la tierra no está a nombre de la Asociación sino del Inder.  

En el caso de ASOPROTIL, su control también está limitado por dichos factores, 

principalmente porque al no ser dueñas, quedan sujetas a la buena voluntad de quien les ha 

prestado el terreno. Como grupo, han perdido legitimidad ante sus vecinos por no poder 

realizar inversiones en el terreno, a pesar de que su organización se ha sostenido en el tiempo 

sin la renovación de su personería jurídica. Esta pérdida de legitimidad resulta en presiones 

para abandonar el terreno.  

Capacidades organizativas 

Una de las principales limitaciones de las agrupaciones en cuanto a sus capacidades 

organizativas tiene que ver con la distribución equitativa de labores en cuanto a la 

administración de los proyectos productivos, ya que las mujeres señalan que hay una recarga 

de labores en algunas de las integrantes, lo cual tiene un impacto en el desgaste físico y 

emocional de cada una y además en la calidad del trabajo. Tal como se mencionó en el 

capítulo anterior, esta recarga de labores es propiciada por el marco asociativo propuesto por 

la ley, debido a que no se adapta a las necesidades organizativas de las mujeres.  

Un segundo aspecto importante respecto a las capacidades organizativas es la tenencia de un 

espacio apto para las reuniones del grupo. En el caso de AMPONE, la parcela cuenta con una 

infraestructura con un techo, una pila, un horno de barro, una mesa y sillas. Este espacio fue 

construido por las mujeres mediante el financiamiento otorgado por en el marco del proyecto 

con el PNUD, pero también a partir de la autogestión y autofinanciamiento. Ahí, las mujeres 

sostienen sus reuniones o realizan otras actividades como la preparación de alimentos para 

la venta o para el autoconsumo.   

Por su parte, ASOPROTIL no cuenta con un espacio autónomo para llevar a cabo sus 

reuniones, aunque tienen planeado construir un “rancho” en el terreno para este fin. Desde 
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su conformación como grupo, las mujeres se reúnen en el salón de la Iglesia Evangélica de 

la comunidad de Caño Negro, el cual ellas mismas administran como parte de sus labores 

religiosas personales. Las mujeres señalan que la falta de un espacio en el terreno es un 

problema, pero no necesariamente identifican el uso del espacio de la iglesia como una 

limitante. Probablemente esto tiene que ver con la importancia de la militancia religiosa en 

la vida de las mujeres, sin embargo, este tema no fue explorado en el marco de esta 

investigación. A pesar de ello, resulta evidente que la necesidad de un espacio autónomo es 

prioritaria, debido a que el salón religioso es comunitario y por lo tanto, en ocasiones debe 

ser compartido si otra persona ajena al agrupo lo solicita.  

Asimismo, las mujeres identifican como una necesidad prioritaria la formulación de 

estrategias para la cohesión de grupo, ya que en ocasiones han tenido dificultades para 

gestionar diferencias y conflictos a lo interno y esto ha lesionado su músculo organizativo.   

De esta manera, la caracterización de la tenencia, uso y control de la tierra para ambas 

agrupaciones resulta importante para explorar la relación entre el acceso a la tierra y el 

empoderamiento. Resulta evidente que, para ambos grupos, el derecho a la tierra entendido 

como un recurso que se puede adquirir y asegurar ha estado constreñido, de una u otra forma, 

por una serie de factores contextuales y estructurales. En este sentido, resulta interesante 

visibilizar otras formas de entender el acceso a la tierra, desde las relaciones en colectivo 

como un proceso y su relación con el empoderamiento.  

El acceso a la tierra y la organización como procesos que potencian el empoderamiento 

 

Tal como se ha planteado a lo largo de esta investigación, el derecho a la tierra es entendido 

en relación con el acceso a otros insumos o activos que permiten que la tierra tenga un valor 

y efectos concretos en la vida cotidiana de las mujeres. También se ha planteado que para 

que el acceso a la tierra tenga impactos en el bienestar de las mujeres y sus familias, la tierra 

debe ser movilizada como un recurso que puede dar sustento material y simbólico (Deere & 

León, 2000).  

En este sentido, resulta necesario ampliar la mirada sobre la relación entre la tierra y el 

empoderamiento, con el fin de identificar los procesos individuales y colectivos dentro de la 

organización y el acceso a la tierra como potenciadores de empoderamiento. Esto implica 
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alejarse de la definición de la tierra como un recurso que puede generar un status socio-

económico, y entenderla también como un espacio en donde se entretejen relaciones y en 

donde la organización es un proceso en sí mismo y no un fin.  

Algunas investigaciones como la de Bórquez y Ardito (2009) sobre organizaciones de 

mujeres indígenas y campesinas en Chile, destaca como un hallazgo importante que “las 

mujeres no solo se empoderan a partir de la adquisición de un derecho sobre la tierra –su 

propiedad o aseguramiento–, sino que también ven incrementadas sus capacidades a través 

de los procesos de lucha por los derechos a la tierra en sí mismos” (p. 49).  

Además, señalan que un segundo impacto de la lucha por la tierra entendida como proceso 

que potencia en sí mismo el empoderamiento es la relación entre la tierra, el territorio y la 

identidad de las mujeres. La reivindicación de las mujeres de una forma de vida campesina 

o indígena se convierte en una demanda de género que necesariamente pasa por la 

pertenencia comunitaria y la identidad territorial (Bórquez & Ardito, 2009). 

En el caso de las mujeres organizadas de Nueva Esperanza y Caño Negro, es posible afirmar 

que el acceso a la tierra visto como un recurso material no ha sido movilizado de manera que 

pueda generar el sustento económico por el que las mujeres buscaron organizarse en un 

principio. En cambio, el acceso a la tierra y la organización entendidos como procesos han 

sido los principales potenciadores del empoderamiento en las mujeres en muchos aspectos 

de sus vidas cotidianas. Así lo afirma la Integrante A de AMPONE74: 

Esa parcela es como el sello de nosotras, ahí empezamos a trabajar como grupo. 

Es cierto que cuesta, hemos llorado, hemos reído pero ahí estamos. Hemos 

dialogado porque hemos tenido diferencias, pero el fin es que nosotras salgamos 

adelante. Todo eso lo hace uno apegarse más, todo el trabajo, todo el proceso que 

pasa. 

La tierra ha funcionado como un lugar común para tejer relaciones entre las mujeres, pero 

también entre ellas y sus familias, la comunidad y otros actores; el conjunto de estas 

relaciones potencia el empoderamiento de las mujeres en diferentes espacios de sus vidas.  

Asimismo, la reivindicación que hacen las mujeres de una determinada forma de producción 

agrícola o pecuaria a través de sus organizaciones tiene relación con sus demandas concretas 

                                                 
74 Entrevista grupal con AMPONE realizada el 30 de agosto de 2018 en Nueva Esperanza, Caño Negro, Los 

Chiles. 
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asociadas a sus condiciones de género y también con sus demandas comunitarias y 

territoriales sobre aspectos sociales, ambientales y políticos.  

El empoderamiento desde lo personal, lo colectivo y lo común 
 

En este apartado se presentan algunas nociones de empoderamiento en las diferentes escalas 

de la vida cotidiana de las mujeres, relacionadas con sus experiencias de acceso a la tierra 

como agrupaciones con proyectos productivos. 

Reivindicaciones de género, identidad y comunidad 

 

Las trayectorias de vida de las integrantes de ambas agrupaciones resultan esenciales para 

comprender las reivindicaciones de las mujeres en sus organizaciones. Si bien el objetivo 

inicial de los grupos fue la generación de ingresos para sus familias empobrecidas, las 

agrupaciones han construido a lo largo de sus procesos una serie de ideales comunes que 

pueden ser entendidos como reivindicaciones de género, identidad y comunidad.  

La mayoría de las mujeres nacieron en otras comunidades de la zona norte-norte (Upala y 

Guatuso) e incluso algunas en Nicaragua y migraron hacia Caño Negro durante su niñez, 

adolescencia o adultez en el caso de las mujeres que vivían anteriormente en el asentamiento 

de Jomusa, tal como fue mencionado en el Capítulo III. Todas las integrantes nacieron en 

contextos rurales, en familias dedicadas mayoritariamente a la agricultura, ganadería o pesca 

de subsistencia. Ellas aprendieron los oficios del campo a partir de las enseñanzas de sus 

madres y padres, tal como relata la Integrante 3 de ASOPROTIL75 y la Integrante A de 

AMPONE76, respectivamente: 

Yo nací cerca de Guatuso, en Río Frío mis papás tenían una finquita, ahí crecimos. 

Ellos se dedicaban a la agricultura, frijoles, maíz, arroz, todo eso…además criaban 

cerdos. Entonces ellos no compraban casi nada, todo era cosechado ahí. Éramos 

siete mujeres y un varón; ellos nos llevaban al campo a trabajar, le ayudábamos a 

mi papá a sembrar y a cosechar. Nos dividíamos: las mayores eran las que 

trabajaban en la casa y a nosotras las menores nos llevaban al monte, seguro 

porque éramos muy vagas, ja ja ja. 

                                                 
75 Entrevista individual realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
76 Entrevista individual realizada el 6 de octubre de 2018 en Nueva Esperanza, Caño Negro, Los Chiles. 
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Yo nací en San José de Upala, mis padres son de ahí, ellos se dedicaban a la 

producción de cacao y sembraban los granos básicos, también criaban 

animales…pero lo fuerte era el cacao, esa era la entrada de recursos para comprar 

las otras cosas que no producíamos en la finca. Lo cosechábamos y lo secábamos, 

lo vendíamos ya seco, a Colón en Rivas de Nicaragua, que es fronterizo con Upala. 

Por el Río Niño salía toda la mercadería y ahí se compraban todas las cosas como 

manteca o arroz, o sea era más fácil ir a Colón que venir a Upala centro en ese 

tiempo. 

Algunas de ellas continuaron trabajando en la agricultura durante su adultez, otras accedieron 

a un trabajo remunerado pero sin dejar de lado algunas actividades agropecuarias esenciales 

para el consumo familiar, como lo es el cuido de animales, como relata la Integrante 4 de 

ASOPROTIL: 

Mi esposo sembraba maíz, frijoles, yuca, malanga…y así comíamos. Teníamos 

cerdo y yo siempre cuidaba los pollos y las gallinitas para comer. Si queríamos 

pescado yo me iba con mi cuñada y traíamos los sacos, ya sea pescado con arzuelo 

o con chichón. Pero no teníamos en qué echarlo entonces no traíamos mucho…si 

estaba haciendo buen sol se secaban, si no los metíamos en el horno, asadito.  

Al hablar sobre sus trayectorias de vida, las mujeres hacen énfasis en las principales 

transformaciones que han tenido sus entornos y por ende, en sus vidas cotidianas. Uno de los 

cambios que más señalan es el actual uso intensivo de agroquímicos para los cultivos, lo cual 

durante su juventud era diferente, ya que la mayoría de cultivos eran en pequeña escala y 

libres de fertilizantes o insecticidas. Asimismo, las mujeres que se dedicaban a la pesca o que 

conocieron las lagunas durante el siglo pasado, destacan la reducción de peces debido a la 

sobreexplotación en Caño Negro, tal como relatan las mujeres de las agrupaciones: 

Integrante 3 de ASOPROTIL: Qué bonito era en ese entonces porque a nada le 

echaban de esas cosas que le echan a la tierra, ningún químico y era buenísima. 

Ahora si no le echan eso no da. Los pájaros habían muchos pero no se comían los 

cultivos, ahora usted siembra y llegan a comerse todo, son terribles. Los monos 

también se comen el maíz. También la pesca cambió muchísimo. Qué lindo era 

pescar en ese entonces, uno iba un ratito y ahí estaba el pescado, eran unas 

cantidades. Ahora a uno le da sueño ahí metido. Nos compraban el pescadito 

relajado, asoleado, lo vendíamos en épocas de verano, se hacía mucho dinero…lo 

llevaban a San Carlos de Nicaragua a vender ahí. Había familias que se dedicaban 

a eso, no todas, eran las más pobres que no tenían otra opción. Pero ahora todo el 

mundo viene a sacar, incluso de otras partes. 

Integrante B de AMPONE: Los hijos ya no quieren la agricultura, entonces alquilan 

las tierras, las venden y otros dueños vienen con otras ideas. Eso lo veo como algo 

negativo, porque lo más bonito es trabajar la tierra. Ahora, va yuca y va químico, 
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va yuca y va químico. Ahorita es yuca pero espérese que sea piña, ahí sí la vamos 

a ver más fea. 

Precisamente, sus historias de vida tienen relación con sus ideales como grupo, que 

finalmente son reivindicaciones políticas, sociales y ambientales. Las mujeres, a través de 

los proyectos de sus organizaciones, buscan conservar un estilo de vida esencialmente 

campesino, que desde sus puntos de vista se ha visto amenazado por las diferentes 

transformaciones del entorno.  

En el caso de AMPONE, una de las principales motivaciones para emprender un proyecto de 

carácter orgánico es recuperar los aprendizajes sobre el campo que recibieron en su niñez. 

Además, otra razón tiene que ver con los drásticos cambios que ha sufrido el sistema lagunar 

de Caño Negro y su motivación por generar acciones que no tiendan a aumentar los daños. 

Las mujeres destacan que su parcela es la única finca orgánica de todo el asentamiento de 

Nueva Esperanza y por ello le llaman “El Pulmoncito de Nueva Esperanza”.  Mientras que 

para ASOPROTIL, la producción de peces está directamente relacionada con la tradición 

pesquera de la zona de Caño Negro, principalmente por sus abuelas y familiares que se 

dedicaron por mucho tiempo a la pesca, como fue relatado en el Capítulo III.  

Cabe resaltar que desde el 2010 las agrupaciones han participado en proyectos de acción 

social gestionados por las Universidades Públicas, enfocados en la generación de acciones 

para identificar los principales daños ambientales en el Refugio de Vida Silvestre Caño 

Negro. En este mismo año, las mujeres de AMPONE participaron en la producción del 

documental Para que vuelvan las mariposas, desarrollado por el Programa de Audiovisuales 

de la UNED en el marco de un proyecto de CONARE77, el cual retrata las amenazas del 

monocultivo de piña en la zona y destaca alternativas productivas que promueven prácticas 

campesinas agroecológicas y orgánicas.  

En el 2011, la parcela de AMPONE fue la finca anfitriona para el primer encuentro 

comunitario de agricultura orgánica en la zona norte, del cual también participaron las 

integrantes de ASOPROTIL (Ver Recuadro 3). En el 2014, ambas agrupaciones organizaron 

una exposición en cada una de sus comunidades, con el fin de dar a conocer las cartografías 

                                                 
77 El proyecto se titula Desarrollo de modelos de producción sostenible para pequeños productores: Zona 

Huetar Norte UCR-UNED-ITCR, CONARE 2011.  
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participativas generadas a partir de su participación en el proyecto Gestión organizativa 

comunitaria en localidades de los cantones de Zona Norte-Norte: propuestas para enfrentar 

conflictos socioambientales presentes en sus territorios, gestionado por el Programa Kioscos 

Socioambientales. En el marco de este proyecto, se crearon mapas para identificar la 

ubicación y formas de expansión del monocultivo de piña a partir de la historia oral, la 

georreferenciación y otras técnicas. De cara a dichas exposiciones de resultados, las mujeres 

invitaron a actores claves de las comunidades tales como las Asociaciones de Desarrollo, 

otras agrupaciones productivas y funcionarios(as) del MINAE.  

Recuadro 3 Encuentro comunitario de agricultura orgánica en Nueva Esperanza 

 

En junio del 2011 se llevó a cabo el primer encuentro comunitario para promover la 

agricultura orgánica en la zona norte en el marco del proyecto Identificación de las 

Amenazas y Capacitación para el Uso Sostenible del Refugio Nacional de Vida Silvestre 

Caño Negro coordinado por el Programa Kioscos Socioambientales de la UCR, el Centro 

de Investigaciones en Transferencia Tecnológica y Educación para el Desarrollo 

(CITTED) de la UNED y el Instituto Regional de Estudios en Sustancias Tóxicas (IRET) 

de la UNA, en el marco de un programa de regionalización de CONARE. Como parte del 

proyecto, las mujeres de AMPONE pusieron a disposición su parcela con el fin de dar a 

conocer a diferentes comunidades su finca integral. De esta manera, visitaron la parcela al 

menos 100 personas provenientes de otros pueblos de Los Chiles, Upala y Guatuso y 

estudiantes y docentes universitarios. Durante el encuentro se realizaron talleres para 

discutir sobre la situación ambiental respecto a las piñeras, como problemática regional. 

También, se intercambiaron experiencias productivas y buenas prácticas en la agricultura 

orgánica (Salas, 2011).  

 

En este encuentro, las mujeres de AMPONE tuvieron un papel de liderazgo importante, 

debido a que tenían que exponer su finca y sus procesos organizativos. Asimismo, algunas 

de las integrantes de ASOPROTIL también fueron invitadas y participaron de las 

actividades.  
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Imagen 6 Mujeres el encuentro comunitario en la parcela de AMPONE, 2011 

 

 

Fuente: Recuperada de Oficina de Divulgación e Información, UCR. 

 

Estas trayectorias e ideales compartidos por las mujeres se han convertido en sus 

reivindicaciones grupales a lo largo de sus procesos organizativos y esto ha tenido impacto 

en la construcción de su identidad no solo colectiva sino también individual. A pesar de que 

no necesariamente cuentan con legitimidad social en cuanto a la tenencia, uso y control de 

sus terrenos, su participación en dichas reivindicaciones les ha permitido posicionarse en sus 

comunidades como actores de incidencia. De igual manera en sus familias, les ha permitido 

tener mayores grados de autonomía y poder de decisión. A nivel personal, las mujeres se 

encuentran en un proceso de auto-reconocerse como productoras, como gestoras de proyectos 

integrales y como actores importantes en sus comunidades, tal como relata la Integrante 2 de 

ASOPROTIL78, sobre su experiencia en uno de los talleres participativos de los que ha sido 

parte: “Un día nos pusieron a dibujar ‘¿quién soy yo?’…nos costó entender, pero ya después 

                                                 
78 Entrevista individual realizada el 5 de octubre de 2018 en Caño Negro, Los Chiles. 
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me dije: ya sé quién soy yo. Entonces dibujé la finca integral, con las peceritas, los árboles 

frutales, achiote, plátano…se la dibujé bien bonita”. 

Las mujeres han encontrado en sus procesos organizativos una serie de elementos que les 

han permitido reforzar su identidad, relacionando sus historias de vida, su entorno y sus 

aspiraciones. Sin embargo, cabe discutir algunos puntos importantes sobre estos 

planteamientos: Tal como fue mencionado en el Capítulo III, la vocación de los grupos de 

mujeres a contribuir con sus comunidades ha resultado en ocasiones en una imposición del 

rol de cuido de las mujeres, trasladado de la esfera privada a lo comunitario: la obligación de 

los grupos de “cuidar a la comunidad” como un objetivo en sí mismo. Esta vocación de cuido 

hace que los proyectos de las mujeres resulten atractivos para organismos de cooperación, 

organizaciones no gubernamentales o incluso proyectos institucionales que quieran imponer 

una serie de objetivos de desarrollo sostenible. Las reivindicaciones de las mujeres pueden 

ser instrumentalizadas por estos actores para cumplir con determinados propósitos 

ambientales y de género. 

Lo que resulta interesante de estas posibles amenazas es que las mujeres logran finalmente 

gestionar sus proyectos desde la autodeterminación. Si bien son dependientes de ingresos e 

insumos externos tal como se ha mencionado, sus reivindicaciones tienen un carácter más 

autónomo y eso precisamente es lo que ha potenciado su posicionamiento como actores 

políticos en sus comunidades y además, el empoderamiento en diferentes aspectos de sus 

vidas cotidianas.  

Esta autonomía se puede observar en varios aspectos de sus procesos organizativos, pero 

principalmente en dos. En primer lugar, las mujeres no han interiorizado en su lenguaje 

cotidiano algunos de los conceptos utilizados en el marco de los proyectos de los que han 

sido parte tales como “emprendedurismo” “sostenibilidad” “ecológico”, sino que hacen uso 

de palabras que les remiten a su entorno más cercano como “mujeres campesinas”, 

“naturaleza” “madre tierra”. En segundo lugar, han sido sumamente selectivas al conservar 

ciertos objetivos en los proyectos en los que han participado; por ejemplo en el caso de 

AMPONE, ellas no han adoptado objetivos de ecoturismo o producción agroforestal porque 

no han sido acordes a sus necesidades, aunque fuesen parte de los objetivos del proyecto, 

definidos por los facilitadores. Para ASOPROTIL, la idea de producir tilapias continúa a 
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pesar de que en el marco del proyecto del MINAE y Costa Rica-Canadá (Canje) no les 

otorgaron apoyo para dicho pescado y les impusieron trabajar con guapote por objetivos 

conservacionistas.  

Desde la ecología política se entiende que las reivindicaciones ambientales de los grupos de 

mujeres no son intrínsecas a su condición de mujeres rurales, sino que tienen que ver 

directamente con sus formas de vida y supervivencia. Martínez Allier (1992) propone que 

los movimientos sociales de las poblaciones empobrecidas pueden ser vistos como 

ecologistas en el entendido de que sus objetivos son definidos en términos de necesidades 

ecológicas para la supervivencia, es decir, la energía, el agua y el espacio para vivir. También, 

porque intentan de una u otra manera, sacar los recursos naturales de la esfera económica, es 

decir, del sistema capitalista, basado en una racionalidad de costo-beneficio, tal como 

menciona: 

La ecología de la supervivencia hace a los pobres conscientes de la necesidad de 

conservar los recursos. Esta consciencia a menudo es difícil de descubrir porque no 

utiliza el lenguaje de la ecología científica (…) sino que utiliza lenguajes políticos 

locales, a veces religiosos. Ha habido y hay luchas sociales dirigidas a mantener el 

acceso popular a los recursos naturales contra la privatización (o contra la 

estatización). El mercado (y también por otras razones el Estado) no valora los 

costos ecológicos, que siempre son de fondo, de tipo macro. Por tanto, las luchas 

sociales de los pobres por mantener el uso de recursos naturales fuera de la economía 

mercantil (o fuera de la administración estatal) son, al mismo tiempo, luchas por la 

conservación de la naturaleza (Martínez-Alier, 1992, p. 2). 

Este carácter ecologista de la lucha de las mujeres tiene que ver con reivindicar la forma de 

vida campesina, no solo porque tienen un valor simbólico para ellas sino también porque 

representa un modo de supervivencia. Ellas, al igual que otros grupos organizados de la zona 

del país, por ejemplo aquellos que forman parte de la Coordinadora de Lucha Ambiental 

Norte-Norte (CLANN), defienden su territorio en contra de la expansión descontrolada de 

monocultivos como la piña, desde la reproducción de prácticas de agroecología y otras 

formas campesinas (Obando, 2017).  

Los movimientos de mujeres rurales en toda América Latina en el marco de conflictos 

socioambientales evidencian que estas luchas populares se entretejen también con 

reivindicaciones de género, tal como plantea Bilder (2013),  
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Desde el reconocimiento de los impactos de la globalización diferenciados según el 

género, las situaciones que vivencian sobre todo las mujeres de poblaciones rurales 

vinculadas a la auto-subsistencia o la pequeña producción agrícola ganadera las han 

llevado a participar de organizaciones que resisten la expansión del complejo 

agrícola industrial ligado al comercio global y que promulgan un nuevo modelo de 

desarrollo y producción. La contaminación ambiental y el uso creciente de tóxicos 

y productos químicos en las actividades productivas tanto rurales como urbanas 

tiene particular incidencia en la salud general y reproductiva de las mujeres y esto 

también se ha ido conformando como un tópico fuerte en sus reivindicaciones (p. 

12).  

Lo que resulta interesante de los grupos de mujeres es que logran aglomerar una serie de 

demandas que no solo tienen que ver con las condiciones ambientales sino también con sus 

condiciones de género y esto tiene resonancia en la esfera política y social. Desde la 

autodeterminación, las mujeres han logrado construir y reconstruir su identidad individual y 

colectiva. A su vez, no renuncian a su autonomía cuando participan de proyectos con actores 

externos que en ocasiones han tratado de instrumentalizarlas. Es en estos logros de identidad 

y autonomía en donde es posible ver el empoderamiento de las mujeres, así como en otros 

aspectos de sus procesos organizativos que tienen que ver con el hogar, los cuidados y las 

relaciones, los cuales se exploran en los siguientes apartados.  

La cachifa de la casa: el hogar como terreno en disputa   

 

En una de las dinámicas desarrolladas en el marco de uno de los talleres participativos, al 

discutir con las mujeres sobre los roles de género, una de las participantes mencionó que su 

mamá decía que a la mujer le ha tocado siempre ser la cachifa de su casa, porque es la que 

está a cargo de todas las labores domésticas en su propio hogar. Más allá de las labores 

estrictamente domésticas como lavar, limpiar y cocinar, las mujeres llevan a cabo un extenso 

trabajo de cuido que se compone por el sustento físico, material y emocional-afectivo.  

Las mujeres de las agrupaciones dedican alrededor de quince horas diarias de trabajo en el 

hogar y fuera de éste, pero desde que se despiertan ya están pensando en todo lo que tienen 

que hacer. Es decir, el trabajo de cuido de las mujeres es tan intensivo que no solo les 

demanda esfuerzo físico, sino que también ocupa gran parte de sus pensamientos: piensan en 

lo que tienen que hacer durante el día, idean lo que van a cocinar y se preocupan por el 

bienestar de su familia. Además, uno de los principales rasgos del trabajo de cuido es que 
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implica también lo emocional, ya que son las mujeres las que gestionan el afecto como parte 

de sus labores. En muchos casos también ellas son las encargadas de la transmisión de 

conocimientos asociados a una determinada cultura y otros procesos de socialización durante 

la niñez.  

El trabajo doméstico y de cuidados no es asalariado, a pesar de que su jornada está 

directamente relacionada con el capital, tal como menciona Federici (2013): 

El trabajo doméstico es mucho más que la limpieza de la casa. Es servir a los que 

ganan el salario, física, emocional y sexualmente, tenerlos listos para el trabajo día 

tras día. Es la crianza y cuidado de nuestros hĳos ―los futuros trabajadores― 

cuidándoles desde el día de su nacimiento y durante sus años escolares, 

asegurándonos de que ellos también actúen de la manera que se espera bajo el 

capitalismo. Esto significa que tras cada fábrica, tras cada escuela, oficina o mina se 

encuentra oculto el trabajo de millones de mujeres que han consumido su vida, su 

trabajo, produciendo la fuerza de trabajo que se emplea en esas fábricas, escuelas, 

oficinas o minas (pp. 55-56).  

El trabajo de las mujeres en los hogares resulta una condición necesaria para la disponibilidad 

de una fuerza de trabajo estable y disciplinada para la producción y desarrollo capitalista.  

Esta labor es impuesta socialmente como un rol que debe ser adoptado e incluso disfrutado 

por las mujeres, oculto en la esfera de lo privado, sobre lo cual también apunta la autora: 

Esta ideología que contrapone la familia (o la comunidad) a la fábrica, lo personal a 

lo social, lo privado a lo público, el trabajo productivo al improductivo, es útil de 

cara a nuestra esclavitud en el hogar que, en ausencia de salario, siempre ha 

aparecido como si se tratase de un acto de amor. Esta ideología está profundamente 

enraizada en la división capitalista del trabajo que encuentra una de sus expresiones 

más claras en la organización de la familia nuclear (Federici, 2013, p. 62).  

Lo que resulta interesante sobre el término cachifa de la casa es que implica el reemplazo de 

ama de casa para referirse a sí misma. Cachifa es una palabra utilizada comúnmente para 

hacer referencia a las empleadas domésticas, que realizan el trabajo doméstico en hogares 

que no son propios, a cambio de una remuneración. Ser cachifa de su propia casa es entonces 

una protesta etimológica contra la negación del salario como una forma más de opresión, ya 

que ser cachifa es en sí mismo, en la mayoría de los casos, un trabajo desgastante física y 

emocionalmente, que se realiza en condiciones de sumisión.  

Además, ser cachifa de su propia casa es también una protesta de clase, que tiene que ver 

con las posibilidades de las mujeres de acceder a servicios domésticos y de cuido en un 
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contexto de pobreza. Esto por cuanto la carga de trabajo de las mujeres no está determinada 

únicamente por la amplitud del núcleo familiar (la cantidad de hijos) sino también por 

variables estructurales que tienen que ver con el estrato social que condiciona las 

posibilidades de cada mujer en cuanto al acceso a servicios básicos como salud, saneamiento, 

educación, agua, luz, pero también a los servicios domésticos y de cuido como guarderías 

(Torres, 1989).  

En América Latina, las mujeres continúan llevando a cabo hasta dos o tres veces más trabajo 

doméstico y de cuido no remunerado, en comparación con los hombres. Algunas mujeres han 

logrado disminuir sus cargas de trabajo doméstico, no porque sus parejas hombres hayan 

asumido una mayor participación en las responsabilidades del hogar, sino porque tienen 

capacidad adquisitiva para cubrir servicios domésticos y de cuido de las y los hijos79 

(Filgueira & Martínez Franzoni, 2017).  

El factor de clase opera conjuntamente con el género y tiene expresiones particulares para 

las mujeres en las comunidades rurales, ya que se trata de contextos de exclusión social. En 

el caso de Caño Negro, durante la “ausencia del Estado” antes de los ochentas, si bien las 

mujeres tenían un rol predominante en la pesca, el acceso limitado a los servicios básicos 

repercutía en sus cargas laborales, tal como menciona Integrante 1 sobre los roles de cuido 

que asumió desde su niñez en dicho contexto: 

Yo digo que yo no tuve una niñez y hasta ahora lo veo: yo era la de la casa. Yo era 

niña y decía “mañana me tengo que levantar oscuro, tengo que ir a lavar el maíz 

de las tortillas, voy a ir a sacar el agua del pozo para no levantarme en la 

madrugada y así dejar el agua en la casa, voy a ir a traer la leña” imagínese, 

pensando todo eso yo, una niña, siempre pensando en todo lo que había que hacer. 

También, estos roles de cuido fueron asumidos por las mujeres durante la niñez ante la 

entrada de sus madres a la fuerza laboral, tal como menciona Integrante 2: 

Aparte de la finca, mi mamá hacía pan y salía a vender con mi papá a la plaza, 

entonces yo me quedaba cuidando a los güilas. A ella le gustó mucho trabajar y ser 

su propia patrona, de todo eso uno agarra también. Era la chinamera del pueblo, 

en todas las fiestas ella hacía la comida.  

                                                 
79 A pesar de que bajo los gobiernos de izquierda en América Latina ha habido una ampliación del acceso de 

las mujeres a los servicios sociales, éstos se han quedado cortos en conjugar acciones para atacar paralelamente 

la brecha de clase y la brecha de género (Filgueira & Martínez Franzoni, 2017). 
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Las mujeres, socializadas desde pequeñas para ser madres-esposas, deben generar estrategias 

cotidianas para distribuir su trabajo dentro y fuera del hogar. El cuido ha sido impuesto desde 

temprana edad y siguen trabajando aún con edades mayores80. El trabajo doméstico y de 

cuido pasa por el cuerpo y la mente de las mujeres, implica rutinas cansadas en las que sobra 

poco tiempo para el descanso, el ocio, el cuido propio, la educación y la recreación.  

En este escenario, resulta importante entender el hogar como un terreno en disputa, en donde 

se desarrollan relaciones de poder desiguales que alimentan al proceso de acumulación 

capitalista. El espacio de lo público no es el único lugar donde se debate la distribución de 

poder y tal como afirma Federici (2013), el salario no es la única forma de expresión de la 

relación capital-trabajo. Las estrategias de resistencia de las mujeres contra el orden patriarcal 

y capitalista empiezan desde sus núcleos más cercanos.  

Por ejemplo, en el caso de las mujeres de AMPONE, una estrategia de resistencia ha sido la 

gestión del cuido colectivo de las y los niños. Desde el inicio de su organización, las mujeres 

desarrollaron un sistema de cuido mutuo que les permitiera llevar a sus hijos a la parcela: 

consiste en asignar el rol de cuido (vigilancia) de todos los niños a una de las integrantes, 

mientras que las demás realizan el trabajo de la parcela. Esta práctica ha contribuido a generar 

un espacio seguro para los niños, por ejemplo mediante la no utilización de agroquímicos en 

los cultivos, y además, ha permitido a las mujeres combinar su trabajo productivo con el 

reproductivo, como respuesta a la inalterabilidad de los roles a lo interno de sus hogares. 

En el contexto en el que viven las mujeres, la estrategia de cuido colectivo no es 

necesariamente una forma pasiva de asumir su rol de madres. Es una forma de respuesta 

proactiva ante una serie de condicionantes estructurales en el doble terreno de disputa de lo 

privado y lo público. Las condiciones precarias asociadas al trabajo por cuenta propia o de 

forma asalariada en el agro en un contexto neoliberal, determinan, por un lado, el acceso a 

servicios básicos para las familias, pero también lo privado, es decir, la imposición de roles 

de género en el hogar. La falta de disposición de los hombres a asumir sus responsabilidades 

en el hogar tiene que ver con una cultura machista predominante pero también con 

condiciones capitalistas que ofrecen trabajos masculinizados y feminizados que dejan poco 

                                                 
80 Algunas de las mujeres integrantes de las agrupaciones son adultas mayores e igualmente sostienen arduas 

labores de cuido. 
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espacio para la redistribución de los roles, precisamente porque en la sumisión de las mujeres 

al trabajo doméstico no remunerado el capital encuentra la reproducción y disciplina de su 

fuerza laboral (Federici, 2013).  

En este sentido, la estrategia de cuido colectivo es una forma en la que las mujeres combinan 

el trabajo reproductivo con el productivo, sin que uno sea obstáculo para el otro. En 

ocasiones, el grupo de mujeres ha puesto en marcha esta práctica con el apoyo de otros 

actores en el marco de los proyectos en los que han participado. Por ejemplo, en el caso del 

trabajo con universidades, destacan que normalmente las personas facilitadoras de los talleres 

designaban a una persona para ser la encargada de la vigilancia de los niños durante la 

duración del taller. En términos de la reproducción de la vida, las mujeres resaltan que esta 

práctica contribuye enormemente en cuanto a la transmisión de conocimientos y proceso de 

socialización de los niños, ya que funciona como una guardería pero también como una 

escuela, donde aprenden a través de procesos de educación no formal, al relacionarse entre 

ellos mismos, con las mujeres y con otros actores externos como en el caso de estudiantes y 

docentes universitarios.  

El cuido colectivo y la creación de espacios seguros para los niños dentro de las labores 

productivas, lejos de ser una extensión del rol de madres de las mujeres, es una práctica que 

protesta contra el binomio productivo-reproductivo por su lógica separatista y que, de forma 

innovadora, logra gestionar formas de reproducción de la vida no estado-céntricas ante 

determinadas condiciones de género y de clase. Ante una estructura capitalista y patriarcal 

que no ofrece oportunidades de emancipación para las mujeres, las cachifas de la casa 

generan estrategias cotidianas de resistencia a partir de la construcción de redes de apoyo 

entre mujeres que comparten contextos y condiciones. 

Asimismo, esta práctica puede ser entendida como una de sus principales fortalezas en cuanto 

a sus capacidades organizativas, ya que implica la gestión colectiva de un asunto que es 

determinante para la participación de las mujeres.  

En este panorama, se evidencia que las mujeres también pueden generar empoderamiento 

desde los roles de cuido y esto tiene una relación directa con sus procesos organizativos en 

torno a la tierra y la producción. No obstante, resulta esencial evidenciar otras formas de 
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empoderamiento a partir de la salida del espacio doméstico para la participación en la esfera 

de lo público. 

Salir de la casa: lo público también en disputa 

 

Como se ha puntualizado en esta investigación, si bien las mujeres decidieron organizarse 

con el objetivo principal de generar ingresos para sus familias, su participación en la esfera 

de lo público y lo productivo no se limita a este aspecto. Tal como menciona Massolo (2002) 

sobre la participación de las mujeres en espacios locales, 

La estrecha relación social entre las mujeres y el espacio local no significa que esa 

relación esté determinada, exclusivamente, por la urgencia de satisfacer las 

necesidades básicas de bienes y servicios para la familia y el mejoramiento de las 

condiciones de vida en el hábitat. Significa al mismo tiempo, una voluntad y 

aspiración de nuevas experiencias de sociabilidad y participación en la esfera 

pública, adquirir autoestima y poder salir del encierro doméstico (p. 4).  

Precisamente, “salir de la casa” es una frase que repitieron constantemente las mujeres 

durante los talleres y entrevistas grupales, al hablar sobre los beneficios percibidos de su 

participación en la organización: salir de la casa es percibido como un medio que permite 

conseguir otros fines. ¿Salir a dónde? A la parcela o el terreno, a las casas de sus compañeras, 

a los espacios comunitarios, a capacitaciones y talleres dentro y fuera de su localidad, a otras 

comunidades, entre otros espacios. Tal como lo ilustraron las mujeres durante uno de los 

talleres participativos realizados en noviembre del 2018 (Ver Imagen 7). 

Imagen 7 Papelógrafo elaborado por las mujeres  

 

Fuente: Taller realizado el 17 de noviembre de 2018, fotografía propia  
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Salir de la esfera privada de sus hogares les ha permitido generar procesos en los que han 

obtenido herramientas personales y grupales tales como: 

- Relacionarse con otras mujeres y crear redes de apoyo  

- Recibir capacitaciones y participar en procesos de aprendizaje en diferentes temáticas 

- Posicionarse en la esfera comunitaria como actores de incidencia 

- Posicionarse ante las instituciones públicas como actores de incidencia 

- Relacionarse con otros grupos organizados de diferentes comunidades que comparten 

intereses comunes  

- Realizar trabajos productivos remunerados    

Estas acciones han permitido generar empoderamiento grupal e individual en las mujeres, ya 

que algunas nunca antes habían compartido con sus vecinas, algunas nunca habían recibido 

capacitaciones o talleres, algunas nunca habían participado a nivel comunitario, algunas 

nunca habían negociado con las instituciones estatales, algunas nunca habían conocido 

grupos de otras comunidades y algunas nunca habían realizado trabajos remunerados o bien, 

trabajos productivos remunerados por cuenta propia. Esto se puede ver ilustrado en algunos 

extractos de los talleres y entrevistas grupales e individuales con las mujeres de ambos 

grupos: 

Integrante 3: Me ha gustado estar en el grupo porque se puede salir de la rutina de 

la casa, aunque sea un trabajo parecido. El convivir con otras personas y familias, 

para mí eso es bueno e interesante. Ver que las mujeres tenemos proyectos, aunque 

a veces no se desarrollan por la escasez de dinero, pero tenemos sueños. 

Integrante 2: Yo casi no sé leer y escribir, pero en esto yo he aprendido cualquier 

cantidad, ya se nos ha quitado la vergüenza y el miedo de hablar.  

Integrante 4: Me gusta aprender, no fui a un colegio ni nada…pero a mí siempre me 

ha gustado aprender.  

Integrante B: Me motivé porque vi que era una manera de aprender, de recibir 

capacitaciones y estar ocupada en algo, porque estar solo en la casa haciendo 

nada…como que no.  Es poco lo que genera el grupo, pero al mismo tiempo da algo, 

por lo menos estoy trabajando, distraída con las compañeras, recibiendo 

capacitaciones. 

Integrante 1: Tuvimos muchas capacitaciones en administración de negocios, 

servicio al cliente, residuos, administración del dinero, manejo de grupos. Ahora 

todo el mundo nos toma en cuenta en la comunidad. 
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Integrante C: Solo en la parcela de las mujeres es que yo he tenido capacitaciones, 

anduvimos en San José, hasta en la Asamblea Legislativa conversando con los 

señores. 

En este sentido, salir de la casa ha permitido a las mujeres participantes la construcción de 

un conjunto de relaciones que potencian su autoestima y autonomía, aunque no de las mismas 

formas ni en los mismos niveles para todas. No obstante, cabe discutir algunos puntos sobre 

la oportunidad de las mujeres de ser y estar fuera de la esfera del hogar. Salir de la casa no 

significa necesariamente una posibilidad de empoderamiento en todos los casos. Por ejemplo, 

en diferentes períodos de la historia las mujeres han sido incluidas subordinadamente a la 

fuerza laboral como trabajadoras remuneradas sin que esto signifique una disminución en su 

carga doméstica no remunerada, tal como se mencionó en el apartado anterior. 

Filgueira y Martínez (2017) afirman que en América Latina, la salida de las mujeres de la 

esfera del hogar y su entrada en el mercado laboral como forma de ganar autonomía 

económica ha estado “truncada” por el hecho de que los hombres no han asumido mayores 

responsabilidades domésticas. De manera que, muchas mujeres se han incorporado a la 

fuerza laboral en trabajos que les permitan llevar las dobles y triples jornadas laborales 

(adentro y fuera del hogar), los cuales tienden a ser informales, temporales y en condiciones 

irregulares. La estructura tradicional de la familia ha cambiado poco81, precisamente porque 

las políticas públicas no se han enfocado en generar incentivos para que los hombres asuman 

roles activos en sus hogares.  

Esta situación puede ocurrir también cuando las mujeres salen del hogar a ejercer otros 

trabajos que no necesariamente están remunerados, como lo es el trabajo organizativo. Salir 

de la casa para organizarse no siempre –casi nunca– va de la mano de una redistribución de 

las responsabilidades de cuido en el hogar. Incluso, tal como menciona Massolo (2002),  

Se proyecta su rol doméstico sobre el espacio público, pero no se disminuyen o 

eliminan las desigualdades de género. La participación de las mujeres se concentra 

en cuestiones y tareas vinculadas a las necesidades básicas de la familia y la 

comunidad, mientras que los hombres se reservan la participación en los cargos de 

poder en las organizaciones y las instancias políticas e institucionales. En los 

                                                 
81 Ha cambiado según la clase social, debido a que son las mujeres de clases más altas las que, a través de la 

contratación de servicios de trabajo doméstico remunerado, han logrado una disminución en sus cargas 

domésticas, pero no necesariamente una distribución equitativa de las responsabilidades respecto a los hombres 

(Filgueira & Martínez Franzoni, 2017).  
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procesos participativos se encuentran diversas manifestaciones de la desigualdad de 

género (pp. 5-6).  

En este sentido, resulta importante alejarse de planteamientos que busquen idealizar el trabajo 

organizativo que se hace fuera del hogar, sin pasar primero por un cuestionamiento de lo que 

ocurre dentro. Para el caso concreto de las organizaciones de mujeres, salir de la casa ha 

significado un aumento en sus cargas de trabajo y esto no se ha traducido en una distribución 

más equitativa de las responsabilidades domésticas, sin embargo, ha tenido influencia, 

aunque poca, en las relaciones de poder en la casa. 

Algunas afirman que, durante los primeros años de organización, algunos maridos se oponían 

a que ellas salieran constantemente a diferentes actividades organizativas. Las mujeres 

señalan que incluso, sus familias les llamaban “vagas” y las creían “locas” por tener un 

proyecto tan ambicioso82. Sin embargo, con el tiempo sus familias se han flexibilizado sobre 

estos juicios y ellas han adquirido mayor libertad para decidir sobre su participación 

organizativa y asimismo, para solicitar a sus compañeros una mayor presencia en lo 

doméstico, aunque continúa siendo muy baja.  

En este sentido, la pertenencia a la organización influye sobre las posibilidades de salir del 

hogar para dedicarse a otras actividades más allá de lo doméstico, aunque también en el 

espacio de lo público se reproducen estos roles, tal como afirma Federici (2013), “donde sea 

que miremos podemos observar que los trabajos llevados a cabo por mujeres son meras 

extensiones de la labor de amas de casa” (p. 43). Cabe recordar que una de las principales 

razones por las que las mujeres se vieron impulsadas a participar de la organización ha sido 

la generación de ingresos para sus familias en su rol de madres-esposas y que además, han 

asumido un rol de cuido de la comunidad.  

Sin embargo, en condiciones de autodeterminación como las que han logrado las mujeres, 

salir de la casa puede constituirse como un acto de transgresión y rebeldía al orden patriarcal 

–que les ha asignado la cocina y el dormitorio como sus más importantes espacios de acción–

                                                 
82 Montoya (2003) describe situaciones similares al estudiar colectivos de mujeres sandinistas en Nicaragua; 

afirma que los vecinos y familiares de las mujeres criticaban su participación organizativa porque desde su 

perspectiva, implicaba un descuido de las labores del hogar e incluso, que las mujeres iban a estos grupos 

únicamente a “buscar hombres” [traducción propia] (p. 62).  
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, lo cual contribuye a la formación de una conciencia de género en las mujeres, así como en 

la creación de relaciones de amistad y compañía entre ellas, desde la sororidad.  

Cabe resaltar que su participación en la organización no es la única fuente de generación de 

una conciencia de género. Para algunas de las mujeres de las agrupaciones, las capacitaciones 

impartidas por instituciones como el INAMU y el IMAS han sido fundamentales en el 

aprendizaje sobre sus derechos asociados a su condición de género. Pero es en los procesos 

organizativos en donde ellas han logrado reforzar y ampliar esta base de conocimiento sobre 

sus derechos y capacidades, tal como mencionan las mujeres de las agrupaciones:  

Integrante A de AMPONE: Ya las mujeres no se dejan mandar, las señoras de antes 

solo estaban en la cocina, solo servían. El hombre quiere hacer lo que quiera con 

uno, pero uno no se va a dejar. Al menos mi marido dice que el INAMU solo 

despabilar a las mujeres, porque antes daba charlas sobre cómo defenderse, 

empezó a decirle a la mujer que tenía derechos y todas esas cosas. Los hombres, 

los viejos y los jóvenes ya van entendiendo, dicen que la mujer cambió desde que 

empezaron las capacitaciones del INAMU sobre agresiones.  

Integrante 2 de ASOPROTIL: Llegaron del IMAS a visitarme, nosotros viviendo 

pobremente, entonces me apoyaron con ayudas sociales para mujeres. A mí me 

metieron en eso…en ese tiempo le decían formación humana. Me inscribieron y yo 

ahí empecé a ver cuáles eran mis derechos y cuáles eran mis obligaciones. Ya yo 

empecé a despabilarme porque le explicaban a uno “la mujer tiene derechos” “los 

hombres no tienen que agredirlas, puede denunciarlo” y nos dan toda la 

información. Yo seguí yendo, fueron tres meses. Un día él me quiso amenazar otra 

vez, entonces yo le dije “vea, yo sé cuáles son mis derechos porque ahí me dijeron 

cuáles son mis derechos, soy una persona” Entonces él cambió.  

De manera que, un hallazgo importante sobre el empoderamiento de las mujeres a partir de 

sus procesos organizativos es que, necesariamente, éstos deben ir acompañados de la 

formación de una conciencia de género que permita a las mujeres comprender las relaciones 

de violencia que sufren y generar mecanismos de protección, al mismo tiempo que mejoran 

su autoestima, su percepción sobre sí mismas y procuran lazos y redes de apoyo con otras 

compañeras. En este sentido, cabe resaltar que la tenencia, el uso y el control de la tierra no 

garantizan por sí mismos la generación de una conciencia de género, aunque sí pueden 

influenciar en las condiciones materiales y simbólicas de las mujeres para transformar las 

relaciones de poder. La participación de las mujeres en la esfera de lo público y su relación 

con el empoderamiento no solamente tiene expresiones en lo personal, lo familiar y lo grupal 

sino también en lo local y lo comunitario.  
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Consideraciones sobre el capítulo 
 

El criterio de ingreso de esta investigación se basó en estudios feministas sobre el acceso de 

las mujeres a la tierra en África y América Latina, los cuales apuntan que la tenencia, uso y 

control de la tierra como un conjunto de derechos, resultan esenciales para la autonomía 

económica de las mujeres, el bienestar de las familias rurales y el empoderamiento en 

diferentes escalas de la vida cotidiana (Deere y León, 2000).  

Para el caso de AMPONE y ASOPROTIL, este conjunto de derechos se encuentra limitado 

por una serie de factores que tienen que ver con el Estado, el mercado, la familia y la 

comunidad, como espacios de un sistema patriarcal capitalista. Bajo estas condiciones, la 

organización de dichos grupos de mujeres puede ser entendida más bien como un proceso de 

lucha por la tierra.  

Lo que el análisis revela es que, en este proceso de lucha se generan relaciones, significados 

e identidades que pueden potenciar el empoderamiento en las mujeres. Este empoderamiento 

ha sido analizado por la investigadora, a partir de los relatos de las mujeres en las entrevistas 

realizadas, así como en las observaciones de campo. Las percepciones y vivencias de las 

mujeres sobre sus espacios del hogar, fuera del hogar, a nivel individual y a nivel grupal, 

evidencian un proceso mediante el cual las mujeres han modificado su percepción sobre sí 

mismas, sobre otras mujeres y sobre sus capacidades y derechos para transformar la realidad 

en un contexto político, social, económico y ambiental específico.     

Con esta afirmación, este estudio pretende ampliar la evidencia empírica sobre la relación 

entre el acceso a la tierra y el empoderamiento, al mismo tiempo que invita a repensar el 

empoderamiento más como un proceso constante y menos como un fin en sí mismo.  
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Conclusiones 

 

La relación entre las mujeres rurales y el Estado  
 

El acceso, uso y control de la tierra para las mujeres está determinado por factores en el 

Estado, el mercado, la familia y la comunidad. Esta investigación se enfocó principalmente 

en los aspectos relacionados con el Estado, a partir del estudio de las acciones institucionales 

dirigidas a incluir a las mujeres en la política agraria y el desarrollo rural. Sin embargo, uno 

de los principales hallazgos es que estas cuatro esferas están estrechamente ligadas al hablar 

de las condiciones de las mujeres rurales. El proceso de mercantilización de la tierra ha sido 

posible mediante la inclusión subordinada de las mujeres rurales a la política agraria como 

mecanismo de dominación de la población campesina y esta inclusión tiene que ver con los 

cuerpos de las mujeres, sus prácticas cotidianas de producción y reproducción de la vida.  

En el caso concreto de Caño Negro, la llegada del Estado coincidió con el período más 

intenso de transformación neoliberal en el agro. De manera que, la intervención estatal jugó 

un papel contradictorio, entre la promoción de la conservación ambiental y el impulso a las 

agroindustrias de monocultivos. Estas reconfiguraciones territoriales afectaron las formas de 

reproducción de la vida cotidiana, un espacio en donde las mujeres históricamente han tenido 

un rol central. Una segunda contradicción se visualiza en el hecho de que el período en el 

que estas reconfiguraciones ocurren coincide con la apertura de espacios para las mujeres 

rurales en el agro a nivel nacional. Pero en esta misma coyuntura, el contenido de estos 

espacios se ve limitado, a partir de la reducción de la función social del Estado en el marco 

de los programas de ajuste estructural.  

Esta forma de intervención en el campo generó como consecuencia el empobrecimiento de 

las familias campesinas, quienes han tenido que buscar diferentes acomodos en sus núcleos 

para sobrellevar sus economías. La feminización del trabajo agrícola y el surgimiento de 

grupos de mujeres para la generación de ingresos son dos respuestas concretas a la crisis en 

el agro, que implican la inclusión subordinada de las mujeres a la vida económica. El caso 

de las agrupaciones estudiadas en Caño Negro devela el mecanismo estatal de promoción de 
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la generación de ingresos en manos de las mujeres con el fin de aliviar la pobreza de las 

familias.  

En última instancia, estas son formas incompletas de distribución de la política social; 

incompletas porque, en conjunto con otras tales como la institucionalización de las formas 

asociativas o la instrumentalización de objetivos de desarrollo, esta intervención está lejos de 

procurar la autonomía económica y organizativa de las mujeres rurales. Esto porque, su 

aplicación en el campo es pobremente ejecutada pero también porque resultan medidas que 

buscan individualizar problemas estructurales. Es decir, buscan aliviar la pobreza de las 

familias mediante acciones de las mujeres para sus propios núcleos, sin cambiar la estructura 

de acceso a la tierra en favor del campesinado. De manera que, más que formas incompletas 

de distribución de la política pública, son también formas de control sobre las mujeres rurales.  

En este panorama ¿dónde es posible gestionar procesos de empoderamiento? 

Identificando expresiones de política en femenino 
 

La organización es una forma de resistencia de las mujeres ante la subordinación, y esto pasa 

por retomar lo anteriormente planteado en el marco teórico: si lo personal es político, lo 

colectivo también lo es. Resulta imposible pensar el empoderamiento fuera de un marco de 

comprensión de las interrelaciones entre lo privado y lo público, lo personal y lo colectivo, 

lo estatal y lo no estado-céntrico. El empoderamiento es finalmente, una serie de respuestas 

que pretenden transformar las relaciones de poder desiguales y a las subordinaciones que 

ellas generan.  

El patriarcado y el capitalismo, como fenómenos estructurales imperantes, generan despojos, 

agravios y formas de control que no son pasivamente asumidas por los actores. Todos los 

espacios de la vida cotidiana de las mujeres son terrenos en disputa, en donde entran en 

tensión diferentes formas de hacer política, es decir, de gestionar el poder con determinados 

fines. Las respuestas de los grupos de mujeres identificadas pueden ser vistos como 

expresiones de una “política en femenino”, en términos de Raquel Gutiérrez (2015).  

Un desafío para la disciplina de las Ciencias Políticas es precisamente ampliar su mirada 

hacia otras formas de hacer política que no están mediadas por la intención de tomar el Estado 
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ni por el interés de acumular capital. Es decir, formas que tienen otros objetivos y, por lo 

tanto, hacen uso de otros medios. La “política en femenino” hace referencia al conjunto de 

prácticas, en el espacio de lo comunitario-popular, dirigidas a la “defensa de lo común, 

centradas en la garantía de condiciones materiales para la reproducción de la vida” (p. 137).  

Este objetivo ha estado históricamente ligado a las labores que realizan las mujeres en los 

diferentes espacios y por esto se le denomina “en femenino”. Lo masculinizado está ligado, 

según la autora, a las formas más tradicionales y violentas de gestión del poder, asociadas a 

la política estatal y la acumulación de capital (Gutiérrez, 2015).  

Estudiar la intervención estatal, tal como se ha hecho a lo largo de esta investigación, debe 

también hacer un esfuerzo por comprender las formas organizativas de respuesta a dicha 

intervención, aquellas que se desarrollan cotidianamente, desde las cocinas, desde las 

parcelas y desde las comunidades, con miras a defender lo común.  

Un hallazgo importante de esta investigación es que, más allá del criterio de ingreso 

planteado en la formulación del estudio, la ausencia o limitación de la tenencia, uso y control 

de la tierra suscita procesos de lucha por la tierra que son en sí mismos generadores de 

empoderamiento en las mujeres. En la lucha encontramos relaciones, ideas, significados, 

identidades y formas de gestión que son expresiones de política en femenino, principalmente 

porque están ligadas a la reproducción de la vida. 

El empoderamiento es lo que ocurre en esos espacios que han sido socialmente entendidos 

como dicotómicos y que finalmente se vuelven espacios asociados: lo que pasa en el hogar 

afecta lo que pasa afuera de él y viceversa; las formas de intervención y control estatales no 

son las únicas vías para organizarse, esto por cuanto las mujeres hacen híbridos y así logran 

conjugar la dependencia de insumos externos con procesos de autogestión. El objetivo de la 

generación de ingresos se vuelve borroso en los procesos organizativos, porque las mujeres 

también tienen muchos otros propósitos en su cotidianeidad.  

Al afirmar que la generación de ingresos se vuelve borrosa, hay que tener cautela: esto no 

quiere decir que los ingresos no sean una condición esencial en la autonomía económica de 

las mujeres. Asimismo, sostener que la lucha por la tierra como proceso genera 

empoderamiento, no implica descartar la idea de que la tenencia, uso y control de la tierra 
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también lo puede potenciar. El acceso a la tierra en dichas condiciones es un factor 

determinante no solo en cuanto al empoderamiento sino también respecto al bienestar 

socioeconómico de las mujeres. En este sentido, esta investigación apunta a generar 

discusiones en cuanto a la relación entre tierra, empoderamiento y mujeres, entendiendo que 

cada caso tiene sus particularidades según el contexto.  

Apostar a las formas colectivas de acceso a la tierra 
 

Esta investigación invita a repensar la relación entre el acceso a la tierra y el empoderamiento 

para las mujeres. Lo estudios consultados afirman que la tierra, como un recurso material y 

simbólico, puede aportar a la autonomía económica de las mujeres, a su posición de 

resguardo, su capacidad de negociación en el núcleo familiar y en otros espacios de la vida 

cotidiana, su percepción sobre sí misma y además, el bienestar de su familia. 

Lo que este estudio evidencia es que, también en la ausencia de condiciones óptimas de 

tenencia, uso y control de la tierra, se puede generar empoderamiento en el proceso mismo 

de lucha por la tierra. Sin embargo, para el caso de estudio, este empoderamiento tiene que 

ver con el hecho de que se trata de tierra colectiva a cargo de una agrupación de mujeres. La 

tierra colectiva funciona como espacio en donde se entretejen diferentes relaciones que 

potencian transformaciones en la vida cotidiana de las mujeres.  

La colectividad que plantea su organización permite a las mujeres generar redes de apoyo 

entre ellas, ser tomadas en cuenta en sus comunidades como grupos referentes, recibir 

procesos de educación formal y no formal y otros beneficios que no necesariamente se 

pueden lograr mediante la propiedad individual o familiar de la tierra. Por esta razón, lo 

colectivo es también lo que Lagarde (2009) denomina como un “pacto político de género 

entre mujeres que se reconocen como interlocutoras”, que permite la construcción de redes 

de sororidad que potencian el empoderamiento.  

En este sentido, se concluye que, tal como han afirmado autoras como Deere y León (2000) 

en sus amplios estudios sobre el acceso a la tierra para las mujeres, la ausencia del conjunto 

de derechos sobre la tierra puede afectar negativamente a las mujeres, principalmente porque 

el derecho a la tierra permite acceder a otra serie de derechos, recursos materiales y 

simbólicos.  
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Sin embargo, cuando la lucha por estas condiciones es además colectiva y en un contexto de 

problemáticas socio-ambientales en las comunidades rurales, el empoderamiento es, 

necesariamente, un proceso que se gesta dentro del proceso mismo de organización. El nexo 

entre mujeres, tierra, organización y empoderamiento debe ser considerado dentro del 

contexto político específico, marcado por las relaciones de poder presentes en el territorio, 

tales como la distribución de los costos y beneficios del acceso a otros recursos naturales.  

Recomendaciones 

 

A la carrera de Ciencias Políticas 
 

- Motivar la docencia e investigación sobre temáticas poco estudiadas desde las 

Ciencias Políticas, pero en las cuales la disciplina tiene mucho qué aportar, tales como 

ruralidad, política agraria, conflictos socio-ambientales, territorio y género.  

- Impulsar al estudiantado a realizar trabajos finales de graduación en espacios donde 

se pueda propiciar el diálogo de saberes, es decir el encuentro entre el conocimiento 

aprendido en las aulas y el conocimiento popular-comunitario. Para ello es necesario 

propiciar mayores giras y trabajos de campo en el marco de los cursos, con el fin de 

que el estudiantado pueda conocer más sobre las problemáticas y la forma en la que 

las personas las vivencian cotidianamente, haciendo un balance entre la comprensión 

teórica y la aplicación metodológica.   

- Incentivar al estudiantado a participar en concursos de becas para la realización de su 

trabajo de campo o a formar parte de proyectos y programas de investigación o acción 

social relacionados con su tema de estudio y que le brinden un acompañamiento 

logístico y/o académico en su proceso investigativo. 

A futuras investigaciones 
 

- Para ampliar sobre el tema del acceso a la tierra para las mujeres, resulta importante 

realizar estudios que permitan comparar diferentes experiencias de tenencia, uso y 
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control de la tierra. Por ejemplo, comparar entre casos de agricultura familiar, 

agrupaciones productivas y tierras colectivas.  

- Identificar más casos concretos que permitan evidenciar la intervención estatal 

dirigida a las mujeres rurales y sus efectos sobre la vida cotidiana de las mujeres. 

- Realizar mayores investigaciones en la zona norte en general, debido a que es un área 

de alta conflictividad socio-ambiental, en donde la investigación y la acción social 

desde la Universidad tienen mucho por aportar. Concretamente, ampliar las 

investigaciones desde las ciencias sociales en la zona de Caño Negro, que permitan 

complementar el acervo investigativo de ciencias básicas que ya existe.  

- Profundizar en estudios de caso con mujeres indígenas, ya que presentan 

particularidades en el acceso, uso y tenencia de la tierra que requieren una mayor 

exploración.   
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Anexos 

 

Anexo 1 Fórmula de consentimiento informado 

 

UNIVERSIDAD DE COSTA RICA  

COMITÉ ÉTICO CIENTÍFICO 

Teléfono/Fax: (506) 2511-4201   

CEC-I-04 AC 

FORMULARIO PARA EL CONSENTIMIENTO INFORMADO BASADO EN LA 

LEY N° 9234 “LEY REGULADORA DE INVESTIGACIÓN BIOMÉDICA” y EL 

“REGLAMENTO ÉTICO CIENTÍFICO DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

PARA LAS INVESTIGACIONES EN LAS QUE PARTICIPAN SERES 

HUMANOS” 

 

Tierra para las mujeres: resistencias y procesos organizativos de las Asociaciones de 

Mujeres de Nueva Esperanza y Caño Negro de Los Chiles (2000-2016) 

 

Nombre de la investigadora: Marylaura Acuña Alvarado 

 

Nombre del participante: ___________________________________________________ 

 

A. PROPÓSITO DEL PROYECTO. Se trata de un Proyecto Final de Graduación para optar 

por el Grado de Licenciatura en Ciencias, la modalidad del estudio de investigación es una 

tesis. Será llevado a cabo por Marylaura Acuña Alvarado, egresada de la Licenciatura en 

Ciencias Políticas de la Universidad de Costa Rica. El proyecto es financiado por la 

estudiante, con apoyo económico del Programa Kioscos Socioambientales de la Vicerrectoría 

de Acción Social y la Vicerrectoría de Investigación de la Universidad de Costa Rica. 

El objetivo principal de la investigación es analizar el derecho de las mujeres a la tierra y su 

relación con el empoderamiento, para dos casos de estudio, la Asociación de Mujeres 

Productoras Orgánicas de Nueva Esperanza (AMPONE) y la Asociación de Mujeres 

Productoras de Tilapia de Caño Negro (ASOPROTIL), ambas ubicadas en el cantón de Los 
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Chiles. Concretamente, el proyecto quiere estudiar las condiciones de acceso a la tierra para 

las mujeres así como los procesos organizativos que han llevado a cabo.  

B. ¿QUÉ SE HARÁ? Para participar en este estudio, únicamente debe ser integrante de 

alguna de las dos Asociaciones de Mujeres mencionadas. Se trata de una entrevista (grupal o 

individual), es decir, una serie de preguntas que la investigadora quiere hacerle, a modo de 

conversación fluida. Sus opiniones, percepciones y valoraciones resultan sumamente 

importantes para recolectar información para el estudio.   

Si es de su voluntad, se espera que su participación sea constante durante las 5 sesiones de 

entrevista grupales o individuales que se realicen durante el año en curso (2018). Estas   

sesiones se realizarán en el salón comunal de Caño Negro o en otro espacio que sea adecuado 

para estos fines y que se encuentre disponible. Se pretende realizar las sesiones de entrevista 

en abril, junio, agosto, octubre y diciembre.  

Si usted accede, se grabará la entrevista, únicamente con en el marco de esta investigación, 

para facilitar el proceso de análisis de la información recolectada y de redacción. No se 

utilizarán estos audios para ningún otro fin, ni serán escuchados por terceros. Sin embargo, 

usted puede oponerse a ser grabada si así lo desea, en ese caso solo se tomarían notas.  

C. RIESGOS. Su participación en este estudio podría conllevar plantearle alguna 

incomodidad, debido a que se le preguntará por sus opiniones, percepciones, experiencias y 

valoraciones sobre el problema que la investigadora está estudiando, es decir, el acceso de 

las mujeres a la tierra. Sin embargo, usted puede negarse a responder cualquier pregunta y 

esto no afectará el proceso.  

Por otro lado, su participación podría ocasionarle una pérdida de confidencialidad. Sin 

embargo, para evitar esto, todo lo que usted exprese durante su participación en las 

entrevistas, puede ser utilizado por la investigadora bajo la forma de anonimato (con un 

pseudónimo o un código) si usted lo desea. De esta manera, su nombre y apellidos no se 

verán comprometidos en la redacción y publicación del documento de estudio.  

D. BENEFICIOS. Su participación en este estudio no tiene ningún beneficio directo, como 

por ejemplo una remuneración económica. Sin embargo, los resultados del estudio pueden 

tener beneficios indirectos, como por ejemplo, la documentación de los procesos 

organizativos de las agrupaciones de mujeres participantes puede ser de utilidad para 

fortalecer su labor productiva y su organización.  

Además, esta investigación puede contribuir a la academia, a las instituciones estatales y a la 

sociedad en general, mediante la creación de conocimiento sobre la brecha de género en la 

tierra, de cara a la formulación de políticas públicas. 

E. VOLUNTARIEDAD. Su participación en este estudio es completamente voluntaria, 

puede abstenerse de responder a ciertas preguntas de la entrevista, negarse a participar o 

retirarse en cualquier momento, sin perder ningún derecho. 
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F. CONFIDENCIALIDAD. La investigadora le garantiza un estricto manejo de 

confidencialidad de la información. Como se mencionó en el inicio C), si usted lo desea la 

investigadora puede utilizar pseudónimos durante la redacción y en la publicación del 

estudio, de manera que las participantes del estudio no vean comprometida su 

confidencialidad. Si usted lo autoriza, los resultados de la investigación pueden ser 

publicados en artículos científicos u otras publicaciones además del documento de la tesis, 

siempre bajo la forma de anonimato de las participantes.  

Durante la redacción del estudio, únicamente la investigadora y su Comité Asesor, 

conformado por tres docentes, tendrán acceso a los datos que se generen a partir de su 

participación en el estudio. Cuando el documento de tesis sea publicado, será abierto al 

público en general. Se entregará una copia impresa del documento publicado a las respectivas 

Presidentas de AMPONE y ASOPROTIL.   

G. INFORMACIÓN. Antes de dar su autorización para este estudio usted debe haber hablado 

con Marylaura Acuña Alvarado sobre este estudio y ella debe haber contestado 

satisfactoriamente todas sus preguntas. Si quisiera más información más adelante, puede 

obtenerla llamando a Marylaura al teléfono 8883-6694. Además, puede consultar sobre los 

derechos de los Sujetos Participantes en Proyectos de Investigación al Consejo Nacional de 

Salud del Ministerio de Salud (CONIS), teléfonos 2257-7821 extensión 119, de lunes a 

viernes de 8 a.m. a 4 p.m. Cualquier consulta adicional puede comunicarse a la Vicerrectoría 

de Investigación de la Universidad de Costa Rica a los teléfonos 2511-4201, 2511-5839, de 

lunes a viernes de 8 a.m. a 5 p.m. 

El Comité Asesor de este Trabajo Final de Graduación está conformado por tres docentes: 

Dra. Tania Rodríguez Echavarría como directora, Dr. Andrés León Araya como lector y 

M.Sc. Geanina Amaya Rodríguez como lectora. Este estudio está adscrito a la Escuela de 

Ciencias Políticas de la Universidad de Costa Rica.  

H. Recibirá una copia de esta fórmula firmada para mi uso personal.  

I. No perderá ningún derecho legal por firmar este documento. 
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CONSENTIMIENTO 

 

He leído o se me ha leído toda la información descrita en esta fórmula antes de firmarla. Se 

me ha brindado la oportunidad de hacer preguntas y estas han sido contestadas en forma 

adecuada. Por lo tanto, declaro que entiendo de qué trata el proyecto, las condiciones de mi 

participación y accedo a participar como sujeto de investigación en este estudio. 

 

____________________________________________________ 

Nombre, firma y cédula del sujeto participante 

 

____________________________________________________ 

Lugar, fecha y hora 

_____________________________________________________ 

Nombre, cédula y firma de la investigadora que solicita el consentimiento 

 

_____________________________________________________ 

Lugar, fecha y hora 

 

______________________________________________________ 

Nombre, firma y cédula del/la testigo que solicita el consentimiento    

 

______________________________________________________ 

Lugar, fecha y hora 
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Anexo 2 Guía de entrevista individual a profundidad 

 

Nombre:  

Organización:  

Fecha y hora: 

Temática Preguntas 

Historia de vida - ¿Dónde nació? ¿Cómo fue su infancia y su adolescencia? ¿A 

qué se dedicaba su familia más cercana? ¿Cómo era la relación 

con su familia cuando era pequeña? 

- ¿Cómo era su comunidad antes y cómo ha cambiado ahora? 

- En su adultez, ¿Cuándo y cómo conformó su familia (pareja, 

hijos)? ¿A qué se ha dedicado usted desde que sus hijos(as) 

nacieron? ¿Su pareja, si está presente, a qué se ha dedicado? 

Economía de los 

cuidados 

- ¿Cómo se reparten las tareas domésticas a lo interno del 

hogar? 

- ¿Cuántas horas diarias dedica usted al trabajo en el hogar? 

¿Cuántas horas diarias dedica usted al trabajo fuera del hogar? 

Acceso a recursos, 

ingresos y 

servicios 

- ¿Cómo ha sido su acceso a un empleo remunerado, si ha 

buscado o tenido uno? ¿Ha tenido algún otro tipo de ingreso? 

- ¿Cómo ha sido su acceso al apoyo de programas, proyectos y 

servicios estatales o no gubernamentales?  

- ¿Usted ha tenido acceso a proyectos productivos en 

agrupaciones o de forma individual?  

- ¿Tiene usted acceso a la tierra, de forma familiar o colectiva? 

- ¿Cómo es el acceso a los recursos naturales en su comunidad 

y para usted personalmente? 

- ¿Tiene usted redes de apoyo (familia, amigas, vecinas, 

compañeras)? 

Negociación  - ¿Cómo se toman las decisiones en su hogar, sobre el dinero, 

la producción, las labores domésticas? 

- ¿Cómo ha sido su interacción con las instituciones estatales? 

- ¿Cómo ha sido su interacción con actores comunitarios 

(ASADA, Asociación de Desarrollo y otros grupos 

comunales) 

Participación en la 

agrupación de 

mujeres 

- ¿Qué la motivó a formar parte del grupo? ¿Cuándo y cómo se 

unió? 

- ¿Cómo ha sido su participación en el grupo, cuáles tareas ha 

asumido? 

- ¿Qué es lo que más le gusta de formar parte del grupo? ¿Qué 

es lo que menos le gusta? 

- ¿Qué le ha aportado el grupo a su vida cotidiana? 

- ¿Cuáles son sus expectativas a futuro del grupo y cuál es su 

relación con sus proyectos de vida personales? 
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Anexo 3 Guía de entrevista semiestructurada en instituciones estatales 

 

Nombre de la persona: 

Institución: 

Puesto que ocupa: 

Fecha y lugar: 

 

1. ¿Cuáles son los principales ejes de acción desde el Sector Agropecuario y 

concretamente desde esta institución para atender a las mujeres productoras? ¿Me 

podría mencionar algunos de los proyectos más importantes que han desarrollado o 

se encuentran desarrollando desde su departamento en esta materia? 

2. ¿Cómo es el trabajo que realizan con mujeres rurales? ¿Trabajan con grupos 

organizados o con mujeres productoras individuales? ¿Cuál es el enfoque?  

3. Desde su experiencia, ¿cuáles son las principales problemáticas que viven las mujeres 

rurales que se dedican al sector agropecuario?  

4. Además de los datos desagregados por género que presenta el CENAGRO 2014, que 

son pocos, ¿ustedes tienen más estadísticas? ¿realizan investigaciones con enfoque 

de género? ¿cómo puedo acceder a estos datos?  

5. ¿Cuáles acciones se implementaron en el marco del Plan Sectorial de Género y 

Juventud Rural 2011-2014? ¿cuál fue el contexto en el que nació este plan? ¿existe 

una evaluación de los resultados de este plan sectorial? ¿se le ha dado continuidad? 

6. ¿Existen programas o proyectos concretos enfocados en la Región Norte-Norte? 

¿Alguna vez han trabajado con AMPONE o ASOPROTIL?¿Dónde puedo encontrar 

registro de esto? 

7. Revisando los datos del CENAGRO y otros monitoreos de monocultivos como el 

MOCUPP para la piña, pareciera que el modelo de desarrollo al que Costa Rica 

apunta es hacia muchas hectáreas de tierra en manos de grandes empresas dedicadas 

a los monocultivos de agroexportación. Desde su trabajo ¿es la agroindustria una 

oportunidad o una amenaza para las mujeres productoras?  
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Anexo 4 Guía de entrevista semiestructurada con actores locales 

 

Nombre de la persona: 

Comunidad: 

Oficio: 

Fecha y lugar: 

 

1. ¿A qué se dedica? ¿Cómo es su trabajo y la organización a la que pertenece? ¿Desde 

hace cuánto se dedica a esta labor? 

 

2. ¿Cuánto tiempo tiene de vivir en esta comunidad? ¿Cómo era su comunidad cuando 

usted estaba más joven? ¿Cuál es la historia de su comunidad? ¿Ha cambiado mucho 

ahora? 

 

3. ¿Cómo es el acceso a la tierra en su comunidad?  

 

4. ¿Cuáles son las agrupaciones/asociaciones/organizaciones presentes en su 

comunidad? ¿A qué se dedica cada una? ¿Cuál es su percepción sobre el trabajo que 

realizan? ¿Existen organizaciones de mujeres? 

 

5. ¿Conoce sobre AMPONE y/o ASOPROTIL en su comunidad, cómo se conformaron, 

sus objetivos, quiénes la conforman, sus proyectos productivos?  

 

6. En su opinión, ¿cuáles son las principales oportunidades y los mayores obstáculos 

para las mujeres de su comunidad? 
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Anexo 5 Guía de entrevista grupal y técnicas  

 

1) “Línea del tiempo”: En un papelógrafo se anotan, de forma secuencial, los eventos claves 

mencionados por las participantes según las preguntas que guían la conversación. Se 

dibuja una línea de tiempo que permita ilustrar, a grandes rasgos, el perfil histórico del 

grupo. Posteriormente debe ser discutida y aprobada por el grupo.   

Guía de entrevista grupal para la “línea del tiempo” 

Fotografías de los productos de la entrevista grupal 

   

Organización

• ¿Cuándo y cómo se
conocieron? ¿Cuándo y
cómo se conformó el
grupo de mujeres? ¿Y la
Asociación?

• ¿Por qué decidieron
organizarse? ¿Cuál fue
su objetivo al iniciar?
¿Es el mismo que ahora
o el objetivo ha
cambiado?

• ¿Se mantienen las
fundadoras del grupo?
¿Cómo ha cambiado el
grupo con el tiempo?
¿Quién puede formar
parte del grupo, existen
requisitos para
participar?

• ¿Cómo se reúnen, cómo
toman las decisiones,
quién convoca? ¿Cómo
se dividen las tareas del
trabajo de la tierra?

Tierra

• ¿Qué fue primero, la
organización o la tierra?

• ¿Cuándo y cómo fue el
proceso por el que
accedieron a la tierra?

• ¿Intervinieron
instituciones o personas
particulares en este
proceso? ¿En qué
momento?

• ¿Qué las motivó a
trabajar la tierra?

• ¿Tienen la misma
cantidad de tierra que en
el inicio o han adquirido
más?

• ¿El trabajo de la tierra
ha cambiado a lo largo
del tiempo? ¿Qué
cultivaban o deseaban
cultivar al inicio y qué
hacen ahora? ¿Por qué
esto ha cambiado?
¿Quién intervino en estos
cambios?

Recursos

• ¿Cuándo y cómo
obtuvieron los primeros
recursos materiales
necesarios para trabajar
la tierra (herramientas,
semillas)? ¿Cómo ha
sido el acceso a estos
recursos a lo largo del
tiempo?

• En cuanto al
conocimiento sobre el
trabajo de la tierra, ¿ya lo
tenían o fueron
aprendiendo de camino?

• ¿Han recibido alguna
capacitación sobre el
trabajo de la tierra o
emprendimiento de
proyectos productivos?
¿Cuándo y dónde la
recibieron? ¿Fue útil?

• ¿Quiénes las ha
apoyaron al inicio y
quiénes no? ¿Y ahora?

Participación

• ¿Han participado en
espacios comunitarios,
como grupo? ¿Cuándo y
cuáles actividades o
eventos?

• ¿Han realizado proyectos
conjuntos con otras
personas, grupos,
organizaciones?
¿Cuándo y cómo?

• ¿Qué las ha motivado a
participar en otros
espacios?

• ¿Cuáles cambios ha
tenido la comunidad que
tengan importancia para
el grupo y su trabajo?
Por ejemplo ¿la piña u
otras amenazas
ambientales? ¿cuándo y
cómo llegaron estas
amenazas o desafíos?
¿cómo afectaron o
podrían afectar al grupo
y su trabajo?
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2) Discusión a partir de noticias de prensa y documentos oficiales: previamente, se 

identifican noticias de prensa referentes al conflicto fronterizo ocurrido en Jomusa y la 

creación del asentamiento campesino de Nueva Esperanza. Asimismo, se recurre al 

Archivo de las Oficinas Centrales del INDER con el fin de recopilar documentos 

referentes al caso. Estos documentos se imprimen y son entregados a las participantes para 

su lectura y discusión en conjunto a partir de preguntas generadoras. 

 

Preguntas generadoras a partir de las noticias y los documentos: 

 

1. A partir de la versión de la historia que cuenta cada noticia, ¿cuáles hechos están 

correctos y cuáles no?  

2. ¿Cuáles datos o hechos no aparecen en las noticias y que son importantes para la 

historia? ¿Aparecen datos o hechos que ustedes no conocían? 

3. Con base en el croquis del asentamiento ¿cómo ha cambiado desde su fundación en 

1995? 

4. ¿Existen diferencias entre lo prometido por el Inder respecto al apoyo institucional a 

las familias y lo que ustedes vivenciaron durante ese período de desplazamiento y 

formación del asentamiento? 

5. Ni en las noticias ni en los documentos se menciona el grupo de mujeres y su trabajo 

en la parcela ¿por qué?  

6. ¿Cómo fueron esos primeros años de vida en el asentamiento? Y¿Cómo ha cambiado 

el asentamiento? El paisaje, el trabajo, las familias, el ambiente. 

7. ¿Cómo es la situación actual de las familias que viven en el asentamiento? 
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Anexo 6 Guía de talleres participativos 

 

6.1.Talleres de actividades manuales 

 

Esta técnica busca propiciar un espacio ameno para las participantes, en donde sea posible 

entablar conversaciones mientras que se está practicando una actividad manual que implica 

un método específico. Este método es construido conjuntamente entre los saberes presentes, 

por ejemplo, la forma en la que se realiza el abono orgánico, la forma en la que se siembran 

las semillas, la técnica de tejido para los colgantes.  

Objetivos 

- Generar un espacio ameno planeado según los intereses de las mujeres  

- Ampliar la relación de confianza entre las integrantes de las agrupaciones y la 

investigadora.  

- Observar las relaciones entre las mujeres en el núcleo de la agrupación. 

- Otorgar valor a la expresión oral, productiva y artística de las mujeres. 

 

Fotografías del taller de colgantes de plantas con ASOPROTIL 
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Fotografías del taller de siembra de hortalizas con AMPONE 

    

6.2. Actividades realizadas durante el Encuentro de Mujeres de Caño Negro 

 

I. Presentación: La anécdota de tu nombre83  

Tema: Presentación del taller y “rompimiento del hielo”.  

Objetivo: Que las participantes se conozcan entre sí y se empiecen a involucrar con los temas 

a desarrollar a partir de sus nombres y vivencias 

Material didáctico: Una bola de estambre.  

Tiempo: 30 minutos.  

Situación física requerida: Espacio amplio, iluminado y ventilado, sillas en círculo.  

Grado de riesgo: Medio, debido a que se les pedirá que cuenten anécdotas sobre sus nombres, 

lo cual puede ser intimidante para algunas personas; es común que ante la actividad se 

responda diciendo el nombre y agregando frases como “no sé por qué me pusieron así”, “mi 

nombre no me gusta”, “no tengo ninguna anécdota que contar”; previendo este tipo de casos 

se les indica desde el inicio que no es obligatorio que relaten algo relacionado con su nombre. 

Después de la participación de todas y todos se les agradece lo que hayan compartido.  

Instrucciones o pasos a seguir: Se pide al grupo que formen un círculo con las sillas y que 

permanezcan en sus lugares. Se instruye a quien tenga la bola de estambre para que presente 

diciendo su nombre completo, de qué comunidad viene y a qué se dedica, y que después narre 

algo relacionado con su nombre: puede explicar su significado, la historia de su nombre en 

el entorno familiar (por qué le pusieron así), alguna historia curiosa o anécdota –ejemplos 

para promover la participación: ¿Por qué te pusieron ese nombre? ¿Te gusta? A continuación 

quienes facilitan ejemplifican contando algo relacionado con su nombre. Posteriormente, se 

arroja con cuidado la bola de estambre a quien continúe en el uso de la voz; quien recibe la 

bola de estambre expresa lo que se indicó y al término de su participación se le agradece y 

                                                 
83 Actividades adaptadas por la investigadora con base en el libro Sembrando igualdad, cosechando buen trato 

en comunidades rurales de Perujo y López (2016).  
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se le pide que la pase a otra persona. Esto se repite hasta concluir con las personas que estén 

presentes.  

Procesamiento y cierre: Las y los facilitadores preguntan a las y los participantes cómo se 

sienten y dan la voz a quienes lo soliciten; asimismo, se rescatan algunas anécdotas que hayan 

surgido dentro del grupo haciendo énfasis en la importancia de conocer nuestra propia 

historia e identidad (porqué nos pusieron así y cómo nos sentimos con ese nombre), así como 

las historias que hayan surgido en el ejercicio relacionadas con mujeres de la localidad. 

II. Actividad 1 Oportunidades y obstáculos  

Tema: Derechos y obligaciones de mujeres y hombres.  

Objetivo: Que las y los participantes identifiquen los derechos ejercidos y las obligaciones 

cumplidas, según el género de las personas en la familia y la comunidad.  

Material didáctico: Hojas, pilots de colores y cinta adhesiva.  

Tiempo: 90 minutos  

Situación física requerida: Espacio amplio, iluminado y ventilado, sillas movibles. 

Grado de riesgo: Medio, por las polémicas que puedan surgir. Si bien en las sesiones no fue 

así, debido a que el tema de la violencia no se trabaja a profundidad, el riesgo puede ser 

potencialmente alto si al abordarse este tema alguna persona está atravesando por una crisis 

específica.  

Instrucciones o pasos a seguir: Se divide al grupo en equipos de entre tres y siete personas. 

Se solicita a los equipos que identifiquen oportunidades y responsabilidades de los hombres 

y de las mujeres con base en una breve reseña que les será entregada, una de hombre y otra 

de mujer. Las respuestas consensadas se anotan en dos hojas de rotafolio –una para la 

información de las mujeres y otra para la información de los hombres– en dos columnas 

diferentes, rotuladas: “oportunidades” y “responsabilidades” u “obstáculos” (escoger) 

Cada equipo expone al resto del grupo las oportunidades y responsabilidades que anotaron 

en las hojas de rotafolios, tanto para hombres como para mujeres, con este fin, las hojas se 

colocan en un lugar visible para todas y todos.  

El equipo de facilitación promueve la reflexión sobre las similitudes y diferencias expresadas 

por los equipos e invita a un pequeño debate sobre las razones de tal situación.  

Procesamiento y cierre: El equipo facilitador trata de conducir al grupo a alguna forma de 

conclusión basada en las diferencias en la construcción de los géneros y la manera como eso 

coloca a las mujeres en situación de franca desventaja. También se invita al grupo a que 

exprese cómo se siente acerca de las diferencias entre las oportunidades y las 

responsabilidades de mujeres y hombres en su comunidad.  

 



188 

 

Preguntas generadoras: 

1. ¿Qué diferencias y similitudes vemos entre ambas historias? 

2. ¿Cuánto tiempo le dedica cada uno a las labores que hace? 

3. ¿Quiénes hacen el trabajo que genera dinero y quiénes hacen el que no genera dinero? 

4. ¿Qué oportunidades y qué obstáculos podría tener cada uno en su participación en el 

grupo de producción? 

 

III. Actividad 2 Nuestros procesos organizativos 

Tema: Los procesos organizativos y la relación con el género 

Objetivo: Que las y los participantes identifiquen cómo sus procesos organizativos les han 

influenciado en los obstáculos y oportunidades en su condición de género.  

Material didáctico: Papelógrafos, plumones de colores y cinta adhesiva.  

Tiempo: 90 minutos 

Instrucciones: En una primera parte, se le entrega una hoja a cada participante y se le solicita 

que de forma individual, dibuje lo que significa para ella el grupo de mujeres al que pertenece, 

si no quiere dibujar puede poner palabras (20min) 

En una segunda parte, se divide en dos grupos mezcladas entre las asociaciones de mujeres, 

el equipo facilitador empieza a hacer preguntas generadoras cuyas respuestas o ideas deben 

ser apuntadas en el papelógrafo.  

1. ¿Qué dibujaron en su papel? ¿Por qué? 

2. ¿Qué oportunidades les ha aportado la organización? 

3. ¿Qué obstáculos han enfrentado como organización? 

4. ¿Qué obstáculos personales nos han afectado como organización? 

5. ¿Es más difícil tener una organización de mujeres que una de hombres? ¿Por qué? 

Finalmente, cada participante cuenta sobre lo que dibujó y por qué lo dibujó. Entre todas, 

crean un solo dibujo colectivo en el papelógrafo, que logre resumir lo que cada una dibujó y 

sus razones. 

Fotografías de los papelógrafos creados por cada grupo durante el Taller 2 
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